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Bolivia atraviesa una coyuntura
compleja que supone, también, 
una oportunidad histórica para 
conjugar el reconocimiento 
cultural de los sectores indígenas 
excluidos con un desarrollo 
económico equitativo y un nuevo 
orden institucional. Para superar 
este triple desafío, los líderes 
deberán privilegiar una lógica 
deliberante, de reconocimiento del
otro y de búsqueda de 
resultados concretos. Si Bolivia 
logra conciliar economía y 
sociedad, si construye un nuevo 
tipo de Estado y si consolida un
pacto de igualdad en la Asamblea
Constituyente, podrá demostrarle
al mundo que un proceso de 
modernidad emancipatoria puede
provenir de la periferia.

¿Qué es lo que está en juego hoy en Bolivia? Las chances de un salto, tan-
to en términos del desarrollo como de la democracia. Hay posibilida-

des de que se avance en el mejoramiento de los niveles de igualdad entre los
diferentes grupos socioculturales, así como en un crecimiento económico
socialmente incluyente. Asimismo, parece probable que la democracia, ade-
más de obtener logros considerables en cuanto al régimen político, genere
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avances sustantivos y de reconocimiento de un genuino pluralismo sociocul-
tural. Es decir, parece posible lograr una mayor y una mejor distribución del
poder y de los beneficios del desarrollo. Es posible, entonces, que se consolide
un nuevo orden. Pero no es fácil.

Otra posibilidad es que se configuren escenarios de descomposición, crisis
y caos. Las chances de que se produzca esta situación serán mayores si la ló-
gica del enfrentamiento y la confusión política prima sobre la negociación y
la construcción clara de acuerdos, es decir sobre la capacidad de deliberar,
de escuchar al «otro», por parte de los diferentes líderes políticos y sociales
del país. Es posible, incluso, que se generen escenarios de descomposición
nacional. En ese caso, los diferentes líderes, en los hechos, estarían reafir-
mando la tesis «neocolonial» del «Estado fallido», reiterada por algunos
analistas estadounidenses y de varios países de la región. Y hasta se justifi-
caría la tesis de la «polonización» de Bolivia defendida por Augusto Pinochet
–en referencia a la repartición de Polonia entre Alemania y la Unión Sovié-
tica en los 40– e incluso las tesis ultramontanas que aspiran a escenarios de
conflicto armado en Latinoamérica.

El nuevo orden es, pues, un camino plagado de intereses contrapuestos, de
miradas parciales y de pasiones a veces incontrolables. En realidad, las
chances de que se avance en una u otra dirección tendrán que ver, princi-
palmente, con la capacidad política de los actores y los líderes con los que
cuenta el país, pero también con las acciones, los intereses y las percepcio-
nes que tienen sobre el proceso boliviano los distintos actores internaciona-
les. Y, desde luego, con la evolución de una economía crecientemente inter-
nacionalizada. 

Parecen existir algunas referencias básicas, de bien común si se quiere, que
permitirían impulsar con realismo democrático las reformas que se avecinan.
Estas referencias están dadas por la conciencia social acerca de la diversidad
estructural y sociocultural del país, así como por los sentimientos generaliza-
dos de la mayoría de los bolivianos respecto de las formas negociadas de
resolución de los conflictos. Parece claro que no es posible una salida impues-
ta, lo cual supondría que las opciones necesariamente tendrán que ser acor-
dadas. Y, por otra parte, también está claro que en el centro del proceso anida
una demanda de mayor justicia distributiva. Bajo estos parámetros, las chan-
ces de que Bolivia avance son mayores. Todos los actores tendrían que estar
comprometidos, pues todos son responsables. Por supuesto, esto no significa
negar el conflicto: tan solo supone una nueva forma de procesarlo.
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De cómo se puedan conjugar los diferentes intereses político-culturales de-
penderá el curso de la historia. La oportunidad existe, y será más real en la
medida en que se reconozca una nueva gramática de conflictos en la construc-
ción de un nuevo orden, que ese nuevo orden privilegie una lógica deliberan-
te y de búsqueda de resultados concretos y, sobre todo, que predomine un
cierto código de comportamiento para construir el bien común, que se podría
denominar «el equipo del 94»1. 

Un escenario ideal de emancipación republicana supondría quizás que el
movimiento indígena busque transformar a los excluidos en protagonistas
sin generar nuevos tipos de exclusión. Más allá de identidades culturales
arraigadas o cambiantes, la gran mayoría nacional ya optó desde hace mu-
chos años –y opta cada día– por el derecho al reconocimiento cultural de
unos y de otros. Eligió, además, la negociación en lugar del enfrentamien-
to. Esto significa que la sociedad optó y opta por la democracia. Se trata,
empero, de una democracia que necesita renovarse mediante un nuevo or-
den institucional, con más participación ciudadana y una mejor represen-
tación política.

Como se sabe, no se avanza sin riesgos, pero tampoco es posible avanzar por ata-
jos. La construcción de un nuevo orden cultural y social seguramente atravesa-
rá un largo ciclo histórico en el cual la sociedad, los gobiernos, los partidos y los
actores se irán renovando. La misma realidad nacional irá cambiando. Es funda-
mental, entonces, contar con una visión del futuro como proceso pleno de obs-
táculos, donde la sociedad pueda mejorarse constantemente a sí misma.

La cuestión central, entonces, es cómo las capacidades políticas de los actores
logran combinar el orden sociocultural con un nuevo orden político-institu-
cional y un desarrollo económico relanzado. Las posibilidades son múltiples.
Si el orden sociocultural busca cambiar las jerarquías étnico-culturales, terri-
toriales y sociales en función de un principio estructurante equitativo, necesi-
tará cambios institucionales que reflejen un principio de justicia distributiva,
respaldada en un crecimiento económico que vaya más allá del gas y del uso
de los recursos naturales, es decir, más allá del imaginario rentista tan

1. En 1994, por primera vez, el equipo nacional clasificó para un Mundial de fútbol, que se desa-
rrolló en Estados Unidos. Aunque estuvo lejos de salir campeón, el seleccionado boliviano mostró
un sentido de responsabilidad, una lógica de proporciones adecuadas al contrincante y un fuerte
deseo de ganar que le dieron una gran coherencia en el juego. El equipo logró conjugar también la
jugada del instante con una perspectiva más amplia del partido y se convirtió en un ejemplo de
buen juego.
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arraigado en buena parte de las elites y de la sociedad boliviana. Si, por el
contrario, los avances sociales son menores, los cambios institucionales y de
desarrollo necesariamente quedarán en la superficie. 

El peligro es pensar que avanzar en un ámbito implica necesariamente avan-
zar en los otros, o pensar que es posible avanzar rápidamente, en todos los as-
pectos, solo por la iniciativa de algunos o mediante una lógica de presiones.
El cambio es complejo y obliga a una mirada amplia y a una práctica respon-
sable. Resulta imprescindible aprender a navegar entre vientos contrapuestos,
para lo cual será fundamental redefinir la idea del bien común a través de un
espacio público transparente y, sobre todo, aprender a manejar los códigos,
como hizo la selección de fútbol en 1994. 

Economía y sociedad

La economía boliviana es débil, muy desigual y diversa. Chiquita pero com-
pleja. Conviven en ella desde formas comunitarias y familiares de producción
hasta sofisticadas empresas, transnacionales
o nacionales, integradas activamente a los
procesos de globalización. Prácticamente no
existen economías autónomas, y las econo-
mías campesinas, de una u otra manera, están
integradas al mercado, por lo general en
condiciones de intercambio muy desigual. Así, por ejemplo, la economía cam-
pesina, que en el pasado reciente era decisiva en la conformación de la canas-
ta básica de alimentos, hoy ha visto deteriorada su participación productiva,
pues han variado la composición y la calidad de la canasta, al tiempo que los
campesinos se han integrado a un mercado de consumo distante de sus pro-
pias fuerzas productivas. 

Las diversas economías campesinas tienen desiguales niveles de desarrollo y
se han estructurado en un complejo proceso de diferenciación cuya referencia
principal es la estructura de tenencia de la tierra. Por una parte, existen for-
mas comunitarias (sistema de ayllus) que en general tienen una escasa capaci-
dad productiva y están dispersas en tierras de baja calidad y con escasos re-
cursos: por ejemplo, las comunidades del norte de Potosí y otras zonas de alta
montaña y del altiplano sur, donde viven las personas más pobres del conti-
nente, pero que, a pesar de su miseria, mantienen un lazo social vivo y un sen-
timiento comunitario andino muy arraigado y culturalmente muy rico. Por
otra parte, los procesos de recampesinización en las zonas de colonización

La economía boliviana
es débil, muy 
desigual y diversa.
Chiquita pero compleja 
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–como el Chapare en Cochabamba o Yapacaní en Santa Cruz–, que cuentan
con potencialidades económicas inéditas, apoyadas en economías familiares
diversificadas que actúan en diversos pisos ecológicos.

Las ciudades, además de pluriculturales, son un poco campesinas. Las econo-
mías informales urbanas se apoyan en dinámicas familiares y de pequeña es-
cala que integran campo y ciudad en complejas estrategias de reproducción
familiar. Y que van más allá de las fronteras: la reproducción social de la eco-
nomía boliviana en su conjunto depende también de la extensión de estas
economías a otros países. Los emigrantes bolivianos que viven en Madrid,
Buenos Aires o Virginia responden a estrategias de reproducción familiar y
generan complejas formas de trabajo e intercambio que explican en buena
medida el funcionamiento de la economía nacional, no solo en cuanto a las re-
mesas, sino también en cuanto al intercambio de productos materiales, infor-
macionales y culturales. 

Todo esto ha ido redefiniendo una economía, una sociedad y una cultura eco-
nómica cada vez más internacionalizadas, aunque profundamente orientadas
hacia lo local. Hoy una parte importante del sector informal es determinante
en la absorción de fuerza de trabajo y también juega un papel clave debido a

sus potencialidades productivas, especial-
mente las economías informales de «peso
mediano». En ese contexto, la cuestión del
desarrollo pasa sobre todo por cómo inver-
tir la pirámide producción-empleo, ya que
las economías de nivel intermedio tienen
cada vez mayor importancia en la diná-
mica económica y como puente entre los
sectores más productivos y los menos di-
námicos.

El gas, junto con otras economías extracti-
vas de recursos naturales, resultará estraté-
gico para cualquier posibilidad de desarro-

llo nacional. Es necesario que genere un efecto multiplicador en tres planos.
El primero es el impulso de un ethos empresarial sustentado cada vez más en
un desarrollo de capacidades tecno-informacionales asociadas con investiga-
ción científico-tecnológica. El segundo aspecto es la construcción de dinámi-
cas competitivas y de innovación cada vez más integradas regionalmente y
con otros sectores de la economía. El tercero es la capacidad de posicionarse,
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estratégica y pragmáticamente, en el mercado internacional. La forma institu-
cional que asuman estas empresas (pública, estatal, privada, mixta, terciariza-
da o no) es obviamente un tema importante, pero no de vida o muerte. En ese
sentido, la impresión es que llegó la hora de pensar en procesos y en estruc-
turas institucionales que sean leales a la eficiencia de los resultados.

En ese contexto, las economías regionales o departamentales ampliadas son
fundamentales. El hecho de que se fortalezcan, tanto localmente como en re-
lación con la globalización, será fundamental no solo para el futuro de cada
región, sino de la economía nacional en su conjunto. El futuro de las econo-
mías del Oriente, del altiplano, de los valles, el Chaco y las serranías del sur,
e incluso del norte amazónico, es impensable sin las potencialidades de las
macrorregiones internacionales en las cuales están insertas, ya sea el Mato
Grosso, el norte de Chile y el sur de Perú, la región fronteriza del norte argen-
tino y el Chaco paraguayo o la zona del Acre brasileño. Los tejidos económi-
cos y sociales preexistentes les dan una gran potencialidad a estas regiones; la
cuestión es cómo se vinculan entre ellas y cómo esto redunda en un mayor de-
sarrollo nacional. 

Si bien las ciudades bolivianas son también ciudades de campesinos, y por
eso los temas campesinos tienen presencia en el imaginario urbano, lo cier-
to es que la urbanización está cambiando la cara rural de la sociedad. El país
es cada vez más urbano y pluricultural y hoy está más vinculado que nunca,
no solo por el dinamismo de sus principales ciudades sino, sobre todo, por la
creación de ciudades pequeñas e intermedias y, con ellas, la expansión de una
serie de servicios y nuevos mecanismos de mercado, consumo colectivo, di-
namismo institucional-local y reproducción social. Los niveles de educación
han aumentado, sobre todo la cobertura de la educación básica, y los niveles
de analfabetismo son cada vez más bajos. Del mismo modo, la esperanza de
vida es mayor, un tercio de la población vive fuera del lugar donde nació, las
estructuras familiares se redujeron y la mujer, aunque de manera discrimina-
da, se ha incorporado aceleradamente al mercado de trabajo. El acceso a los
medios de comunicación de masas, crecientemente internacionalizados, es
muy amplio: prácticamente no hay comunidad que no esté vinculada a los
medios de comunicación y actualmente más de la mitad de los bolivianos tie-
ne acceso a la TV. Existen más de 500 estaciones de radio y 130 estaciones y
sistemas en red de televisión. La demanda de acceso a internet por parte de
los jóvenes de todos los estratos sociales es casi total. En este contexto, el deseo
de asumir cambios aceptando riesgos es una constante asociada a la evolución de
los niveles educativos y la exposición a los medios de comunicación. El cambio
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multicultural actual es más amplio y complejo que en el pasado: los desafíos
de una genuina interculturalidad democrática también tendrían que redefi-
nirse considerando este nuevo contexto.

Posiblemente no haya una región nacionalmente más integrada que Santa
Cruz, que es el resultado de múltiples esfuerzos: de los planes y los sueños de
un empresariado visionario que supo transformarse de terrateniente en em-
presario o industrial agrícola, de las políticas de inversión del Estado nacio-
nal y, sobre todo, de las acciones de la Corporación Boliviana de Fomento, de
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB) y de otras empresas esta-
tales. Pero la situación de Santa Cruz también es resultado de la fuerza y el es-
píritu de los migrantes del interior del país y del exterior que, desde variadas
categorías sociales, supieron abrir horizontes de cambio y progreso. Santa Cruz
es una región que, a pesar de algunos serios problemas, cuenta con importan-
tes niveles de inclusión y desarrollo. No obstante, las elites dirigentes parecen
retrasadas respecto del sentimiento integrado de nación que prevalece en la
población del departamento. Las nuevas opciones de desarrollo regional posi-
blemente tendrán que considerar no solo nuevas opciones económicas de creci-
miento, sino también el hecho de que se ha consolidado una sociedad más mul-
ticultural y educada, que demanda reconocimiento y participación.

Sin embargo, a pesar de estos avances y de los que se produjeron en otras re-
giones, en el plano nacional no han cambiado las características estructurales
del desarrollo económico y el carácter limitado de la competitividad de las
empresas, la estructura del empleo y los salarios, los niveles de pobreza, la de-
sigual distribución del ingreso y la insatisfacción con el orden actual por par-
te de grandes mayorías nacionales2. Hoy los excluidos están en buena medi-
da semiincluidos, no solo por el cambio en los patrones de consumo, sino
también por sus demandas de integración económica, participación política y
mayor y mejor movilidad social. No estamos, pues, ante una sociedad atrasa-
da que no cambia, sino más bien ante una sociedad relativamente seculariza-
da e injusta, con altos niveles de frustración, que reclama sobre todo dignidad
para los más pobres y excluidos.

La impresión es que existe una suerte de tensión entre dirigentes y socie-
dad, como si la sociedad hubiera avanzado más que sus dirigentes. Si bien

2. Como muestra basta un botón: Bolivia es uno de los países con los peores indicadores de pobre-
za de la región y con niveles de desigualdad ya similares a los de Brasil. De acuerdo con datos de
la Cepal, entre 1990 y 2006 la pobreza creció de 52,6% a 63,9%, mientras que el Coeficiente de Gi-
ni pasó de 0,538 a 0,614.
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los líderes sociales e indígenas buscan integrar comunidad con institucio-
nalidad a partir de un cierto ideario hegemónico andino, y aunque los lí-
deres regionalistas del Oriente buscan mayor autonomía regional con una
limitada visión nacional e intercultural, lo cierto es que la sociedad en ge-
neral ha demostrado importantes niveles de convivencia dentro de la di-
versidad cultural y reclama soluciones concretas y opciones concertadas
para potenciar su desarrollo en libertad.

El Estado

En este contexto, el tema del Estado vuelve a ser decisivo. Es necesario que
el Estado actúe para producir cohesión social y posicionamiento económi-
co, y también es crucial que se mueva en la globalización y en el mercado
en función de las diversidades regionales y culturales propias de Bolivia.
El Estado es el único actor que puede representar a la diversidad nacional
en su conjunto y, a su vez, servir a la sociedad con políticas de distribución
y desarrollo.

Por eso, uno de los desafíos que enfrenta la sociedad boliviana es decidir de-
mocráticamente el nuevo carácter del Estado. Para que éste se encuentre efec-
tivamente al servicio de la sociedad, debe superar rápidamente las dos iner-
cias que le impiden convertirse en un promotor del desarrollo: por una parte,
deberá dejar de lado la lógica puramente clientelar, corporativa y centralista
que reproduce relaciones de dominación tradicional y, por otra, deberá dejar
de estar subordinado a los poderes transnacionales. El Estado tendría que ac-
tuar en función de la sociedad y en comunicación permanente con ella. Es
desde allí donde el país podría construir relaciones internacionales de equili-
brio en la región y con el mundo.

Sin embargo, ¿es posible plantearse un
Estado inteligente e innovador, un Esta-
do que vincule de manera creativa la di-
námica económica y sociocultural y los
procesos internos con los externos? ¿Có-
mo definir un Estado que pueda combi-
nar la solidaridad productiva con las co-
munidades pobres de Potosí, el respeto a
las autonomías regionales y una presen-
cia en las negociaciones más sofisticadas
para comprar tecnología en Oslo? El
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Estado necesita construir redes amplias de cooperación en la gestión de la
globalización a través de alianzas prácticas con otros Estados para posicio-
nar al país en la mundialización. La cuestión es cómo los actores guberna-
mentales, regionales o socioculturales se plantean este tipo de problemas y
cómo se reflejan sus orientaciones en la Asamblea Constituyente. Aunque
de allí seguramente no saldrá un nuevo diseño de desarrollo ni de democra-
cia, tal vez se puedan definir las condiciones político-institucionales para
construirlo. Por eso, llegar a acuerdos sobre el carácter del Estado y generar
una nueva gramática del conflicto constituyen importantes desafíos del
cambio institucional.

En la Asamblea Constituyente se plantea la posibilidad de generar un nuevo
pacto de igualdad que supere anclajes estamentales y redefina las reglas de
distribución y de ejercicio del poder, condicionando los comportamientos
de los actores políticos, regionales, sociales y culturales en función de una op-
ción económica socialmente incluyente. Pero para cerrar este acuerdo no
solamente se deberá apelar al realismo de la correlación de fuerzas, sino tam-
bién al predominio de una cultura política «pactista» que reconozca la diver-
sidad estructural de la sociedad boliviana.

En ese sentido, es posible consensuar las reglas de juego mediante un pro-
cesamiento institucionalizado del conflicto que reparta garantías y obliga-
ciones a los diversos actores y que recompense a los sectores más excluidos o
marginados del sistema político. Una sociedad sin conflictos no funciona,
pero una formada solo sobre la base de conflictos tampoco. Por eso lo cen-
tral es que el nuevo orden institucional genere una nueva gramática que
reconozca nuevos temas, actores y entornos. Consiguientemente, resulta
fundamental poder explicitar los nuevos conflictos, contar con canales de
participación para que se delibere acerca de ellos y para que los actores to-
men conciencia de que toda negociación supone la voluntad de las partes
de respetar los acuerdos y que esto, a su vez, implica necesariamente ciertas
concesiones mutuas.

Un nuevo esquema institucional con estas características reafirmaría el senti-
do común que ya prevalece en alguna medida en la opinión pública nacional
y en la práctica de los movimientos socioculturales y regionales. La cuestión
es saber si los actuales líderes estarán a la altura de las circunstancias y si sa-
brán aprovechar las oportunidades históricas. A veces, lo que parece sólido se
termina esfumando en el aire.
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Las culturas

En el plano histórico-cultural, la situación es aún más complicada. Los boli-
vianos cargan sobre sus espaldas, desde tiempos arcanos, un conjunto de su-
perposiciones históricas y socioculturales –lo que se ha definido como un
chenk’o histórico3– que organizan la vida social desde el periodo precolombi-
no y que siguen presentes en la coyuntura política y en el imaginario nacio-
nal. A veces, esto se expresa como reificación de un pasado andino o colonial
que nunca existió; otras, como la referencia insoslayable de una continuidad
histórica que se desea transformar. Se trata, en todo caso, de una historia lle-
na de matices y dramas sociales, y de una relación de la sociedad con un mun-
do percibido a menudo como distante, ajeno y amenazador. Este fenómeno
cultural se expresa también psicológicamente y tiene su importancia a la ho-
ra de tomar las decisiones políticas, porque es sobre la base de esto que se
construyen las memorias de lo que el país fue, quiso y trató de ser, y se inter-
pretan sus heridas e injusticias más profundas, sus frustraciones más hon-
das y también sus logros, escasamente reconocidos por los mismos bolivia-
nos. Es a veces una lectura confusa de la propia historia, pero que evidencia
los deseos de justicia y reconocimiento. Y aunque la confusión en las ideas

evidentemente no conduce a nada bueno
en la práctica, no reconocer la densidad de
los procesos históricos y los sentimientos de
la gente sería cometer un acto de ceguera
política. Como decía Walter Benjamin, los
pueblos reconstruyen su interpretación his-
tórica en los momentos de peligro4. Y en eso
está hoy Bolivia. 

El país está marcado, desde sus orígenes, por una cierta diversidad étnico-cul-
tural. Basta recordar los reinos aymaras del siglo XV, el control múltiple de los
ecosistemas en Charcas, el reino de Moxos en las llanuras del Bení o la varie-
dad de pueblos tupí-guaraníes de la Amazonía boliviana que ya antes de la
llegada de los colonizadores intercambiaban productos y símbolos con los

3. El chenk´o sería una especie de metamorfosis constante que anida en el imaginario de las perso-
nas. Es una particularidad que muta, sin desaparecer, de universalidad en universalidad. «Es en
el tiempo que las manifestaciones del mundo tocan a su fin, mueren, señalan igualmente aquello
que a través de su retiro perdura. Frecuentemente el fin de una ‘cosa’ dura mucho tiempo y es el
principio de otra que la continúa a través de sus numerosas metamorfosis o pseudomorfosis.»
Kostas Axelos: Systematique ouvert, Editions de Minuit, París, 1984.
4. Walter Benjamin: «Tesis sobre la filosofía de la historia» en Decursos, CESU / UMSS, Cochabam-
ba, 1995.
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pueblos andinos. El mismo Imperio Incaico, que dominó poco tiempo el Qo-
llasuyu, es el resultado de una poderosa sumatoria de pueblos sometidos por
el poder militar. La corona española actuó sobre esta diversidad. Y los españo-
les mismos, desde su propia diversidad y su mestizaje cultural de origen, uti-
lizaron la diversidad cultural del Qollasuyu para estructurar su dominación.
Pero al hacerlo, no solo crearon las instituciones de dominación cultural que
aún perduran, sino que también ellos mismos cambiaron. Como ha subraya-
do Aníbal Quijano, con la Conquista los europeos descubrieron al «otro» y
pudieron pensar la modernidad5. 

La Colonia instaló una estratificación socio-étnica que construyó un orden po-
lítico estamental y también una dialéctica de negación del otro, sobre todo si
el otro era indígena, negro o mestizo y, más tarde, excluido en general. Hubo,
por supuesto, múltiples formas de resistencia, entre las que sobresalen los le-
vantamientos de indígenas-campesinos y de mestizos-artesanos, así como las
creaciones estéticas de indígenas y mestizos que demostraron la fuerza crea-
tiva de sus comunidades y pueblos de origen, y que a veces utilizaron la mis-
ma racionalidad del poder colonial pero con otros contenidos: el frente de la
iglesia de San Lorenzo en Potosí y la música del barroco chiquitano son im-
portantes referencias y bellos ejemplos. 

Los independentistas buscaron construir un Estado moderno en torno de los
derechos de los ciudadanos. La Universidad de Charcas fue el núcleo de un
ideario emancipatorio único en su género, no solo en Bolivia sino en toda
la región. Pero la larga lucha por la independencia y el juego de poderes no
lograron conformar un Estado-nación integrado. Proliferaron los conflictos
locales y aparecieron nuevos pactos de dominación oligárquica entre hacen-
dados y propietarios mineros. El país se organizó en función de los enclaves
mineros, alrededor de la plata primero y del estaño después. En esta dialéc-
tica de la resistencia, uno de los fenómenos más novedosos fue la creación de
un movimiento de sindicatos mineros revolucionarios y el fortalecimiento de una
clase trabajadora industrial, cuya acción y cuyo imaginario marcaron la evo-
lución política y cultural del país.

La Revolución de 1952, resultado de una alianza entre sectores medios y po-
pulares, intentó impulsar la liberación nacional, modernizar e integrar terri-
torialmente al país y construir un imaginario indo-mestizo como crisol de la

5. Aníbal Quijano: «Modernidad, identidad y utopía en América latina» en Clacso: Imágenes desco-
nocidas, Clacso, Buenos Aires, 1988.
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nacionalidad. Fue incompleta, no reconoció el pluralismo cultural constitu-
tivo del país y terminó creando un sistema de dominación patrimonial-cor-
porativa sustentado en redes de clientela que gestionaban un faccionalismo
partidario y social a través de un complejo esquema de prebendas que, fi-
nalmente, superó las posibilidades económicas e institucionales de Boli-
via. La revolución que había logrado agrupar a más de 60.000 obreros y
campesinos armados fracasó por sus propios conflictos internos. Un alto
dirigente decía, con cinismo, que la revolución había fracasado porque el
partido que la impulsó, el Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR),
tenía 200.000 militantes, mientras que el Estado disponía solo de 100.000
puestos. El resto fueron pesadillas autoritarias. 

Las reformas estructurales de mercado, apoyadas en un pacto interpartidario,
dieron lugar a un ciclo de 20 años de relativa estabilidad democrática, pero no
generaron los resultados prometidos. Dejaron como saldo un gran malestar
social e institucional y dispararon movilizaciones políticas que abrieron un
nuevo periodo histórico. En un clima de conflicto y polarización, la contun-
dente victoria electoral del Movimiento al Socialismo (MAS) en las elecciones
presidenciales de 2005 colocó en el centro del debate político las posibilidades
de una vía democrática de transformación sociocultural sobre la base de una
combinación entre pluralismo cultural, equidad y desarrollo endógeno. Se
abrió, así, un nuevo ciclo de transformaciones político-institucionales, que
quizás genere un nuevo acuerdo intrasocietal. La cuestión, empero, es desde
qué cultura política se procesarán estos cambios.

En síntesis, la refundación de un nuevo orden no es un hecho aislado, ni se
puede entender con un pensamiento dicotómico que opone blanco a negro. Es
el resultado de un largo camino que se va construyendo y desarrollando, con
idas y vueltas, con varios actores y distintos procesos políticos. Por ello, la crí-
tica y el cambio solo serán fecundos si recuperan una cierta idea de continui-
dad histórica. De alguna manera, los dados ya están lanzados...

Palabras finales

Finalmente, es importante dejar planteadas algunas preguntas. ¿Podrán los
líderes del gobierno y la oposición superar la dicotomía amigo-enemigo y
responder complejamente a los problemas y desafíos que esta «coyuntura
estructural» plantea? ¿Podrá la sociedad boliviana evolucionar de una lógica
pluricultural hacia una lógica intercultural, vinculando tal evolución a opcio-
nes prácticas de política social? ¿Podrá producirse una reforma democrática
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que recoja experiencias y lógicas culturales originarias que permitan innovar
el sistema de participación y de toma de decisiones? ¿Podrá construirse un
sistema de partidos abierto y pluralista que refleje a la sociedad y a las cultu-
ras preexistentes? ¿Podrá la dinámica política y cultural plantear una opción
de crecimiento económico incluyente capaz de competir en la globalización?
¿Cuál es la capacidad de los diversos actores sociales, culturales y regionales,
y de los intelectuales que los acompañan, para constituir una agenda de refor-
mas que permita acercarse a un nuevo orden sociocultural? 

Quizás, al final de cuentas, el mismo proceso histórico vaya constituyendo
una fuerza emancipatoria de nuevo tipo, sobre todo si se asocia la idea de li-
bertad cultural con la voluntad de abrir el país al otro. Una fuerza cultural y
social principalmente indígena buscaría una incorporación a la democracia y al
desarrollo de todos los sectores sociales, lo que le daría al proceso un carácter
único. Si Bolivia responde adecuadamente a este tipo de preguntas, quizás
pueda demostrar que una modernidad emancipatoria también puede prove-
nir de la periferia. Y esto solo será comparable, con todas las distancias del ca-
so, a los sueños de Nelson Mandela.
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Siete preguntas 
y siete 
respuestas 
sobre la 
Bolivia de 
Evo Morales

Pablo Stefanoni

¿Es indigenista Evo Morales?
¿Impulsa un proyecto 
posneoliberal? ¿Qué lugar 
ocupan los movimientos 
sociales? ¿Cuál es la influencia 
real de Hugo Chávez? ¿Cómo 
debe interpretarse la 
nacionalización de los 
hidrocarburos? ¿Qué pasará 
con la Asamblea Constituyente? 
¿Y con la autonomía de Santa
Cruz? El artículo formula 
preguntas –y ensaya respuestas–
acerca de algunos de los 
principales temas de la realidad
boliviana actual, con la 
intuición de que, más allá de los
resultados finales y de la 
evaluación sobre la marcha 
del gobierno, el país atraviesa 
una serie de profundos cambios 
que marcarán un antes 
y un después en su historia.

1. ¿Es indigenista Evo Morales?

No podemos responder a esta pregunta sin dar cuenta del clivaje étnico que
recorre toda la historia boliviana. La novedad es que, desde la llegada al po-
der de Evo Morales en enero de 2006, se presenta de manera invertida: los
criollos serían víctimas del racismo de los indígenas y el antídoto contra un
supuesto nuevo fundamentalismo en ciernes consistiría en reconocer «que los

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 209, 
mayo-junio de 2007, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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bolivianos somos todos mestizos»1. Pero ¿qué hay detrás de esta estrategia de
reafirmación del mestizaje? 

Si los positivistas del siglo XIX y principios del XX –como Alcides Arguedas o
Gabriel René Moreno– consideraban la hibridación racial una suerte de mal-
dición sobre la sociedad boliviana, el mestizaje –sin referencias a la descoloni-
zación– pasó a ser, para el nacionalismo boliviano, la condición sine qua non
para la construcción de una verdadera Nación, especialmente luego de la
traumática derrota en la Guerra del Chaco (1932-1935). Ya en los 90, las elites
bolivianas se apropiaron del discurso multiculturalista promovido por los
organismos multilaterales de crédito y lo articularon con los postulados
neoliberales en boga. En ese contexto, el dirigente aymara Víctor Hugo Cár-
denas fue elegido como el primer vicepresidente indígena, y en su gestión
se incluyó en la Constitución el reconocimiento de Bolivia como un país plu-
ricultural y multiétnico.

Pero, uno a uno, todos estos intentos de construir una Nación «de verdad»
fracasaron, sea por la extinción biológica de los indios al calor de una homoge-
neización étnico-cultural impulsada desde el Estado, o vía el reconocimiento
parcial de la diversidad sin acabar con las estructuras materiales o imaginadas
del colonialismo interno. 

Hoy asistimos a una novedosa recuperación del término «indio» como ele-
mento cohesionador de una identidad nacional-popular amplia, que articula
varias memorias: una memoria larga anticolonial, una memoria intermedia
nacionalista revolucionaria y una memoria corta antineoliberal2. De esta cons-
trucción de un nacionalismo indianizado emergen el Movimiento al Socialis-
mo (MAS) y el liderazgo de Evo Morales. Es entonces, frente a este surgimien-
to, que las elites vuelven a levantar la bandera del mestizaje como razón de

1. En el censo poblacional de 2001, 62% de los bolivianos se autoidentificó como integrante de al-
gún pueblo indígena. El hecho de que el censo no contemplara la categoría «mestizo», así como el
conteo de los indígenas basado en la autoidentificación, dio lugar a varios debates. V., entre otros,
Jean-Pierre Lavaud y François Lestage: «Contar a los indígenas: Bolivia, México, Estados Unidos»
y Álvaro García Linera: «La creación del indio» en T´inkazos No 13, 10/2002, La Paz; Xavier Albó:
«Cuoteo étnico: ¿sí o no?» en Pulso No 276, 12/2004, La Paz y Roberto Laserna: «¿Cuoteo étnico?:
No tatay» en Pulso No 277, 12/2004, La Paz.
2. En estos tres momentos tenemos las rebeliones anticoloniales de Tupaq Katari y Bartolina Sisa
(1781), la Revolución Nacional de 1952, que nacionalizó las grandes minas, impulsó la reforma
agraria e implementó el voto universal, y, finalmente, el ciclo de luchas abierto en 2000 con la «gue-
rra del agua» en Cochabamba, seguido por la «guerra del gas», con epicentro en El Alto, en 2003.
V., entre otros, Silvia Rivera: Oprimidos pero no vencidos, Ediciones Yachaywasi, La Paz, 2003 y Luis
Tapia: «Estructuras de la rebelión», La Paz, 2004, mimeo.
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ser de la bolivianidad. Pero si el mestizaje de los años 50 era concebido den-
tro de un discurso antioligárquico y transformador, hoy presenta un carácter
defensivo y conservador –ante el desplazamiento, a veces más ilusorio que
real, de las clases medias de los cargos públicos, principal espacio de su repro-
ducción– y ajeno al sentido igualitario que implicaba la idea de construir un
proyecto compartido de país. Los sectores medios urbanos y escolarizados
que proclaman «somos todos mestizos» parecen olvidar –como ya dijera H.
Plaza en 1939– que existen «mestizos blancos» y «mestizos indios» o, expre-
sado con una terminología más moderna, «criollos-mestizos» y «cholos»3. 

Entonces, si es posible hablar de un Evo Morales indigenista es en relación
con este mestizaje indígena que emerge en el marco de una cultura plebeya
atravesada por identidades de clase (como los mineros) y por procesos de moder-
nización, urbanización, diferenciación social, acumulación de capital e hibrida-
ción cultural (uno de cuyos ejemplos es la expansión de la cumbia o el rap). Así,
muchos indígenas se desvincularon de los núcleos comunitarios rurales (más de
60% de los bolivianos vive en la ciudad) pero ello no implica, sin embargo, que
hayan dejado de lado completamente su origen rural y su cultura aymara o que-
chua4. Bolivia es, sin duda, mestiza, pero algunos son más mestizos que otros.

La región cocalera del Chapare, adonde Evo Morales migró con su familia y
comenzó su carrera sindical y política, es una de las expresiones de este mes-
tizaje cultural indígena, que se superpone a un mestizaje político entre el sin-
dicato campesino –forma organizativa consolidada con el nacionalismo revo-
lucionario de los 50– y las tradiciones comunitarias. Éstas, si bien debilitadas
en estas regiones de migrantes, donde las familias son propietarias de sus tie-
rras, sobrevivieron, resignificadas, en prácticas políticas que hicieron de los
sindicatos microgobiernos locales, excediendo ampliamente su carácter eco-
nómico-corporativo5. Evo Morales se formó políticamente en los sindicatos

3. H. Plaza hace esta distinción en El hombre como método (1939), citado por Rossana Barragán:
«Identidades indias y mestizas: una intervención al debate» en Autodeterminación, La Paz, 10/2002.
Para un análisis de lo cholo, v. Ximena Soruco: «La inteligibilidad de lo cholo en Bolivia» en T´in-
kazos No 21, 12/2006, La Paz.
4. Así, Godofredo Sandoval y María Fernanda Sostres hablan de El Alto –900.000 habitantes, circun-
dante a La Paz– como una «ciudad con mentalidad rural», y Gustavo Rodríguez Ostria se refirió a los
sindicatos mineros como «formas obreras con mentalidad agraria». En el Oriente boliviano la situa-
ción es diferente, con una presencia indígena significativamente menor. Ver G. Sandoval y M. F. Sos-
tres: La ciudad prometida. Pobladores y organizaciones sociales en El Alto, Sistema / Ildis, La Paz, 1989
y G. Rodríguez Ostria: El socavón y el sindicato. Ensayos históricos sobre los trabajadores mineros, siglos XIX

y XX, Ildis, La Paz, 1991. 
5. Ver Alison Spedding: Kawsachun coca. Economía campesina cocalera en los Yungas y el Chapare, PIEB,
La Paz, 2005. Para casos urbanos como las juntas vecinales, v. Pablo Mamani: Microgobiernos barriales
en El Alto, La Paz, Cades / Idis / UMSA, La Paz, 2005.
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cocaleros, donde comenzó como secretario de Deportes y llegó a presidente
de las seis federaciones del trópico de Cochabamba, cargo que conserva has-
ta la actualidad. 

Su reivindicación indigenista, no exenta de
instrumentalismo a la hora de legitimar interna-
cionalmente el cultivo de coca, se parece más
a la denuncia del apartheid sudafricano formu-
lada por Nelson Mandela –que incluye una
demanda de inclusión, reconocimiento y posi-
bilidades de acceso al poder de una mayoría
nacional segregada por motivaciones étnicas–
que a la reivindicación de un retorno al ayllu
(comunidad aymara). El componente indigenista está atravesado, a la vez, por
el pragmatismo (la «cintura», diría Evo Morales) propio de la cultura sindical, y
por enérgicas posiciones antiimperialistas, más exactamente antiestadouniden-
ses, cuya base material fueron las luchas entre campesinos y fuerzas policiales y
militares erradicadoras –con apoyo de Estados Unidos– de la hoja de coca.

Esta flexibilidad no implica, empero, ausencia de fines ideológicos igualitaris-
tas en los que Evo Morales cree genuinamente, sobre todo en la mejora de las
condiciones de vida de las mayorías populares inmersas en una pobreza que él
conoció de niño, cuando vivía con su familia en Orinoca, una comunidad ay-
mara de Oruro cercana al lago Poopo. Si fue Evo Morales (y no Felipe Quispe)
quien accedió al lugar de «primer presidente indígena» de Bolivia, fue pre-
cisamente porque logró articular un proyecto nacional frente a la perspectiva
aymaracéntrica. En su primer año de gobierno, Morales relegó a lugares margi-
nales al indianismo radical defensor de la autonomía indígena y la reconstruc-
ción del Qollasuyu, parte aymara del imperio inca. En la actualidad, algunos in-
telectuales denuncian la existencia de un «entorno blancoide» que separaría al
presidente de las bases campesinas y contribuiría a reproducir el colonialismo
«bajo la máscara indigenista»6. 

De hecho, en el primer gabinete solo se identificaban como indianistas el minis-
tro de Educación Félix Patzi –desplazado en enero de 2007, luego de sucesivos
conflictos con la Iglesia católica y con los maestros urbanos de tendencia
izquierdista– y el canciller David Choquehuanca, portador de una visión

6. V. Willka año 1 No 1, 1-6/2007, El Alto. Su portada se titula: «Entornos blancoides, rearticulación
de las oligarquías y movimientos indígenas».
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plagada de misticismo7. Choquehuanca es la «cara indígena» de Bolivia y
constituye un nexo entre el gobierno y las organizaciones del altiplano aymara,
pero la política exterior es manejada directamente desde el Palacio Quemado.
Ministerios estratégicos, como los de Hidrocarburos, Minería, Planificación Eco-
nómica o Presidencia (cuyo titular es en los hechos el jefe de ministros), recaye-
ron, respectivamente, en un economista de izquierda, un ex-dirigente maoísta,
un economista «técnico» y un ex-militar nacionalista. Nada que se parezca a una
indianización tout court del gobierno y del Estado, sino más bien una «india-
nización a geometría variable», mucho más flexible de lo que sugieren algu-
nos discursos impresionados, a favor o en contra, por la retórica de reafirma-
ción indígena8. 

Por ello definimos al MAS como un nuevo nacionalismo plebeyo, impulsor de
procesos de modernización en una línea neodesarrollista, en el seno del cual los
tradicionales clivajes pueblo/oligarquía y nación/antinación son atravesados
por una etnificación, no excluyente, de la política. «El discurso indígena tiene
una retórica arcaizante pero una práctica modernizante», sostuvo el vicepresi-
dente Álvaro García Linera, y el propio Felipe Quispe afirmó en una oportuni-
dad: «Somos indios de la posmodernidad, queremos tractores e internet». De allí
que las principales políticas públicas de Evo Morales se orienten a llevar «mo-
dernidad» al campo: hospitales, bonos contra la deserción escolar, planes de al-
fabetización (como el «Yo sí puedo» cubano), carreteras, tractores, reducción de
tarifas de luz y teléfono, documentos de identidad y hasta la transmisión gratui-
ta del Mundial de fútbol. Todo ello, según el gobierno, concretado con el dinero
proveniente de la nacionalización de los hidrocarburos. 

En efecto, el presidente boliviano parece lejos del etnofundamentalismo que
le atribuyen desde el escritor peruano Mario Vargas Llosa hasta las elites em-
presariales de Santa Cruz de la Sierra, pasando por intelectuales bolivianos
que fuerzan la teoría hasta el límite del absurdo para hacer encajar al gobierno
del MAS en el molde del «nazifascismo». Bastan unas pocas lecturas históri-
cas para percibir en estos discursos el viejo temor y rechazo de los grupos aco-
modados a la irrupción «populista» y al desborde de las masas9. 

7. Choquehuanca declaró que ya no lee libros, sino las arrugas de sus abuelos. Mientras tanto, el
vicepresidente García Linera declaraba que tiene 10.000 libros en su biblioteca.
8. Marc Saint-Upéry: Le rêve de Bolívar. Le défi des gauches sud-américaines, La Découverte, París, 2007.
9. En un reciente diálogo televisivo, el escritor Juan Claudio Lechín y el periodista Roberto Bar-
bery trataron de mostrar «científicamente» que Evo Morales y el régimen de Adolf Hitler articula-
ban de manera similar superioridad étnica (en este caso quechua-aymara), corporativismo y lide-
razgo carismático. En la zona sur de La Paz no es raro escuchar el temor a una «revancha racial»
indígena. De hecho, en la crisis de 2003 se armaron comités de autodefensa por si «los indios en-
tran a las casas y violan a nuestras hijas».
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2. ¿Está en marcha un proyecto posneoliberal?

El posneoliberalismo es concebido por el
gobierno de Evo Morales en un sentido dé-
bil: el control estatal de 30% del Producto
Interno Bruto (PIB); es decir, restaurar el rol
del Estado en la economía después de dos
décadas de neoliberalismo. Sin embargo,
esto no es poco comparado con otras expe-
riencias progresistas de la región, como las de Argentina, Brasil, Chile o Uru-
guay, países en los que ni siquiera existe una agenda en ese sentido. 

Fue García Linera quien definió el proyecto económico en marcha. Utilizó pa-
ra ello un concepto controvertido, «capitalismo andino», y propuso un capi-
talismo con reglas claras, de producción y de inversión. Descartó, además,
formulaciones más caras a la izquierda que simpatiza con la corriente boli-
variana de Hugo Chávez y defiende el «socialismo del siglo XXI». Para Gar-
cía Linera, 

el Estado es lo único que puede unir a la sociedad, es el que asume la síntesis de la vo-
luntad general y el que planifica el marco estratégico y el primer vagón de la locomo-
tora económica. El segundo es la inversión privada boliviana; el tercero es la inversión
extranjera; el cuarto es la microempresa; el quinto, la economía campesina; y el sexto,
la economía indígena. Éste es el orden estratégico en el que tiene que estructurarse la
economía del país.10

La llave del nuevo modelo es la nacionalización de los hidrocarburos –hoy la
principal riqueza natural de Bolivia–, que fue leída como el principio de la repo-
sición de la autoridad estatal frente al capital extranjero y fue seguida por la
recuperación de la propiedad estatal de la empresa fundidora Vinto, en ma-
nos de la compañía suiza Glencore, y el anuncio de la venta obligada al Esta-
do boliviano de las acciones de la compañía de telecomunicaciones Entel, con-
trolada por Telecom Italia. En el plano de los derechos laborales y sociales, el
gobierno trabaja en la reestatización del sistema de pensiones y ha derogado
la libre contratación de trabajadores legalizada en los 90. No obstante, en el
plano de las políticas sociales hay poca innovación: el bono Juancito Pinto (25
dólares anuales contra la deserción escolar para todos los alumnos de escuelas
públicas) presenta muchas líneas de continuidad con iniciativas de los 90, co-
mo el Bonosol, destinado a los bolivianos mayores de 65 años.

10. El Deber, 22/1/2007, Santa Cruz de la Sierra.
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En el plano de las ideas, se ha reactivado un imaginario desarrollista que pro-
mueve la utilización de las reservas de hidrocarburos y minerales para «in-
dustrializar el país» y emanciparlo de la condena histórica del capitalismo
mundial a ser un mero exportador de materias primas. Al mismo tiempo, se
deja entrever cierta nostalgia hacia un Estado de bienestar que, en el caso bo-
liviano, fue extremadamente limitado. Se trata, con todo, de un «desarrollis-
mo con disciplina fiscal», tal como lo reafirma en los hechos el gobierno, que
ha conseguido un superávit inédito en la historia reciente y un récord de re-
servas internacionales, que ascienden a unos 4.000 millones de dólares, y
que se enorgullece afirmando que «ahora los bolivianos pagan sus impues-
tos», incluidos ciertos sectores anteriormente eximidos, como el transporte
de larga distancia. Al mismo tiempo, los aumentos salariales a los funciona-
rios públicos –como médicos y maestros– fueron muy moderados en 2006:
entre 5% y 7%. 

Hay dos explicaciones básicas para esta estrategia: por un lado, el trauma ge-
nerado por el descontrol financiero de la Unidad Democrática Popular (UDP)
en los 80, que, al igual que en otros países latinoamericanos, terminó con hi-
perinflación, quince años de silenciamiento político de la izquierda y una fe-
roz ofensiva ideológica neoliberal. Por otro lado, la propia «idiosincrasia»
campesina de Evo Morales, quien se resiste a «gastar sin tener la plata». Es en
el área financiera donde existe mayor continuidad con los años del reinado
neoliberal11. Asimismo, frente a las críticas por el retorno de las viejas visiones
productivistas y desarrollistas, el vicepresidente argumenta que se está pen-
sando en una modernidad pluralista, no homogeneizadora como la de los 40
y 50, en la que las diferentes plataformas –moderna-industrial, microempre-
sarial urbana y campesina-comunitaria– accederán a formas propias de moderni-
zación, con el Estado como artífice de la transferencia de renta desde el primero
hacia los otros dos sectores de la economía. En este sentido, García Linera ha afir-
mado que Bolivia será capitalista por los próximos 50 o 100 años. 

En ese marco, el gobierno promueve una nueva reforma agraria que prevé la
dotación a los campesinos sin tierra de terrenos fiscales y latifundios que no
cumplan con la «función económica y social». Sin embargo, no resulta clara
aún la viabilidad de la entrega colectiva de tierras alentada por funcionarios
gubernamentales provenientes de ONG de izquierda que buscan, con estas

11. Recientemente, en la cartera de Planificación –encargada de diseñar el Plan Nacional de De-
sarrollo– fue nombrado el «técnico» Gabriel Loza, quien desempeñó funciones en anteriores
gestiones.
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medidas, reactivar la vida comunitaria. Estos objetivos parecen chocar con
una constatación: desde hace años, avanza un proceso de erosión de la pro-
piedad comunitaria de la tierra y afianzamiento de las economías campesinas
sostenidas en la propiedad familiar (incluso en aquellos lugares donde la co-
munidad sigue existiendo jurídicamente y mantiene su productividad políti-
ca y organizativa). Asimismo, la nueva reforma agraria dice poco sobre qué
hacer en el Occidente del país, donde predomina el minifundio y hasta el sur-
cofundio.

De todo esto surgen varios interrogantes aún sin respuesta: ¿es posible un de-
sarrollismo no homogeneizador? ¿Es compatible la economía familiar, que in-
cluye formas de explotación y autoexplotación muchas veces superiores a
las del capitalismo formal, con un proyecto
emancipatorio? ¿Hasta dónde la formulación
de un «capitalismo andino-amazónico» encu-
bre retóricamente un retorno al viejo capitalis-
mo de Estado que conoció Bolivia después de
la Revolución de 1952? 

El debate sobre un proyecto de desarrollo y la
discusión de problemáticas como el cuidado
del ambiente, la defensa de la vida rural o el
impulso a un productivismo a secas carecen
hasta ahora de densidad y se resuelven a me-
nudo con frases hechas como «los indígenas defienden a la Pachamama» o
«Bolivia es un país rico porque tiene recursos naturales». El dirigente campe-
sino y jefe de la bancada de asambleístas constituyentes del MAS, Román
Loayza, lo sintetizó de manera clara pero no menos ingenua: «Con el gas po-
demos seguir el camino de los países desarrollados».

3. ¿Es el de Evo Morales un gobierno de los movimientos sociales?

En los últimos años, con la crisis de los partidos tradicionales y el fin de la
centralidad obrera (expresado en el fuerte debilitamiento de la Central Obre-
ra Boliviana) se volvió corriente hablar de los «movimientos sociales». Este
imaginario es reforzado por el doble rol de Evo Morales, a la vez presidente
de la República y presidente de los sindicatos cocaleros del trópico de Cocha-
bamba. Sin embargo, esta formulación, utilizada sin mayores precisiones,
puede opacar más que iluminar la tensión entre rupturas y continuidades que
conlleva la actual experiencia boliviana. 
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¿A qué nos referimos cuando hablamos de movimientos sociales en Bolivia?
La referencia inevitable es el ciclo de protestas que generó la caída de los gobier-
nos de Gonzalo Sánchez de Lozada y Carlos Mesa. En esas ocasiones, un con-
junto de organizaciones sindicales, indígenas y vecinales se articularon en torno
de ciertos objetivos que tenían en común el rechazo a los efectos del modelo neo-
liberal: aumento de las tarifas de los servicios públicos (principalmente el agua)
y desnacionalización de la economía (control transnacional de los hidrocarbu-
ros). Podemos visualizar en esas acciones –cuyos momentos de mayor intensi-
dad fueron la «guerra del agua» en Cochabamba en 2000, los bloqueos aymaras
a La Paz en 2000 y 2001 y las «guerras del gas» de 2003 y 2005– una expansión he-
gemónica mediante la construcción de marcos de acción colectiva que permitie-
ron consolidar instancias de articulación más allá de los intereses particulares. 

No obstante, esos momentos, en los que las organizaciones corporativas ac-
túan como movimientos sociales y contribuyen a expandir los límites del siste-
ma institucional, son excepcionales. Pasado el momento de las movilizacio-
nes, es habitual observar fuertes repliegues corporativos que constituyen una
suerte de normalidad en los sindicatos campesinos, las comunidades indíge-
nas o las juntas de vecinos. Así, nos topamos con una de las principales difi-
cultades para hablar de un «gobierno de los movimientos sociales»: la tensión
entre organizaciones de la sociedad civil y movimientos sociales que es con-
comitante a la propia dinámica interna de estos últimos12. ¿Qué pasa en el mo-
mento de repliegue? ¿Se trata de un gobierno de los movimientos sociales o
de un pacto corporativo en el que cada sector espera la satisfacción de sus de-
mandas por parte del Estado? ¿Hasta dónde es posible imaginar un proyecto
emancipatorio más allá de las «diferencias»? ¿Cuál es el espacio para la cons-
trucción de una voluntad colectiva por encima de los particularismos? 

Luego de algo más de un año de gobierno del MAS, las dudas abundan más
que las certezas. Y los vacíos son llenados –hasta donde es posible– por el li-
derazgo carismático y decisionista de Evo Morales, mientras las relaciones en-
tre el Estado y las organizaciones sociales se desenvuelven en un terreno pan-
tanoso y no exento de tensiones y ambivalencias, lo cual se puede comprobar
con algunos ejemplos. 

12. Luis Tapia: «Los movimientos sociales en la coyuntura del gobierno del MAS» en Willka No 1,
1-6/2007, Cades, El Alto. Discutimos con el análisis de Tapia en su atribución normativa, que asig-
na a los movimientos sociales un carácter progresista y antineoliberal. Aceptamos en nuestro aná-
lisis la existencia de movimientos sociales conservadores. Habría que evaluar hasta dónde el mo-
vimiento autonomista de Santa Cruz no asume la forma de un movimiento social o cómo definir
al movimiento de los evangélicos, que –en alianza con grupos de izquierda– consiguieron cinco
bancas en la Asamblea Constituyente.
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En primer lugar, el momento particularista
primó en la negociación de las candidatu-
ras del MAS, un movimiento que es, en sí
mismo, una federación de sindicatos y, por
momentos, un partido sui géneris, percibido
más como un problema que como una solu-
ción por parte de Evo Morales. Por otro lado,
los ministros «representantes de las organi-
zaciones sociales» resultaron bastante con-
flictivos, sea porque fueron convocados a tí-
tulo individual y su representatividad fue
puesta en cuestión –como sucedió con Abel
Mamani, ex-presidente de la Federación de
Juntas Vecinales de El Alto, en Aguas–,
porque perdieron la perspectiva de conjun-
to y defendieron posturas ultrasectoriales
–como ocurrió con Wálter Villarroel, dirigente de las cooperativas mineras, en
Minería–, o porque mostraron serias dificultades de gestión –como le pasó a Casi-
mira Rodríguez, ex-dirigente del sindicato de empleadas domésticas, en Justicia–.

Otro ejemplo de estas contradicciones es el hecho de que gran parte de las
huelgas sindicales (como las de médicos y maestros) fueron declaradas ilega-
les, a punto tal que el presidente dijo en una oportunidad que no permitiría
«un carnaval de protestas». Del mismo modo, luego de defender los «usos y
costumbres» indígenas y campesinos, Evo Morales promovió la centraliza-
ción de la representación política en el MAS en las elecciones para la Asam-
blea Constituyente, manteniendo el monopolio de los partidos políticos junto
con un sistema de circunscripciones uninominales en base a un sistema de
mayoría y minoría no proporcional.

El «cogobierno» con las organizaciones está relegado a algunos viceministe-
rios, como los de Coca, Microempresa o Defensa Social (control del narcotrá-
fico). El área económica fue «blindada» y su acceso fue vedado a las organi-
zaciones sociales, al tiempo que cerca de 80% de la burocracia estatal fue
mantenida en sus cargos. En ese contexto, el escándalo por el tráfico y venta
de «avales» (recomendaciones de parlamentarios y dirigentes sindicales y so-
ciales para ocupar cargos en la administración pública) dejó en evidencia la
supervivencia de viejas prácticas clientelares, ahora «democratizadas» en virtud
del recambio de elites que vive Bolivia. La solución del gobierno frente a la crisis
fue suspender la vigencia de los avales sin proponer otra forma de seleccionar a
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los funcionarios. En ese sentido, la laxitud organizativa y política del MAS
impide la configuración de espacios de confianza mutua y de formación téc-
nico-política. El principal argumento para la escasa presencia indígena en el
gobierno es: «no hay compañeros preparados para esos cargos».

Recientemente, el Pacto de Unidad firmado por las organizaciones campesi-
nas oficialistas comenzó a promover la creación de un «cuarto poder social»,
lo que podría constituir una instancia novedosa para su participación no solo
en la fiscalización, sino también en la gestión estatal. No obstante, estas pro-
puestas de radicalización democrática carecen aún de formulaciones concre-
tas para plasmarlas en una nueva institucionalidad estatal, que debería com-
binar la democracia representativa con formas de democracia participativa y
directa enraizadas en las tradiciones del mundo popular boliviano y recrea-
das a partir del ciclo de movilizaciones abierto en 2000.

4. ¿Evo Morales está subordinado a Hugo Chávez?

Antes de ganar las elecciones presidenciales, Evo Morales se refirió a Fidel Castro
y a Hugo Chávez como «comandantes de las fuerzas libertarias del continente».
Los vínculos construidos con Cuba y Venezuela desde su llegada al Palacio Que-
mado son fuertes y su simpatía por el «antiimperialismo» de Chávez es innegable.

Además, la cooperación económica venezo-
lana creció en el marco de la Alternativa Bo-
livariana para las Américas (ALBA), incluido
el financiamiento del estudio de abogados
que asesoró a Bolivia en la firma de los nue-
vos contratos petroleros. Igualmente, Evo
Morales se desplaza cotidianamente en dos
helicópteros Súper Puma prestados por Chá-
vez y tripulados por pilotos venezolanos, y
en varias de sus giras transatlánticas viajó en
aviones facilitados por Caracas debido a la
poca autonomía de vuelo del avión presiden-

cial boliviano. Finalmente, los campesinos vieron por televisión abierta el último
Mundial de fútbol gracias a la petrolera estatal venezolana, que le compró los
derechos a la cadena privada Unitel y se los cedió al canal estatal boliviano. 

La derecha –liderada por el ex-presidente Jorge «Tuto» Quiroga– no se cansa
de denunciar la supuesta subordinación de Bolivia frente a Venezuela. En el
mismo sentido, las elites de Santa Cruz ven en Chávez al militar populista en
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el que Morales se miraría cada día para construir un régimen dictatorial y per-
petuarse en el poder. Recientemente, en un acto en la localidad oriental de Trini-
dad donde entregó ayuda a los inundados, el presidente venezolano respon-
dió acusando a la derecha de pertenecer a «la misma oligarquía que conspiró
contra Sucre y Bolívar». No es casual que cada metida de pata de Chávez sea
amplificada por los medios de comunicación opositores, como el día en que
buscaba a Evo Morales frente a las cámaras de televisión y preguntó: «¿Dónde
está el indio?». Ante los rostros de sorpresa, Chávez agregó: «El jefazo indio, Evo
es mi jefe». Por su parte, el embajador venezolano en La Paz, Julio Montes, ofre-
ció «sangre y vidas venezolanas» para defender «la revolución boliviana». Lo
central, en todo caso, es que Evo Morales considera esta alianza como una suer-
te de blindaje –político pero sobre todo económico– frente a posibles intentos de
desestabilización al estilo de los golpes financieros de los 80.

Con todo, no existe un alineamiento incondicional con Caracas. El socialismo del
siglo XXI –principal producto de exportación de la Revolución Bolivariana– no
seduce a Morales, quien no lo incorporó, al menos hasta ahora, a su léxico polí-
tico. Una muestra de estas diferencias fue la defensa boliviana de la Comunidad
Andina de Naciones (CAN) ante el portazo venezolano en abril de 2006, cuan-
do Perú y Colombia firmaron un Tratado de Libre Comercio (TLC) con EEUU.
Bolivia coloca en el bloque andino alrededor de 40% de sus exportaciones no tra-
dicionales y no podía darse el lujo de abandonarlo. Más recientemente, el man-
datario boliviano matizó la posibilidad de conformar una OPEP del gas (Bolivia
tiene las segundas reservas de Sudamérica) promovida por Venezuela: «Respe-
to muchísimo la propuesta del presidente Chávez de organizar a los países pro-
ductores de gas natural como la OPEP. Todos tenemos derecho a unirnos en
temas específicos pero estas organizaciones no deben existir para imponer polí-
ticas a los países no productores de gas o de cualquier otro producto», argumen-
tó Evo Morales desde Tokio, donde se encontraba de visita oficial13. Allí, el pre-
sidente boliviano también apoyó la política de «desnuclearización» –para hacer
méritos en su camino al Premio Nobel de la Paz promovido por organizaciones
indígenas latinoamericanas– mientras que Chávez mantiene una alianza con
Irán, defensor de esas armas como parte de su soberanía. En el vecindario lati-
noamericano, mientras Chávez rechazaba la misión de la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) en Haití, Bolivia enviaba 288 militares. 

Dentro del gobierno, la figura de García Linera es la que más choca con el es-
tilo chavista, a partir de la idea de que Argentina debe ser un contrapeso a la

13. Fuente: <www.BBCMundo.com>, 8/3/2007, en <http://news.bbc.co.uk/hi/spanish/business/
newsid_6430000/6430477.stm>.
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alianza con Venezuela. No es casual que, mientras George W. Bush visitaba
Brasil y Chávez protestaba en Buenos Aires, donde calificó al presidente esta-
dounidense de «cadáver político», García Linera haya declarado sin ironías:
«Me parece una buena señal que el presidente Bush se preocupe más del sur
y esté más cerca del continente»14.

5. ¿En qué consiste la nacionalización de los hidrocarburos?

El 1o de mayo de 2006, Evo Morales sorprendió a los bolivianos con la ocupa-
ción militar de todos los campos gasíferos y petroleros del país. Fue una ope-
ración planificada hasta el milímetro, especialmente la estrategia comunica-
cional que la acompañó. El objetivo: convencer a la opinión pública de que,
efectivamente, el gobierno estaba nacionalizando –pese a no expulsar a las
empresas extranjeras– y cumpliendo así con su principal promesa electoral.
La lectura, megáfono en mano, del decreto «Héroes del Chaco» (por la guerra
que enfrentó a Bolivia con Paraguay entre 1932 y 1935) tuvo su efecto, y la po-
pularidad de Evo Morales se elevó, en el mes de mayo, hasta 81%. Al mismo
tiempo, la escenificación militar de la medida en el campo San Alberto, ope-
rado por Petrobrás, enfrió las relaciones con el presidente brasileño, Luiz Iná-
cio Lula da Silva, y abrió paso a una furibunda campaña de la derecha brasi-
leña sobre la «debilidad» del Planalto ante la «invasión boliviana».

En lo esencial, el decreto 28.701 restituyó al Estado «la propiedad, la posesión y
el control total y absoluto» del gas y el petróleo, tanto dentro como fuera de la tie-
rra, y estableció un nuevo régimen tributario que permite al Estado captar una
mayor tajada de la renta gasífera, que en los campos grandes llega hasta 82% del
valor de la producción. Para hacer efectivo el nuevo régimen, las diez transnacio-
nales afincadas en Bolivia firmaron nuevos contratos el 28 de octubre de 2006. Sin
embargo, recuperar la soberanía efectiva del Estado en el negocio gasífero –con-
trolado por Petrobrás, Repsol-YPF y Total– no es tarea fácil.

La medida fue parcialmente opacada por una suma de desprolijidades que
pusieron en duda lo que efectivamente el Estado boliviano había firmado con
las transnacionales, en un acto con fuerte contenido patriótico. A ello se suma
la inestabilidad de los funcionarios encargados del área hidrocarburífera: un
ministro, tres presidentes de la estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales
Bolivianos (YPFB) y tres superintendentes de Hidrocarburos (con funciones
de control) renunciaron o fueron destituidos de sus cargos. Al tiempo que la
salida del Ministerio de Hidrocarburos de Andrés Soliz Rada en septiembre de

14. Clarín, 11/3/2007, Buenos Aires, disponible en <www.clarin.com/diario/2007/03/11/elmundo/
i-02501.htm>.
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2006 dejaba en evidencia las diferentes estrategias en juego y abría el camino a
una vía nacionalista moderada. Soliz Rada, ex-parlamentario e ideólogo del par-
tido Conciencia de Patria, abandonó el cargo declarando pugnas en el gobierno
en torno de la aplicación del decreto de nacionalización. 

Tanto las empresas petroleras como los movimientos sociales leyeron la re-
nuncia forzada de Soliz Rada y su reemplazo por el economista académico
Carlos Villegas, hasta ese momento ministro de Planificación, como un
«ablandamiento» de la política petrolera, aunque desde una perspectiva dife-
rente: unos vieron en ello un paso hacia una mayor flexibilidad, mientras que
otros evaluaron la situación como un debilitamiento de las convicciones na-
cionalizadoras del Poder Ejecutivo. 

El giro «pragmático» se materializó en la firma de los nuevos contratos, que
establecieron una fórmula intermedia entre el sistema de contratos de servi-
cios y el de producción compartida y redujeron la tributación15. Asimismo, to-
davía está pendiente la recuperación para el Estado del control accionario de
las petroleras capitalizadas (Chaco, Andina, Transredes) en las cuales las em-
presas extranjeras controlan la mitad de las acciones: al rechazar la opción de ex-
propiar –con indemnización– las acciones ne-
cesarias para controlar la mitad más uno de
éstas, el Estado solo logró recuperar las accio-
nes «de los bolivianos», es decir aquellas que
se encontraban en manos de las administra-
doras de fondos de pensiones (AFP), pero
enfrenta una fuerte resistencia de las empre-
sas para vender parte de sus paquetes accio-
narios, lo cual es condición para asegurar la
mayoría estatal en sus directorios. Lo que
está en juego, entonces, es el tipo de refun-
dación de YPFB: una compañía puramente

15. «Existen graves contradicciones en los contratos. Mientras el contrato marco (cláusula 4-3) determi-
na la propiedad de Bolivia sobre sus hidrocarburos y establece la vigencia de contratos de operación, el
anexo F prescribe que las petroleras tienen derecho a participaciones, propias de contratos de produc-
ción compartida. El anexo D, a su vez, al definir los ‘costos recuperables’, permite que YPFB asuma pa-
ra sí riesgos de inversión, los que debieron ser asumidos solo por las compañías. Por estos anexos, Pe-
trobrás dice que firmó contratos de producción compartida, los que, según ella, le permiten inscribir en
sus balances el valor de las reservas que explota. Con ese argumento, las compañías inscribirán en bol-
sa los títulos valores de las reservas de gas y petróleo, cuyo valor sobrepasa los 200.000 millones de dó-
lares, con lo cual la nacionalización habrá quedado totalmente desvirtuada. […] Las petroleras han con-
seguido que se les reconozca las delirantes inversiones que dicen haber efectuado y las esmirriadas
amortizaciones que indican haber obtenido en el país. Con esas cifras se elaboran las fórmulas de parti-
cipaciones de YPFB y las petroleras […]». Andrés Soliz Rada en La Prensa,  5/12/06, La Paz.

Lo que está en juego es 
el tipo de refundación 
de YPFB: una compañía 
puramente testimonial
en el mercado o una
empresa que, poco 
a poco, avance en el 
control efectivo de toda 
la cadena, desde la 
exploración hasta
la comercialización
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testimonial en el mercado o una empresa que, poco a poco, avance en el con-
trol efectivo de toda la cadena, desde la exploración hasta la comercialización. 

6. ¿Cuál es el balance (provisional) de la Asamblea Constituyente?

La Asamblea Constituyente fue propuesta, por primera vez, por los indígenas
de tierras bajas (Oriente boliviano) en 1990, pero tomó fuerza y se convirtió en
una demanda nacional con la «guerra del agua» de 2000 y la «guerra del gas»
de octubre de 2003, junto a la nacionalización de los hidrocarburos. Hoy esta
instancia, pensada para «refundar el país» y presidida por la dirigente cam-
pesina cocalera Silvia Lazarte, enfrenta el riesgo de un desgaste que desacre-
dite prematuramente la nueva Constitución. 

En ocho meses de sesiones, los convencio-
nales apenas avanzaron en la elaboración
de sus reglas de funcionamiento, en el mar-
co de una pelea a brazo partido entre el ofi-
cialismo –que controla alrededor de 60% de
las bancas– y la oposición. Las diferencias
giraban en torno del carácter de la Asam-
blea («originaria» o «derivada», es decir
por debajo o por encima de los actuales po-
deres constituidos) y en la forma de vota-
ción de la nueva Carta Magna (mayoría ab-
soluta de 50% más uno o mayoría especial
de dos tercios). 

El predominio de los aspectos legales sobre los contenidos provocó elevados
niveles de apatía en la población. Raúl Prada, constituyente independiente
electo por el MAS, ha alertado sobre las consecuencias políticas de un fracaso
del proceso, al tiempo que la constante injerencia de los asesores del Palacio
Quemado provocaba la pérdida de autoridad política de los constituyentes
oficialistas y generaba sucesivos enredos en las negociaciones con la derecha.

Finalmente, el gobierno y la oposición llegaron a un acuerdo sobre la forma
de votación y sobre el carácter del cónclave16. Ello abrió la discusión sobre
la «visión de país», pero creó un riesgo adicional: la posibilidad de que se

16. Se estableció que la Asamblea sea originaria pero que respete a los poderes constituidos hasta
contar con la nueva Carta Magna. Adicionalmente, se pactó una fórmula de votación por dos ter-
cios y un referéndum para los temas que no logren consenso.

En ocho meses 
de sesiones, los 

convencionales apenas
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elaboración de sus reglas
de funcionamiento, 
en el marco de una 

pelea a brazo partido
entre el oficialismo 

–que controla alrededor
de 60% de las bancas– 

y la oposición
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elabore una nueva Constitución «a toda velocidad» y «desde arriba» para
cumplir con los plazos, que, si no se postergan, concluyen el 6 de agosto de
2007. Hasta ahora, la «escenificación de un nuevo pacto social» –retomando
una frase de García Linera– no tiene como correlato un debate público y corre
el riesgo de ser absorbida por el maximalismo discursivo en lugar de propiciar la
creatividad social y el empoderamiento ciudadano. En muchas organizaciones
sociales se escucha una idea: «¿Para qué necesitamos la Asamblea Constitu-
yente si ya estamos en el gobierno?». Evo Morales respondió que se siente pri-
sionero de las leyes neoliberales. 

La idea más difundida es la de «constitucionalizar» los cambios ya iniciados,
como la nacionalización de los hidrocarburos y del resto de los recursos natu-
rales. En lo político, el MAS promueve un «Estado plurinacional», que con-
templa no solo autonomías departamentales sino también autonomías indígenas
que respeten formas políticas y jurídicas propias, como la justicia comunita-
ria que, según sus defensores, no incluye los linchamientos corrientes en Bo-
livia sino que promueve la conciliación entre las partes y la reparación de los
daños por parte del infractor. Pero la implementación del pluralismo jurídico
no resulta fácil. La justicia comunitaria es cuestionada por sus detractores
porque no incluye algo equivalente a un abogado defensor y castiga como
«delitos» ciertas conductas privadas, como el adulterio. 

La multiculturalidad abarca, incluso, la religión: si el oficialismo logra apro-
bar su iniciativa, la Iglesia católica ya no gozará de ningún privilegio. Un bo-
rrador de la propuesta del Poder Ejecutivo a los constituyentes plantea que
«el Estado plurinacional no tiene, profesa ni promueve religión alguna, y no
reconoce carácter oficial a ninguna iglesia o institución religiosa nacional o ex-
tranjera». Ante ello, el constituyente del partido conservador Podemos, José
Antonio Aruquipa, denunció que «el MAS quiere un Estado fundamentalista
quechua-aymara, ateo y totalitario»17.

El reciente anuncio de Evo Morales de que se convocará a elecciones anticipa-
das en 2008 en el marco de la nueva Carta Magna contribuyó a una temprana
electoralización del debate constitucional, a lo que se suma la discusión por la
reelección presidencial, hoy prohibida, que podría ampliar el mandato de
Morales hasta el 2018 (si gana las siguientes dos elecciones), en un modelo
de «presidencialismo fuerte con control social». En los próximos meses la
Constituyente tiene el desafío de canalizar la potencia de las organizaciones

17. Clarín, 23/2/2007, Buenos Aires, disponible en <www.clarin.com/diario/2007/02/27/elmundo/
i-01903.htm>.
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sociales en propuestas concretas para que comiencen a dibujar los trazos
gruesos de un nuevo modelo de democracia, una tarea hasta ahora pendiente.

7. ¿La autonomía de Santa Cruz es separatista?

El regionalismo cruceño tiene causas históricas evidentes. Hasta mediados
del siglo XX, esta región se encontraba aislada del resto de Bolivia: un camión
necesitaba seis días para recorrer los 500 kilómetros que separan Santa Cruz
de Cochabamba. Fue recién en los 40, cuando se puso en marcha el denomi-
nado Plan Bohan, que se produjo el despegue del desarrollo cruceño. En los
50, las violentas luchas en reclamo de 11% de las regalías petroleras para el de-
partamento enardecieron los ánimos regionalistas, que se mezclaron con las
actividades conspirativas de la Falange Socialista Boliviana (FSB) contra el go-
bierno del Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), que levantaba
las banderas de la Revolución Nacional de 1952 y que, sin embargo, continuó
con los proyectos de desarrollo del Plan Bohan. 

Políticamente, el Comité Cívico Pro Santa Cruz –considerado el «gobierno
moral» de la patria chica y artífice de la actual ofensiva autonomista– fue, des-
de el inicio, un bastión falangista. En los 60 constituyó un refugio para los par-
tidarios del general Hugo Banzer, quien en 1971 derrocó mediante un golpe
de Estado al gobierno nacionalista popular del general Juan José Torres y go-
bernó de facto hasta 1978. No son pocos quienes piensan, en La Paz, que los
cruceños quieren repetir la historia con Evo Morales. 

En cualquier caso, hoy Santa Cruz es el departamento más rico de Bolivia: se-
gún la Cámara de Industria y Comercio (Cainco), origina 30% del PIB, gene-
ra 62% de las divisas, produce 50% de las exportaciones y recibe 47,6% de la
inversión extranjera que llega a Bolivia.

Más allá de los antecedentes históricos, el actual ciclo de demandas autono-
mistas de Santa Cruz –que lidera los reclamos en el mismo sentido de los de-
partamentos que conforman la denominada «media luna»: Tarija, Beni y Pan-
do– comenzó poco antes de la llegada del MAS al poder. La crisis de 2003
no solo acabó con el gobierno neoliberal de Gonzalo Sánchez de Lozada, sino
que pulverizó a los partidos que garantizaban la presencia cruceña en el go-
bierno nacional (incluyendo espacios estratégicos como el Instituto Nacional
de Reforma Agraria). Arrastrado hasta el Palacio Quemado por la crisis polí-
tica y social, y sin partido propio, Carlos Mesa no solo excluyó a las elites cru-
ceñas de sus tradicionales cupos en el gabinete nacional, sino que atribuyó a
estos sectores una «mentalidad provinciana». 
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En un clima crispado, la dirigencia cívica aprovechó hábilmente un aumento
de la gasolina, en enero de 2005, para alimentar la llama regionalista y antipa-
ceña y, mediante una activa campaña proselitista –que contó con el apoyo de
los grandes medios de comunicación locales–, logró construir una agenda au-
tonomista, denominada «agenda de enero», frente a la «agenda de octubre»,
indígena y nacionalista, de los movimientos sociales occidentales. Posteriormen-
te, las demandas autonomistas fueron legitimadas por más de 70% de los votos
afirmativos en los cuatro departamentos de la «media luna» en el referéndum
autonómico –por iniciativa ciudadana– del 2 de julio de 2006 (pese a que, en
el ámbito nacional, triunfó el No). Los reclamos autonómicos también fueron
respaldados en varios cabildos que juntaron hasta medio millón de personas
en diciembre de 2006. 

En un clima de mutuas desconfianzas y recelos, desde el Occidente se teme
que el objetivo de las demandas autonómicas se limite a controlar las tierras
y los recursos naturales, fundamentalmente el gas y el petróleo. Mientras tan-
to, desde el Oriente se recela del «populismo indígena», cuyo objetivo consisti-
ría en quitarles las tierras a los cruceños e imponer una «dictadura chavista». 

En este marco se produjeron enfrentamientos violentos y cargados de racis-
mo, al tiempo que se construyó una identidad cruceña oficial sostenida en
una dicotomía: collas atrasados y violentos/cambas productivos y emprende-
dores. García Linera escribió que, en las últimas décadas, «el poder económi-
co ascendente, pese a sus problemas, se trasladó del Occidente al Oriente, pe-
ro el poder sociopolítico de movilización se ha reforzado en Occidente, dan-
do lugar a una nueva incertidumbre geográfica en el país». Y concluyó que,
«mientras en el Occidente emergieron
construcciones discursivas que asociaron
la crisis económica al neoliberalismo, en
el Oriente –donde perdura una hegemo-
nía política y cultural empresarial– se
asociaron los padecimientos al centralis-
mo paceño y no al modelo económico»18.

En términos menos académicos, fue la
Miss Bolivia Gabriela Oviedo quien, en
2004, marcó de forma brutal las diferencias: «No todos somos indios en Boli-
via, en Santa Cruz somos altos, blancos y sabemos [hablar] inglés»19.

18. La Insignia, 23/1/2005, <www.lainsignia.org/2005/enero/ibe_081.htm>.
19. Adital, 31/5/2004, <www.adital.com.br/site/noticia.asp?lang=ES&cod=12422>.

Fue la Miss Bolivia
Gabriela Oviedo quien, 
en 2004, marcó de forma
brutal las diferencias: 
«No todos somos indios 
en Bolivia, en Santa Cruz
somos altos, blancos y
sabemos [hablar] inglés»
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Empero, la porosidad de esta identidad cruceña quedó en evidencia en las
elecciones presidenciales, cuando el MAS interpeló a quienes, en Santa Cruz,
no habían sido seducidos ni asimilados por un discurso identitario estigmati-
zante, principalmente pobladores del área rural, muchos de ellos migrantes
«collas» o indígenas locales. Así, el partido de Evo Morales logró obtener más
de un tercio de los votos en esa región. Todo ello, sin embargo, no debe ocul-
tar la existencia de relaciones de fuerzas políticas, étnicas y sociales diferentes
en el Occidente y el Oriente bolivianos, lo cual le plantea al gobierno el desa-
fío de construir una verdadera hegemonía nacional. Para ello, el presidente
moderó últimamente su discurso y aceptó las autonomías regionales, luego
de haber convocado a votar por el No en el referéndum autonómico. 

Por lo tanto, a pesar del alarmismo que suele acompañar las noticias sobre la
coyuntura nacional, es evidente que lo que buscan las elites cruceñas no es
separarse de Bolivia –que, por otra parte, sigue siendo su principal merca-
do– sino blindarse contra los efectos de un modelo político y económico
que perciben adverso a sus intereses. Las aclaraciones de que no se trata
de un movimiento independentista abundan en el Comité Cívico. «En
1904, cuando pedimos un ferrocarril, un diputado paceño preguntó en el
Parlamento: ¿para qué quiere Santa Cruz un ferrocarril, para separarse co-
mo Panamá de Colombia? Fíjese la perversidad», dice el historiador Alci-
des Parejas20. Por su parte, Juan Carlos Urenda, autor de la propuesta de
autonomía de la entidad cívica, arguye que el debate se basa en «prejuicios
callejeros». En ese contexto, el único sector que postula de manera abierta
la independencia bajo la forma de un «Estado libre asociado» y que defien-
de la tesis de que los cambas son «una nación sin Estado» es el minúsculo
grupo Nación Camba de Liberación.

En el Comité Cívico argumentan que ninguno de los países autonomistas,
como España o Colombia, se ha desmembrado, y reclaman un reparto de
impuestos bajo el esquema de dos tercios para el departamento y los muni-
cipios, y un tercio para el gobierno central. Urenda argumenta que «los re-
cursos naturales están fuera de las competencias regionales»21. Sin embargo,
en el acápite sobre la espinosa cuestión de la tierra –que hace a la reproduc-
ción de las elites cruceñas–, el proyecto de estatuto autonómico establece
que los títulos de propiedad emitidos por un futuro servicio departamental de

20. Clarín, 16/12/2006, Buenos Aires, disponible en <www.clarin.com/diario/2006/12/16/elmundo/
i-03302.htm>.
21. Juan Carlos Urenda, Separando la paja del trigo. Bases para construir las autonomías departamenta-
les, Academia Boliviana de Estudios Constitucionales, Bolivia, 2006.
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reforma agraria son «definitivos» y no podrían ser revisados por el Estado na-
cional. Una suerte de «blindaje» frente a la reforma agraria.

Conclusiones provisorias

Bolivia vive un momento de importantes cambios políticos, sociales y econó-
micos, que conllevan una profunda democratización de la sociedad y la cons-
trucción de imaginarios poscoloniales y posneoliberales. Con independencia
de los resultados coyunturales, el país ya no volverá a ser el mismo: la presen-
cia de Evo Morales en el sillón presidencial constituye una revolución simbó-
lica que trastoca el rol de sumisión al que se había relegado a las mayorías in-
dígenas. El avance en la revolución económico-social, indispensable para
cambiar las condiciones de vida de millones de bolivianos empobrecidos, es
más complejo. 

En cualquier caso, el de Evo Morales no es el primer ensayo nacional-popular
con apoyo de masas: la propia historia nacional puede ser leída, desde los 40,
como una sucesión de ciclos «liberales» y «nacionalistas» que, más allá de
innegables avances, fracasaron en refundar el Estado y construir una nación
incluyente. Estas experiencias transformadoras fueron socavadas por las lu-
chas sectoriales por el control de la renta de los recursos naturales, tradicio-
nalmente provenientes de la minería y hoy del nuevo El Dorado del gas.
También fracasaron por la concepción patrimonialista del Estado y la impo-
sibilidad de generar instituciones capaces de traducir los objetivos emancipado-
res en políticas públicas en beneficio de las grandes mayorías nacionales. 

Hoy, peligros similares se erigen sobre el nacionalismo indígena en el poder,
peligros que advierten que el tránsito hacia el cambio social estará plagado de
obstáculos, provenientes tanto de las fuerzas interesadas en la preservación
del orden actual como de los límites técnico-políticos y las tendencias conser-
vadoras de quienes fueron educados para obedecer y hoy enfrentan la nove-
dosa realidad de tener que dirigir las riendas de un Estado que siempre les
fue ajeno. Es, en todo caso, una historia con final abierto.
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Desde el siglo XIX, Bolivia 
ha constituido un caso 
paradigmático de disputas y
desacuerdos entre sus elites 
políticas respecto a los 
objetivos del desarrollo 
nacional, lo que ha frustrado
sus posibilidades una y 
otra vez. Hoy, el gobierno 
de Evo Morales tiene muchas 
chances de romper esta 
maldición, ya que cuenta 
con un sólido apoyo social y
los recursos del gas. Para ello
deberá desarrollar sus 
capacidades internacionales,
cada vez más relevantes debido
a la ubicación de Bolivia en 
el corazón de Sudamérica y a
su posición estratégica como 
paso entre los dos océanos.

Toda publicación analítica tiene su lógica. En el examen del gobierno de
Evo Morales que se realiza en este volumen, se me ha encargado un aná-

lisis desde afuera, a partir de una perspectiva independiente y crítica que, sin
embargo, guarde afecto y empatía hacia la realidad que describe.

Mi primer acercamiento a Bolivia tuvo lugar antes que pudiera conocer ese
país del corazón de América del Sur. Se produjo a través del contacto y la
amistad con los bolivianos que cursaban estudios en las universidades chile-
nas o realizaban programas de formación política en los años previos al golpe
de Estado de septiembre de 1973. Entre ellos encontré a Antonio Araníbar,
Tonchi Marinkovic, Jaime Paz Zamora, todos ellos más tarde figuras influyentes

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 209, 
mayo-junio de 2007, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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en la vida de su país. También a Enrique Ríos, trágicamente asesinado en los
fusilamientos del Estadio Nacional durante las sangrientas jornadas que si-
guieron a la muerte de Salvador Allende. 

Mi conocimiento de la comunidad boliviana continuó durante mi exilio en
México en los 70. Allí convivimos académicos de la mayoría de los países de
América del Sur perseguidos por las dictaduras militares. Entonces tuve oca-
sión de trabajar con Marcelo Quiroga Santa Cruz, Cayetano Llobet, Carlos
Toranzo y, especialmente, con René Zavaleta, uno de los más creativos y bri-
llantes intelectuales latinoamericanos en las ciencias sociales del siglo XX.
Todos ellos iluminaron para nosotros varias de las claves de la compleja his-
toria boliviana, tan distinta de la de otros países, durante aquella experien-
cia cotidiana de impulsar cualquier proyecto que pudiera contribuir a insta-
lar gobiernos democráticos en la región. Con esa valiosa formación, Bolivia
me resultó un país muy próximo en las numerosas visitas que he realizado
en los últimos 25 años.

La historia boliviana tiene algo de extremo. Es casi siempre una historia en el
límite de las posibilidades. El país experimenta las mismas tendencias que
prevalecen en el resto de América Latina, pero de un modo más radical. De
esa manera, no se logra el efecto acumulativo que lleva habitualmente al pro-
greso de las naciones cuando existe un acuerdo político para asegurarlo, sino
más bien a un balance de oportunidades perdidas. 

Pero cada vez que esto ocurre vemos pronto que por su enorme riqueza en re-
cursos naturales, por la fuerza de sus organizaciones sociales y el espíritu
combativo de su gente, Bolivia vuelve a recrear nuevas oportunidades para
soñar con un futuro mejor. Siento que esto es lo que ocurre hoy con el gobierno
de Evo Morales, solo que esta vez las tendencias parecen más firmes y quizás
puedan dar lugar a un salto cualitativo y cuantitativo para el país.

En este breve ensayo intentaré examinar el entrecruzamiento de los facto-
res internos con las oportunidades de inserción internacional que, a co-
mienzos del siglo XXI, se abren para Bolivia. Para ello haré un breve recuento
de las tendencias que, a mi juicio, han caracterizado la vida política bolivia-
na desde que, en julio de 1978, se convirtió en el primer país sudamericano
en poner término a una dictadura militar con una ideología de seguridad
nacional, de aquellas que uniformaron la vida de la subregión durante la
década del 70. 
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El proceso político boliviano

La dictadura de Hugo Banzer, iniciada en agosto de 1971, se había inscrito tem-
pranamente en el conjunto de gobiernos autoritarios latinoamericanos tras el de-
rrocamiento del general Juan José Torres, un militar nacionalista cercano al
general peruano Juan Velasco Alvarado, más tarde asesinado en Buenos Aires.
Banzer fue la primera compañía que en esa agitada década tuvieron los genera-
les brasileños que, desde 1964, venían ensayando un nuevo modelo militar, con-
cebido en medio de los conflictos de la Guerra Fría, como una réplica a las visio-
nes radicales de una izquierda latinoamericana animada por la consolidación de
la Revolución Cubana. Estos regímenes de excepción aplicaban las concepciones
elaboradas en el Colegio Nacional de Guerra de Estados Unidos con sus cate-
gorías claves de «contrainsurgencia», «guerra interna», «enemigo interno», «fron-
teras ideológicas» y «defensa de la civilización occidental y cristiana».

Así, tras la destitución de Banzer, los bolivianos tuvieron la oportunidad de
ensayar la primera transición hacia la democracia en el sur de América Lati-
na. Pero enfrentaron también los primeros tropiezos con la fallida tentativa de
golpe de Estado del coronel Alberto Natusch Busch en noviembre de 1979 y
luego, en julio de 1980, con la instalación del brutal y corrupto régimen del ge-
neral Luis García Meza, que provocó el tipo de involución autoritaria tan te-
mida por los luchadores democráticos de esos años.

De este modo, el verdadero regreso a la democracia se produjo recién en oc-
tubre de 1982, con la segunda presidencia de Hernán Siles Zuazo. Para enton-
ces, Bolivia se vio favorecida por la corriente de cambios que se imponía en
América del Sur, situación que incluía una nueva estrategia de EEUU que, al
fin, se había convencido de la inconveniencia que, para sus propios intereses,
tenían el respaldo y la identificación con regímenes de fuerza que violaban
sistemáticamente los derechos humanos. Pero el gobierno de la Unión Demo-
crática y Popular (UDP) tuvo que enfrentar, a principios de 1985, una tremen-
da crisis económica acompañada por un cuadro de hiperinflación que puso
nuevamente en riesgo la estabilidad política. Tras un ortodoxo ajuste econó-
mico implementado en marzo de 1985, se produjo el regreso al poder del otro
presidente emblemático de la Revolución de 1952, Víctor Paz Estenssoro, con
quien se inició un ciclo político de 20 años que solo ha concluido con el acce-
so de Evo Morales al poder.

En las dos décadas siguientes, Bolivia gozó de estabilidad política en base al
juego de tres partidos que se alternaron en las alianzas del poder y de una
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oposición regulada a los gobiernos de turno. De
un lado, el Movimiento Nacionalista Revolucio-
nario (MNR) que, una vez retirados sus líderes
históricos, tuvo como principal dirigente a Gon-
zalo Sánchez de Lozada, presidente entre 1993 y
1997 y luego en 2002-2003. Por otro lado, la Ac-
ción Democrática Nacionalista (ADN) liderada
por Banzer, quien ahora disputaba el poder
bajo las reglas del juego democrático y fue pre-
sidente entre 1997 y 2001. El tercer actor es el

Movimiento de Izquierda Revolucionario (MIR), que se alió con los dos par-
tidos mayores y, aunque no ganó ninguna elección, pudo, a través de un
acuerdo con la ADN, alzarse con la Presidencia cuando el Congreso designó
a Jaime Paz, quien había resultado tercero en las elecciones de 1989 y gobernó
hasta 1993. 

El juego de alternancias y acuerdos entre el MNR, la ADN y el MIR se fundó
además en un cierto consenso programático en torno de las fórmulas de la de-
mocracia liberal y la economía de mercado, entonces ampliamente dominan-
tes en la política mundial. Esto dio continuidad a una estrategia económica
que respondió al impacto de la severa crisis económica regional con una típi-
ca estrategia de ajuste que redujo el gasto público –especialmente en las polí-
ticas sociales–, favoreció las privatizaciones, ofreció las condiciones más favo-
rables a las empresas multinacionales y a la llegada del capital extranjero y
mantuvo a raya a las fuertes organizaciones sociales que cuestionaron estas
medidas. En ese sentido, los gobiernos bolivianos de estos años, en especial el
de Sánchez de Lozada, fueron parte de una corriente latinoamericana de ta-
lante neoconservador con la que también se alinearon los gobiernos de Carlos
Menem en Argentina, Alberto Fujimori en Perú, Carlos Salinas de Gortari en
México, Fernando Collor de Mello en Brasil y Luis Alberto Lacalle en Uru-
guay, entre los más representativos. 

Los fuertes remezones que acabaron derribando la credibilidad de este tipo de
regímenes tras el «efecto tequila» de diciembre de 1994 en México, la crisis
cambiaria brasileña de 1998, el gigantesco colapso argentino de diciembre de
2001 y su secuela en la quiebra financiera de muchos bancos uruguayos, pri-
varon de toda legitimidad y aceptación social a este tipo de políticas. Esto es
lo que ha dado lugar al activo funcionamiento del péndulo político latinoa-
mericano que ha llevado, en la década actual, a la instalación de una mayoría
de gobiernos de izquierda y centroizquierda.
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La llegada al poder de Evo Morales, resultado de un proceso gradual y soste-
nido de pocos años, se vio favorecida por este nuevo clima político regional.
Su ascenso experimentó un salto en la elección presidencial de 2002, en la que
el líder de los cocaleros alcanzó el segundo lugar, con 19,4% de los votos, ca-
tapultado por la advertencia del embajador de EEUU al electorado boliviano
en el sentido de que no resultaba conveniente votarlo. A partir de ese momen-
to, Evo se convirtió en el principal dirigente antisistema, resistiendo en las ca-
lles la política de erradicación de los cultivos de coca, encabezando las de-
mandas por aumentos de salarios y reivindicaciones sociales y promoviendo
una crítica de la estrategia estadounidense. El Movimiento al Socialismo
(MAS) capitalizó el segundo lugar conseguido en las elecciones de 2002 y lo
convirtió en la base cierta de una victoria estratégica, construyendo una coa-
lición con otras organizaciones políticas y sociales. 

La gestión económica del segundo gobierno de Sánchez de Lozada, que ya se
situaba a contracorriente de las tendencias que avanzaban en el continente,
fue el mejor escenario para el avance del MAS. Convertido en la principal
fuerza opositora, el partido de Evo Morales encontró su momento en los blo-
queos de calles y caminos y en las acciones de resistencia iniciadas en sep-
tiembre de 2003, que ocasionaron más de 60 muertos y la caída de Sánchez de
Lozada un mes más tarde. Con el apurado exilio del líder del MNR a EEUU
se terminó de resquebrajar el modelo económico vigente desde 1985. Los si-
guientes gobiernos de Carlos Mesa y del presidente de la Corte Suprema,
Eduardo Rodríguez Veltzé, terminaron de allanar el camino de Evo Morales a
la Presidencia en las elecciones de diciembre de 2005.

Para entonces, el anterior triángulo de partidos fuertes estaba en franca des-
composición: la ADN había obtenido un precario 3,1% al final del gobierno de
Jorge Quiroga en 2002, obligándolo a constituir «Podemos», una coalición
conservadora más amplia. Tras la caída de Sánchez de Lozada, el MNR, otro-
ra el primer partido del país, apenas obtuvo el cuarto lugar en los comicios de
2005. El MIR, por su parte, ni siquiera pudo presentar un candidato presiden-
cial y su principal figura, el ex-presidente Jaime Paz, fue derrotado como pos-
tulante a prefecto del departamento de Tarija, su tierra natal.

El triunfo de Evo Morales representó un cambio del mapa político boliviano
cuyo ajuste todavía está en proceso. Con 54% de apoyo, Evo Morales fue el
primer candidato presidencial en conseguir la mayoría absoluta para una sola
fuerza en muchas décadas. Además, en aquella elección se registró la cifra
más alta de participación en la historia del país (84,5%). El MAS obtuvo,
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también, el control directo de la Cámara de Diputados y una importante repre-
sentación en el Senado, lo que facilita los acuerdos necesarios para gobernar.
El hecho de que Evo Morales sea el primer dirigente proveniente de las comu-
nidades indígenas en llegar a la Presidencia le dio a su triunfo una significa-
ción adicional. 

Sin embargo, junto con esos factores se debe considerar otra anomalía de la
llegada de Morales al poder: ni él ni su partido han participado previamente
en una coalición de gobierno y no tienen experiencia en la dirección del Esta-
do en el orden nacional o en la conducción de un gobierno municipal en nin-
guna de las mayores ciudades bolivianas.

He tenido oportunidad de ser testigo de mu-
chos eventos importantes de la historia latinoa-
mericana desde mediados de los 60 y pocos me
han impresionado tanto como los actos del 22
de enero de 2006, cuando Evo Morales asumió
la Presidencia. El clima de esperanza y euforia
en La Paz, desbordante de dirigentes de los
pueblos indígenas venidos de todos los rinco-
nes del país, y la emocionante ceremonia en el

Salón del Congreso, donde hablaron el vicepresidente, Álvaro García Linera,
y el nuevo presidente, complementando las visiones de un respetado acadé-
mico con las de un líder sindical, transmitieron a todos los que estuvimos allí
la certeza de estar asistiendo a un momento histórico. 

La agenda que encontró Evo Morales a su llegada al Palacio Quemado no era
nada sencilla, sino que resultaba más bien proporcional a los acontecimientos
previos y a los planteos y promesas de campaña. Es que la tarea no pasa por
la administración del país, sino por su refundación. Construir una nueva Bo-
livia lejos de las visiones neoconservadoras era el primer reto. Para lograrlo,
el gobierno planteó la necesidad de redefinir el pacto social y político de la
Nación con la convocatoria a una Asamblea Constituyente que precisara los
principios operativos en una Ley Fundamental de nuevo signo. Junto con
ello, propuso poner en marcha una estrategia económica fundada en la recu-
peración de las riquezas básicas, particularmente el gas. Y, finalmente, debía
abrir un cauce a las demandas de descentralización y regionalización que vie-
nen planteando los departamentos más prósperos y con más recursos natu-
rales, aquellos que forman la «media luna» que comienza en el Oriente del
país y rodea el altiplano, hasta hoy el núcleo central de la política boliviana.
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La definición del estatuto jurídico de Santa Cruz, Beni, Pando y Tarija consti-
tuye otro de los grandes desafíos del gobierno. 

La suma de estos asuntos y, sobre todo, el tratamiento y la resolución que se
encuentre para ellos serán un factor decisivo para la gobernabilidad bolivia-
na en los años venideros. Prácticamente desde el siglo XIX, Bolivia ha constitui-
do un caso paradigmático de disputas y desacuerdos entre sus elites políticas
respecto a los objetivos del desarrollo nacional. Ésta es una de las razones por
las que se han frustrado sus grandes posibilidades. El auge de caudillos civi-
les y militares y la inestabilidad de los gobiernos han propiciado la reducción
del territorio nacional y han ocasionado un progreso muy lento en áreas como el
crecimiento productivo, la preservación del ambiente y los avances en educación
y salud. Un escenario de rivalidades internas entre fuerzas políticas múltiples ha
dado origen a gobiernos débiles y a la frecuente interrupción de la vida demo-
crática. Es justamente esto lo que el gobierno de Evo Morales debe evitar en las
delicadas decisiones de la Asamblea Constituyente.

Según esa óptica, el hecho de que Evo Morales haya llegado al poder con una
mayoría nacional inédita y cuente con la confianza de los pueblos originarios
y los actores sociales que impulsaron el cuestionamiento a las gestiones ante-
riores hace que su gobierno, más allá de las dificultades y turbulencias que ha
enfrentado en su primer año, sea capaz de generar un escenario político más
estable, con alternativas más claras que las de sus predecesores en la defini-
ción de las reglas del juego del proceso político, aunque sean muy ambiciosas
en cuanto a los objetivos que busca lograr.

Como siempre, el futuro es impredecible. Pero se puede seguir apostando a
que, si se buscan las fórmulas adecuadas, el gobierno de Evo Morales podrá
lograr un salto adelante en la historia boliviana.

Obstáculos y oportunidades de la estrategia internacional 

La limitación institucional que ha cerrado caminos y obturado las posibili-
dades del proceso político boliviano tiene su correlato en las restricciones de
su política exterior. En los orígenes del proceso de formación de los Estados
nacionales en América del Sur, Bolivia parecía tener perspectivas muy
alentadoras. En septiembre de 1815, en la Carta de Jamaica, Simón Bolí-
var trazó con lucidez su visión del futuro sudamericano: unos pocos Esta-
dos fuertes que pudieran confederarse entre sí y, ojalá también, con los países
del norte que se emanciparan del dominio español, es decir México y una
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Federación Centroamericana como la que intentó consolidar Francisco Mora-
zán. De ese modo, se lograría una entidad confederada que contrapesara la
ascendente trayectoria de EEUU. 

En semejante diseño, los territorios de la América española situados al sur de
Costa Rica –puesto que Panamá fue parte de Colombia hasta 1903– debían
originar cuatro países: la Gran Colombia, suma de la Venezuela, Panamá, Co-
lombia y Ecuador; un Estado del Río de la Plata, que nuclearía a Argentina,
Uruguay y Paraguay; Chile, un país pequeño al que Bolívar consideraba sin-
gularmente bien dotado para la existencia independiente; y la suma de Perú
y Alto Perú, que debían configurar un poderoso heredero del corazón del Vi-
rreinato de Lima. Este proyecto, a pesar de la creación de la Confederación
Peruano-Boliviana del mariscal Andrés de Santa Cruz, no fue posible, entre otras
cosas porque los fundadores del Estado chileno consideraron a la Confederación
una amenaza para su desarrollo pleno en el Pacífico y acabaron enfrentándola y
destruyéndola en la batalla de Yungay de enero de 1839. A partir de ese momen-
to, y más aún con el antecedente del fallido encuentro del Congreso Anfictiónico
de Panamá en 1826, Bolivia se afianzó como un país independiente.

En ese momento, su territorio llegaba a
2.300.000 km2 y era una pieza decisiva en el fun-
cionamiento de los principales espacios geoeco-
nómicos del área: la Cuenca del Amazonas, la
Cuenca del Plata y la Cuenca del Pacífico. No
tiene mucho sentido buscar responsabilidades,
pero Bolivia es el único país sudamericano que
ha cedido territorios a todos sus vecinos: a Bra-
sil, el actual estado de Acre; a Argentina, zonas
de la Puna de Atacama; a Paraguay, sectores del
Chaco tras la Guerra de 1932-1935; y a Chile,
mediante el tratado de 1904 que puso fin a la

Guerra del Pacífico. En la actualidad, Bolivia tiene un territorio de 1.100.000 km2,
menos de la mitad de su superficie original.

¿Cómo entender un fenómeno tan asombroso? Para hacerlo no basta con
asignar culpabilidad a los vecinos. Es necesario, también, examinar las res-
ponsabilidades que vienen de la historia nacional y el hecho de que para sus
gobernantes Bolivia haya sido en lo esencial el «núcleo altiplánico», lo que
ha llevado a descuidar los procesos de administración y poblamiento de
otros espacios valiosos. 
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La situación boliviana nos remite a un tema de interés en los estudios recien-
tes de las relaciones internacionales, al que podríamos definir como el espa-
cio que un determinado sistema político deja para el ejercicio de las «capaci-
dades internacionales» de una nación. Aquí incide, en primer término, la
calidad del funcionamiento de las instituciones y los procesos políticos. La ex-
periencia latinoamericana demuestra que la existencia de partidos políticos
fuertes, con suficiente poder de convocatoria en la sociedad y con líderes capa-
ces, contribuye a establecer acuerdos en torno de las metas del bien común.
Esto también repercute en el desempeño apropiado de las autoridades guber-
namentales y de las políticas públicas que éstas definen y llevan adelante.
Igualmente, este asunto se conecta con el grado de organización de la sociedad
civil y con su participación en el estímulo y la fiscalización de la acción estatal.

Cuando estos requisitos se cumplen, el Estado está en mejores condiciones de
desplegar una política internacional efectiva y de influir en su entorno exter-
no a partir del prestigio ganado en su quehacer interno. No todos los países
disponen de «capacidades internacionales». Muchas veces, las energías que
demanda el proceso político interno reducen los márgenes de acción externa.
Hoy, en América Latina, solo un grupo de países cuenta con márgenes de go-
bernabilidad suficientes para desempeñarse plenamente como actores inter-
nacionales. A mi parecer, los cambios registrados recientemente en Bolivia es-
tán devolviéndole una parte significativa de las capacidades internacionales
que la prolongada crisis previa le había sustraído. 

Lo concreto es que Bolivia ha sido un país de admirables recursos naturales
que le han ofrecido ocasiones de prosperidad y progreso, pero que también
han generado el interés de naciones limítrofes en un estadio más avanzado de
desarrollo capitalista, como Chile frente al salitre, Brasil frente al caucho o Pa-
raguay frente a los grandes recursos hídricos de los ríos del interior de Amé-
rica del Sur. Pero también, ya sin interferencias externas, Bolivia fue un im-
portante explotador de una de las mayores reservas de estaño del mundo y
eso no resultó una palanca suficiente para hacer avanzar al país. Hoy Bolivia
ha encontrado una nueva oportunidad en sus reservas de gas, que en pocos
años pasaron de una estimación de 8,5 trillones de pies cúbicos a 54,9, lo que
las convierte en las segundas más importantes de América del Sur.

En un país como Bolivia, con un PIB de unos 10.000 millones de dólares, las
posibilidades de explotación racional de esta riqueza y los beneficios que po-
dría generar su exportación a precios justos de mercado, luego de satisfacer
las legítimas necesidades internas, han creado una admirable oportunidad
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para obtener los fondos de inversión que tanto se necesitan, de modo de im-
pulsar otros proyectos que fortalezcan y diversifiquen la economía y le per-
mitan insertarse mejor en los circuitos globales.

El referéndum convocado por Carlos Mesa en 2004 confirmó la voluntad na-
cionalista de los bolivianos respecto a la explotación del gas. El resultado de
aquella consulta fue la expresión de la voluntad a favor de una nacionaliza-
ción de las empresas extranjeras que controlan este recurso debido a los con-
tratos firmados durante los gobiernos de los 90 y, en particular, durante
la primera gestión de Gonzalo Sánchez de Lozada. No hay que olvidar que el
camino que llevó a Evo Morales al gobierno estuvo en buena medida pavi-
mentado por su decisión de devolverle el gas al Estado.

La estrategia boliviana para el aprovechamiento del gas liga hoy al país de un
modo muy dinámico con el proceso de integración de América del Sur y au-
menta su peso y su significación en éste. A la hora de definir las tareas de la
Comunidad Sudamericana de Naciones (rebautizada como Unión de Nacio-
nes Sudamericanas, Unasur, en la Cumbre de Jefes de Estado en Isla Margari-
ta en abril de 2007), un grupo de especialistas designados como representan-
tes directos de los presidentes, entre los que participé, privilegió dos áreas

principales para afianzar la coopera-
ción: la infraestructura y los recursos
energéticos. Luego de un extenso aná-
lisis, concluimos que la conectividad y
la energía son, para los países sudame-
ricanos a comienzos del siglo XXI, el
equivalente del carbón y el acero en la
etapa inicial de la integración europea.

Pues bien, en ambos terrenos decisivos del proceso integrador Bolivia en-
cuentra oportunidades y ventajas que pueden ser excepcionales para ase-
gurar su posición y su futuro. No es una paradoja que un país mediterrá-
neo tenga también una política exterior enclaustrada. Ésa ha sido la situación
de Bolivia y, en buena medida, también la de Paraguay, el otro país cuyas
fronteras no llegan ni al océano Pacífico ni al Atlántico. Por eso, sin perjui-
cio de que Bolivia explore con Chile, en una conversación de agenda abierta,
su aspiración de una salida útil y soberana al mar, el avance de los corre-
dores bioceánicos, en los que se resumen los progresos de infraestructura
vial y ferroviaria, constituye una espléndida oportunidad para romper su pro-
longado aislamiento. Esto le permitiría, en un contexto de globalización y
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comercio cósmico, alcanzar una efectiva circulación de las personas y los bie-
nes hacia las dos cuencas oceánicas que ligan al continente con el mundo.

El impulso más fuerte a este proceso de construcción de nuevas carreteras y
rutas ferroviarias vendrá ciertamente de Brasil y Argentina, los mayores paí-
ses del Atlántico. En relación con Brasil, es especialmente relevante la co-
nexión de los estados del sudoeste a través de Bolivia, que está llamada a
desempeñar un papel decisivo para la salida de los flujos exportadores bra-
sileños a China, Japón y otros países del Pacífico asiático. Esta ampliación
de los caminos internacionales de Brasil puede otorgar a Bolivia enormes
ventajas para una localización ampliada de proyectos productivos en su
propio territorio.

A la luz de estos datos, resulta paradójico el escepticismo de las autorida-
des bolivianas respecto del progreso de la conectividad regional, en espe-
cial la crítica a la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regio-
nal Sudamericana (Iirsa) establecida a sugerencia de Brasil en 2000. En un
principio, este programa incluyó una lista de unas 400 iniciativas de in-
fraestructura que interesaban a los diversos países. En 2005 se elaboró una
nómina de 35 proyectos que ya se hallaban mucho más cerca de su posible
ejecución. La idea que sugirió el representante brasileño en la comisión
que elaboró el plan de trabajo para la Comunidad Sudamericana de Nacio-
nes fue que esta lista se redujera a 10 o 12 proyectos cuyo financiamiento
estuviera garantizado y que pudieran ser inaugurados en 2010, en el mar-
co de las celebraciones del bicentenario de la independencia de la mayoría
de nuestros países.

El escepticismo boliviano parece fundarse en el temor de que estas iniciativas
contribuyan solo a reforzar una lógica mercantil en el marco de la globaliza-
ción económica y aumenten la dependencia respecto de EEUU y las grandes
empresas multinacionales. Pero la verdad es que el uso de cualquier nueva
vía que rompa la segregación física de las comunidades ubicadas en el inte-
rior del territorio sudamericano tiene que ver, fundamentalmente, con la
estrategia de desarrollo que cada país se dé y con las oportunidades que en-
cuentre para favorecer la colocación de un volumen creciente de bienes expor-
tables en mercados distantes, algo que contribuye a su modernización y gene-
ra mejores niveles de vida para sus sectores menos favorecidos.

Más dinámica, en cambio, es la posición de Morales frente al proceso de integra-
ción energética. Hasta hoy, la producción gasífera boliviana, unos 38 millones
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de metros cúbicos por día, se exporta principalmente a Brasil y Argentina. Si
se suma el consumo interno, se alcanza la capacidad actual de producción. El
diseño de la política energética del nuevo gobierno contempla una amplia-
ción de la producción y de los volúmenes exportables, para lo cual ya se
ha suscrito un acuerdo con Argentina que permitiría incrementar de 7,7 a
27, 7 millones de metros cúbicos diarios las ventas a ese país. Para esto es ne-
cesaria la construcción de un nuevo gasoducto con una inversión estimada en
más de 1.200 millones de dólares, proyecto que se encuentra próximo a su eje-
cución. En cuanto a Brasil, es un importante comprador de gas boliviano, que
representa 50% de su consumo nacional y 75% del que utiliza el dinámico es-
tado de San Pablo. Aunque Brasil ha encontrado recientemente en Santos in-
teresantes yacimientos susceptibles de ser explotados, todo indica que su con-
sumo de gas proveniente de Bolivia se mantendrá cerca de los 25 millones de
metros cúbicos por día.

Paralelamente, Bolivia ha desempeñado un papel muy activo en el diseño del
Gasoducto del Sur, un proyecto muy ambicioso, aún en fase de evaluación,
impulsado por Hugo Chávez, que busca conectar la futura producción vene-
zolana de Maracaibo con el puerto de Buenos Aires, a un costo estimado en-
tre 18.000 y 20.000 millones de dólares para un trayecto de 9.000 kilómetros.
El nuevo gasoducto boliviano-argentino se integraría a esta red.

En cualquier caso, y más allá de los proyec-
tos concretos, no cabe duda de que las reser-
vas de gas le han dado a la política interna-
cional de Bolivia un margen de maniobra e
influencia cada vez mayores, al punto que
muchos la miran como el pulmón gasífero de
América del Sur. En una política exterior que
históricamente se ha reducido a los vínculos
bilaterales con otros países sudamericanos y
a una inevitable relación preferencial con
EEUU, el panorama internacional actual le

ha ofrecido al gobierno de Evo Morales una interesante posibilidad de ex-
pandir sus relaciones. En ese sentido, en primer lugar, hay que señalar los
vínculos preferentes con los gobiernos de Venezuela y Cuba, con los que ha
ido suscribiendo acuerdos económicos y políticos especiales que han lleva-
do a algunos analistas a hablar de un eje La Habana-Caracas-La Paz (al que
recientemente, luego de la elección de Rafael Correa, se podría agregar Qui-
to). A esto se suma la gira mundial que Evo Morales emprendió antes de
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asumir el gobierno y que lo llevó a establecer relaciones preferentes con Es-
paña y otros países de la Unión Europea, con Japón y China, y con Irán y
otros países productores de petróleo de Oriente Medio. Todo esto muestra
que hoy, más que nunca antes en su historia, Bolivia podría desarrollar una
política exterior de alcance más global.

En materia de relaciones bilaterales sobresalen dos países: Brasil y Chile. El
gobierno de Lula fue uno de los que recibió con mayor simpatía el triunfo del
MAS, y todo prefiguraba una relación muy especial. Sin embargo, las cosas
cambiaron bruscamente cuando Evo Morales planteó la necesidad de que
los compradores pagaran por el gas boliviano un precio justo y exigió un
alza del valor. Esta demanda fue aceptada por Argentina, que elevó el pago
a 5 dólares por millón de BTU (Unidad Térmica Británica), pero fue rechazada
por Brasil, que argumentó la vigencia de las cláusulas del contrato de abas-
tecimiento a largo plazo previamente suscrito. Las cosas no han cambiado y
Brasil sigue pagando el gas a un precio inferior al de Argentina. La situación
llegó a su punto más difícil con la decisión del gobierno boliviano de recupe-
rar (no es técnicamente una nacionalización) el gas, decretada el 1 de mayo
de 2006. La prensa brasileña consideró una humillación que fuerzas milita-
res bolivianas hubieran ocupado las instalaciones de Petrobrás y que ésta hu-
biera sido la imagen más difundida de la operación. Lula, en aquel momen-
to en plena campaña electoral, quedó seriamente dañado por esta ofensiva,
pero reaccionó con prudencia y descartó las recomendaciones de mostrar
una postura dura. A pesar del encuentro de Lula con Evo Morales, junto con
Kirchner y Chávez, pocos días después en Puerto Iguazú, las cosas no vol-
vieron a ser como antes. 

En cuanto a los vínculos con Chile, históricamente muy difíciles, se advier-
te una actitud de cautela y buena voluntad en el manejo de la aspiración
marítima boliviana. Es notorio que hay una relación de cordialidad entre
Evo Morales y Michelle Bachelet, que ha posibilitado un diálogo discreto para
examinar los dos puntos más conflictivos: el requerimiento de una salida al Pa-
cífico como un asunto previo a la reanudación de relaciones diplomáticas por
parte de Bolivia, y la propuesta de «gas por mar» formulada durante la gestión
de Carlos Mesa. Evo Morales ha retirado del lenguaje oficial las frases agresivas
hacia Chile, mientras que Santiago ha buscado subrayar la normalidad y la cor-
dialidad de los vínculos entre ambos países. 

Pero, a pesar de los avances, persiste un problema de fondo, ya que un sector
bastante mayoritario de la ciudadanía chilena se opone a acoger la petición de
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Bolivia. Es necesario por lo tanto un proceso, que no será breve, de construc-
ción de confianza y de resolución de otras cuestiones pendientes en la agen-
da bilateral, como la interpretación del cumplimiento de las cláusulas sobre
facilidades bolivianas en los puertos del litoral, o la de las aguas del río Sila-
la. Por ahora, el perfil de la relación bilateral es mejor que hace unos años.

Un último vínculo regional, esta vez positivo, es el que liga a Evo Morales
con Hugo Chávez, quien ha aplicado un extenso programa de cooperación
con La Paz cuyo aspecto más complicado es el plan de ayuda militar, que
ha levantado sospechas en algunos de los cinco países vecinos de Bolivia.
De hecho, el canciller boliviano, David Choquehuanca, debió realizar una
visita especial a Asunción, en octubre de 2006, para desactivar las preocu-
paciones paraguayas. Las explicaciones ofrecidas por el gobierno bolivia-
no de que el acuerdo busca aumentar la capacidad para enfrentar posibles
dificultades internas y no para actuar frente a sus vecinos ha generado
preocupación en las fuerzas opositoras, en particular en los grupos autono-
mistas de Santa Cruz.

Una consideración especial merecen las relaciones de Bolivia con EEUU. Como
ya hemos señalado, en la etapa de ascenso del MAS los representantes estadou-
nidenses en Bolivia aplicaron una política equivocada y desprolija que solo
contribuyó a favorecer el triunfo de Evo Morales. En la retórica del MAS ha si-
do frecuente un discurso antiimperialista similar al que desplegaban los parti-
dos y los movimientos de izquierda durante la Guerra Fría. Pero hoy las cosas
cambiaron: vivimos en un mundo más complicado, donde EEUU posee más
poder y ejerce una hegemonía unipolar en esferas tan significativas como la es-
tratégica-militar y la comunicacional. Esto le confiere al presidente de ese país
una iniciativa muy amplia para definir sus alianzas y conflictos, por más que el
mundo sea claramente multipolar en aspectos como la economía o la política
de los distintos países. Las distinciones, muchas veces sutiles, que impone este
escenario se han hecho todavía más complejas después de los atentados del 11
de septiembre. Sin embargo, estas distinciones no siempre son tenidas en cuen-
ta por el gobierno boliviano ante una administración como la de George W.
Bush, que radicalizó sus estrategias y cambió la Doctrina de Seguridad Nacio-
nal para llevar a cabo lo que llama la «guerra contra el terrorismo», que inclu-
ye intervenciones preventivas en Oriente Medio pero que también es poco fle-
xible ante un comportamiento agresivo de otros países. 

Este reordenamiento de las prioridades ha ampliado la autonomía relativa de
América del Sur, una región donde afortunadamente el terrorismo no tiene
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mayor presencia. Este factor probablemente sea una de las claves que explica
el ascenso en muchos países de gobiernos de centroizquierda e izquierda.
Frente a este hecho, algunas cancillerías, como las de Brasil y Chile, han opta-
do por una política matizada y realista, que defiende los intereses nacionales
y mantiene la disidencia cuando hay principios internacionales en juego, pe-
ro al mismo tiempo se inclina por un manejo caso a caso que permite evitar
los discursos agresivos y las declaraciones innecesarias. 

En este cuadro, la diplomacia boliviana se ha situado a mitad de camino. Ha
optado la mayoría de las veces por un manejo pragmático, pero en situacio-
nes puntuales ha reintroducido parte de la retórica tradicional. Esto puede
alejar las posibilidades de defender el interés nacional a través del ajuste y la
negociación de posiciones con la primera potencia del planeta.

En suma, una mirada de conjunto a la política exterior del gobierno de Evo
Morales, que hasta ahora solo ha recorrido una parte del camino, muestra
una ampliación del rol internacional de Bolivia y de la capacidad para ex-
tender sus contactos más allá del hemisferio. Pero también aparecen señales
inquietantes en cuanto al estilo, señales que pueden generar conflictos inú-
tiles y evitables. 

Un enfoque de alcances prospectivos muestra que es necesario subrayar el
papel cada vez más importante de una estrategia que impulse la integra-
ción sudamericana, así como la conveniencia de reforzar el carácter profe-
sional del proceso de toma de decisiones de su política exterior, dando
prioridad a las acciones y proyectos que se realizan y no tanto a las decla-
raciones o expresiones de voluntad respecto de lo que debería ser el siste-
ma internacional.
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El artículo repasa los diferentes
componentes de la personalidad
política de Evo Morales y se 
detiene en un momento esencial 
de su trayectoria: la decisión de
transformar el movimiento social
de cultivadores de coca en un 
partido político que participe del
juego institucional. En Bolivia,
contra lo que sostienen las teorías
más difundidas, esta decisión fue
consecuencia de la cerrazón 
del sistema político y no de su 
apertura. El salto a la política 
era la única opción posible para 
poner en práctica demandas 
largamente respaldadas. Hoy, el
Movimiento al Socialismo es una
fuerza amplia y heterogénea que
ocupa casi todo el campo político
y que, si combina acciones que 
fortalezcan al Estado, redistribuyan
la riqueza y respeten la legalidad
democrática, puede fácilmente 
convertirse en hegemónica. 

Domingo, primer día de abril de 2007. El centro de convenciones en las
afueras de la ciudad de La Paz luce rodeado de vehículos oficiales con

sirena y vidrios oscuros. Todos descansan aquella mañana, menos el gobierno.
El presidente, que dirige la reunión, aprovecha cualquier hora libre para se-
guir empujando sus cambios. En un solo año ya casi ha cumplido la mayor
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parte de sus promesas. Evo es una locomotora febril. ¿Será que corona sus
desvelos con la hegemonía de su partido? 

Los taxistas que dirigen sus motores hacia el centro de la ciudad sonríen. Des-
de hace más de un año las horas de trabajo de algunos funcionarios públicos
han cambiado radicalmente. Las luces del Palacio de Gobierno aparecen en-
cendidas antes de la salida del sol y sus ocupantes deben llegar al alba a sus
escritorios. 

Evo Morales, el campesino que hoy timonea el Estado boliviano, ha impues-
to su rutina de agricultor. Al cumplirse el primer año de gestión, su ministro
de la Presidencia le pidió públicamente que descanse, porque a ese ritmo su
salud corre peligro. La noche de Año Nuevo, cuando la mayoría de los ciuda-
danos se acicalaba para celebrar el cambio de calendario, Evo ordenó una reu-
nión de gabinete. Los ministros pasaron las fiestas aprobando decretos. Salie-
ron de Palacio a las dos de la madrugada, a dormir o quizás a tratar de engranar
en alguna fiesta ya enrumbada hacia el amanecer. 

Los cuatro elementos de la conciencia de Evo Morales

¿Qué hay en la conciencia de este hombre de origen humilde, el primer indí-
gena boliviano que gana una elección de manera aplastante y ejerce el poder
político desde la cúspide? La primera parte de este artículo está dedicada a
responder a esta pregunta, como parte de un intento por actualizar el análisis
a más de un año de la llegada de Evo Morales al gobierno.

La única escuela del actual presidente fue el sindicalismo campesino o, más
exactamente, aquel construido por los productores de la hoja de coca de la re-
gión tropical del departamento de Cochabamba, en el centro de Bolivia. Evo
Morales conduce desde los años 90 a este sector, que hizo su primera apari-
ción electoral en 1995, cuando consiguió 3% de los votos en el ámbito nacio-
nal y 15% en el departamental. 

Recluido en esa plataforma local, con certeza hubiera pasado desapercibido
de no haber contado con un antagonista tan poderoso como el gobierno de Es-
tados Unidos. Desde 1989, Washington cambió sus prioridades bélicas. El co-
munismo se había desplomado y quedaba el narcotráfico como adversario al-
ternativo, por lo menos transitoriamente. No es casual, por ejemplo, que la
invasión a Panamá se haya impulsado bajo esta bandera, más policial que
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política. Evo pasó rápidamente a integrar la lista de enemigos globales de la
Casa Blanca, lo que constituye una de las explicaciones básicas de su vertigi-
noso crecimiento como líder político. 

La coca, entonces, está en el origen de casi todo. La fortuna política de Mo-
rales estuvo siempre ligada al arbusto. En ese entonces, ninguno de los
segmentos dispersos de la izquierda boliviana, salvo el suyo, tenía opcio-
nes reales de conquistar semejante visibilidad. El contexto estaba marcado
por la erradicación de las plantaciones de coca en el Chapare, uno de los
lineamentos de la política exterior estadounidense hacia América Latina,
convalidada por el Estado boliviano, que en 1988 aprobó la Ley 1.008, una
declaración de guerra que definió el criterio con que serían juzgadas las
acciones gubernamentales. A partir de ese año, cuatro presidentes bolivia-
nos fueron evaluados por los estadounidenses a partir de su desempeño
en la llamada «lucha contra las drogas». 

Evo Morales se fue haciendo importante a partir de este imperativo. Al asedio
de las tropas de erradicadores, al respaldo financiero otorgado por Washington
y a la creciente militarización del proceso, los cultivadores contrapusieron
conductas organizativas que les permitieron actuar cohesionados. En 1994
sorprendieron con una caminata hacia La Paz que, además de contar con
huestes numerosas, evadió cuanto control encontró en los caminos y logró
llegar a la sede de gobierno transitando senderos solo registrados en la me-
moria de la gente del campo. Los cocaleros estuvieron durante más de una
década literalmente solos contra el mundo. Entre 1985 y 2000 fueron prácti-
camente el único foco de resistencia, una especie de bolsón disidente en me-
dio de un universo de relativo consenso en torno de la necesidad de avanzar
hacia una sociedad moderna de mercado. Por eso muchos historiadores con-
sideran que el espacio dejado por el proletariado minero fue cubierto, en par-
te, por los agricultores del Chapare, aunque, hay que decirlo, con una capaci-
dad de acción más reducida. Primer elemento entonces en la conciencia de
Evo Morales: el antiimperialismo. 

El 4 de enero de 1998, H.C.F. Mansilla, uno de los más claros pensadores del
momento, decía lo siguiente: «El movimiento cocalero solo representa sus
intereses parciales, no tiene ninguna incumbencia en el resto del país» (Pre-
sencia). El analista no erraba, se limitaba a exponer el aislamiento de un seg-
mento social que iniciaba sus primeras escaramuzas electorales. Lo que se
subestimaba era la capacidad de una fuerza local, enfrentada a otra global de
inmenso poder, para ganar visibilidad en una lucha que generaba atractivos
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mundiales. Evo Morales fue un líder internacio-
nal muchos años antes de contar con respaldos
sólidos en Bolivia. Su antiimperialismo le per-
mitió ganar aliados en Europa, Oriente Medio
y América Latina antes que en su país. Evo
aprendió muy pronto a aquilatar el valor de
los contactos externos y tuvo la inteligencia
para internacionalizar la lucha en defensa de la hoja de coca en momentos
en que su país le daba la espalda. Éste es el segundo componente en su con-
ciencia: su mirada planetaria. 

Circunscrito en su país a un puñado de provincias, Evo estrechó muy pronto
las manos de líderes como Fidel Castro, Mohammed ben Bella o Muammar
al-Gaddafi. Acorralado en Bolivia, varias veces perseguido y arrestado por la
policía, denostado como principal aliado del narcotráfico, el líder cocalero in-
gresó en una tercera fase, típica de quien se encuentra con escasas opciones
para proseguir exitosamente una lucha: transformar su movimiento social en
una fuerza electoral. En 1995, las organizaciones sindicales campesinas afines
a Morales decidieron organizar un partido político que bautizaron como
Asamblea por la Soberanía de los Pueblos (ASP). Vanos fueron sus esfuerzos
por obtener una personería jurídica propia. Llevaron firmas suficientes a la
Corte Nacional Electoral, pero fracasaron repetidamente en el trámite. Final-
mente, optaron por «alquilar» una sigla, la de Izquierda Unida (IU) primero
y después la del Movimiento al Socialismo (MAS). Se trataba de cascarones le-
gales, nombres de partidos reconocidos en el pasado pero que carecían de una
base electoral renovada. Los cocaleros utilizaron estos sellos legales para ob-
tener sus primeros cargos públicos. Fue en 1995, cuando dieron su primera
mini sorpresa en las urnas al quedarse con todas las alcaldías de la zona del
Chapare. Aquellos diez serían sus primeros alcaldes; hoy cuentan con más
de cien. 

Éste es entonces el tercer ingrediente en la conciencia de Evo Morales: la pro-
bada utilidad de las elecciones. A diferencia de lo que generalmente sucedía
con la izquierda, el líder cocalero se benefició de ellas y demostró que un mo-
vimiento marginal puede salir del asedio cuando va ocupando gradualmente
el Estado, aunque sea desde sus espacios periféricos. De pronto, la lucha en
defensa de la coca quedaba reforzada por estructuras institucionales y fuen-
tes estables de recursos: alcaldes, concejales, vehículos, salarios y obras para
beneficiar a los seguidores o para seducir a quienes todavía no lo eran. Con to-
do ello, el MAS adquirió los primeros rasgos de un aparato político solvente. 

Evo Morales fue un
líder internacional
muchos años 
antes de contar 
con respaldos sólidos 
en Bolivia
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El movimiento seguiría incrementando su base electoral. En 1997 se instaló su
primera brigada parlamentaria, un reflejo de los logros municipales, y Evo se
convirtió en el diputado más votado de Bolivia. En los siguientes cinco años
de oposición, desde el Parlamento y las calles, se fue forjando una amalgama
novedosa. Lo que se obtenía en las luchas diarias de los sindicatos contribuía
a potenciar a los candidatos elegidos en asambleas sindicales. Del mismo mo-
do, las instituciones, tomadas pacíficamente desde las urnas, se ponían al servi-
cio de la disidencia callejera. Las invocaciones desesperadas para que el MAS
dejara de jugar a dos manos son una expresión clara de la eficacia de dicha
maniobra. Los dos comportamientos se complementaban y muy pronto em-
pezaron a marcar la agenda política. 

Desde 2000, en Bolivia, un partido que no contara con seguidores moviliza-
dos en las calles ya adolecía de una especie de cojera. Así, lejos de restringir-
se a la acción electoral, el MAS la incorporó a su repertorio de lucha. Estamos
ante el cuarto y último componente de la conciencia de Evo Morales: la lega-
lidad, aunque indispensable, no es suficiente. Cuando las limitaciones institucio-
nales se hacían palpables, el movimiento activaba sus resortes extraparlamenta-
rios para presionar y hacer avanzar la maquinaria estatal que aún le resultaba
ajena. En esa dialéctica, el MAS se fue convirtiendo en un actor insustituible ya
que contaba con una fuerza adicional más allá de su poder electoral. 

Mientras el MAS acumulaba fuerzas y se preparaba para conquistar el poder
mediante el voto, la experiencia de Hugo Chávez en Venezuela parecía alen-
tar un desenlace favorable. Lo inesperado fue que Evo Morales fuera capaz de
repetir tan rápido la hazaña del militar caribeño. Y es que el sistema político
boliviano, conformado por cinco partidos esenciales, ya estaba al borde del
colapso. El derrumbe benefició a Evo, quien en 2002 consiguió 20% de los vo-
tos y se ubicó a escasa distancia del ganador. Después, el desplome de los par-
tidos tradicionales despejó sorpresivamente su llegada al Palacio. Hoy, en Bo-
livia, el MAS no solo es el partido político más grande de la historia (después
del Movimiento Nacionalista Revolucionario –MNR– en los años 50 y 60), sino
que además es la única organización con alcance nacional y una estructura or-
ganizativa medianamente sólida. Hoy es algo más que un partido mayorita-
rio. No solo ha ganado las dos últimas elecciones nacionales (la presidencial
y la constituyente) con más de 50% de los sufragios, sino que ha visto esfu-
marse a sus posibles contendores, que carecen de un liderazgo equiparable al
de Evo Morales. Más aún, a diferencia del viejo MNR, donde cuatro caudillos
estuvieron a punto de despedazar el partido en 1964, en el MAS no hay una
sola figura capaz de disputarle el liderazgo al presidente.
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El MAS no es solo el partido mayorita-
rio, sino también el partido dominante, y
está en camino de convertirse en el parti-
do hegemónico. ¿Qué implica ello? Que
no solo puede reproducir su mayoría en
varias ocasiones sucesivas, sino que es
capaz de ordenar los paradigmas discur-
sivos e ideológicos que organizan la política nacional. Ser hegemónico implica
no solo tener un respaldo permanente y victorioso, sino poseer la capacidad de
definir cuál es el discurso válido por el cual un líder político puede hacerse au-
dible ante la ciudadanía. 

En tal sentido, el MAS parece estar en condiciones de abrazar una amplia va-
riedad de posiciones políticas. Al contrario de lo que se dice, en Bolivia no hay
un sistema político polarizado, porque no se perciben dos polos con similar
poder de convocatoria. Lo que tenemos es un partido inmenso que ocupa casi
todo el centro y gran parte de la izquierda. Lo que queda fuera de su irradia-
ción ideológica es un grupo reducido de derecha y otro, aún más pequeño, de
ultraizquierda. En un solo haz, el partido de gobierno abarca el sentimiento
nacionalista, la corriente proindígena que lo complementa y los ideales de un
nuevo orden que promete prosperidad a partir de la edificación de un Estado
redistribuidor.

Hasta aquí hemos reflexionado sobre la conciencia individual del presidente
y sus proyecciones hegemónicas. Evidentemente, sus opciones para copar el
ámbito político boliviano no solo por un periodo, sino por toda una época,
son altas. ¿Cuán altas? Eso es lo que queremos averiguar y para ello retoma-
mos la teoría más pertinente acerca de los movimientos sociales. 

El salto a la política: miradas desde la teoría

Durante más de una década, entre 1971 y 1985, los partidos de izquierda bus-
caron controlar al movimiento campesino colocando a sus militantes al fren-
te de su dirección. Antes lo habían hecho con éxito los nacionalistas revolucio-
narios. Sin embargo, en 1985 la izquierda boliviana perdió credibilidad: tras
llegar al gobierno, provocó uno de los procesos inflacionarios más acelerados
de la historia de la economía mundial. Surgió entonces un vacío en las orga-
nizaciones sindicales agrarias, que fue aprovechado por varios dirigentes
campesinos con formación de izquierda, pero que habían roto sus vínculos
con los partidos. Fueron ellos quienes empezaron a construir una alternativa

El MAS no es solo el 
partido mayoritario, sino
también el partido 
dominante, y está en
camino de convertirse en 
el partido hegemónico
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política propia, que les permitiera controlar directamente los recursos del po-
der y romper con la idea de que los partidos políticos se sirven de los campe-
sinos solo para ganar sus votos.

Liberados de las presiones partidarias, los congresos campesinos de los 90
aprobaron la idea de forjar un «instrumento político», denominación que ya
expresa con claridad su objetivo: ingresar en el terreno electoral de manera
corporativa y obtener la mayor cantidad posible de espacios parlamentarios
para ponerlos en función de las luchas sindicales. El procedimiento consistía
en inscribir un partido cumpliendo con los requisitos exigidos por la Corte
Electoral y presentar listas de candidatos elegidos en las asambleas comuna-
les. El día de la elección los campesinos ya tendrían su opción definida y so-
lo les quedaría legalizar su representación. 

¿Qué ventajas obtuvo el movimiento campesino con su incursión electoral?
En principio, logró el control sobre los presupuestos municipales, lo que le

permitió realizar obras comunales y am-
pliar su prestigio, además de disponer de
recursos que utilizó como base logística
para la protesta. En segundo término,
consiguió la inmunidad parlamentaria
para sus principales dirigentes que, al ser
congresistas, no podían ser arrestados por
la policía. Finalmente, amplió la difusión
de sus demandas ante la prensa y en los
círculos oficiales.

Un ingrediente importante en el camino
electoral del MAS fue la aplicación, a par-
tir de los comicios de 1997, de un nuevo
sistema electoral basado en circunscripcio-
nes uninominales para definir a la mitad
de los legisladores. Este mecanismo, por el

cual cada zona elige un solo congresista, favoreció la localización del voto en ba-
se a identidades particulares y permitió que Evo Morales, candidato de uno de
los distritos del Chapare, se convirtiera en el parlamentario más votado del país.

A esta altura ya podemos distinguir un rasgo excepcional de la realidad boli-
viana, la borrosa frontera entre movimiento social y partido político, sobre el
que se ha teorizado muy poco. Diarmuid Maguire (1995) señala que hoy existe
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una tendencia hacia una «separación cada vez mayor entre el mundo autóno-
mo de los movimientos de protesta y las instituciones políticas». La misma
idea es reafirmada por Alberto Melucci (1985), quien observa a los movimien-
tos sociales en el marco de «redes sumergidas» que, cuando salen a la luz, lo
hacen solo para desafiar a las autoridades. Sin embargo en Bolivia ha ocurri-
do lo contrario: los movimientos sociales han emergido para copar las estruc-
turas del Estado e incluso para reemplazar a las autoridades. 

Desde la teoría, una primera aproximación al tema indica que los movimien-
tos sociales y los partidos políticos ejercen funciones similares. La principal
de ellas es la mediación entre la sociedad y el Estado. Giovanni Sartori (1994)
ha desglosado esta función de mediación en tres actividades: la expresión pú-
blica de las demandas, su canalización hacia el sistema político y la represen-
tación de los ciudadanos ante el Estado. La definición se ajusta perfectamen-
te a los movimientos sociales. La diferencia radicaría en que éstos realizan las
mismas tareas, pero sin tener el control de los canales institucionales. Se tra-
ta, de acuerdo con esta teoría, de una especie de división del trabajo: los mo-
vimientos sociales reivindican ciertas demandas, que eventualmente son
adoptadas y llevadas a las instancias correspondientes por los partidos po-
líticos. Así lo señalan Craig Jenkins y Bert Klandermans (1995). La transfor-
mación de un movimiento social en un partido, como en el caso del MAS,
implica que amplíe sus funciones, empiece a prescindir de los partidos ya
constituidos y enfrente él mismo esa labor.

La otra diferencia notable es la dimensión gubernamental de los partidos, cu-
yos objetivos, si bien pueden coincidir en muchos sentidos con los de los mo-
vimientos sociales, finalmente consisten en lograr votos, llegar al gobierno y
determinar las políticas públicas (Maguire). En tal sentido, los partidos son
mediadores más completos, ya que pueden garantizar que las demandas so-
ciales se hagan realidad. Dicho de otra manera, los movimientos sociales no
acceden directamente al poder, sino que se limitan a influir en él. Autores co-
mo Doug McAdam (1999) y James Rule (1988) coinciden con esta afirmación. 

Por esa misma razón, los movimientos sociales suelen encontrar límites más
severos en el contenido de sus discursos y peticiones, que son fragmentados
y específicos, a diferencia de los de los partidos, que incluyen «verdades» to-
talizadoras para casi todas las necesidades de la población. Mientras que los
movimientos sociales se ocupan de uno o dos aspectos de la agenda pública,
los partidos tienden a abarcar todos los temas posibles para ampliar su capa-
cidad de representación.
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En ambos casos, según Maguire, se ponen en juego recursos organizacionales,
culturales, relacionados con las bases de apoyo y políticos. Si un movimiento so-
cial posee los tres primeros, si solo le falta acceder a los mecanismos políticos pa-
ra ejecutar sus ideas, entonces es probable que se convierta en un partido. Ma-
guire asegura que esto ocurre en países donde los obstáculos para ingresar en la
carrera electoral son pequeños. Éste sería el caso de Bolivia, donde con 50.000
firmas y la presentación de unas pocas formalidades puede inscribirse una enti-
dad electoral. Tenemos aquí una primera pista para analizar la transformación
del movimiento de Evo Morales en un partido político. 

Maguire también considera que, dado que un partido se dinamiza solo cuan-
do hay elecciones, en tanto un movimiento social requiere de mayores esfuer-
zos para existir a través de las acciones masivas, los primeros suelen ser más
duraderos. Esta afirmación plantea entonces la pregunta acerca de si la con-
versión responde a la necesidad de generar una permanencia en el tiempo.
Ésta podría también ser otra pista de análisis.

La oportunidad 

¿Cuáles son, entonces, las condiciones que permiten que un movimiento so-
cial se transforme en un partido político? Maguire adelanta una respuesta: es-
to ocurre cuando el sistema político contempla esta estrategia como una op-
ción favorable, de bajo costo y alto rendimiento, para alcanzar sus fines. En-
tramos entonces de lleno en la teoría de las oportunidades políticas. Sidney
Tarrow (1999) señala que el acceso a la participación es un incentivo para la
acción colectiva. En efecto, un sistema abierto invita a la incorporación, por-
que reduce sus costos y eleva sus posibles ganancias. Como ya señalamos, es-
te elemento se encontraba formalmente presente en el caso de los campesinos
bolivianos. Sin embargo, otros incentivos señalados por el autor, como la exis-
tencia de aliados influyentes y el enfrentamiento con elites divididas e inesta-
bles, estaban lejos de comprobarse. Veamos.

Si bien el movimiento campesino alcanzó fácilmente las 50.000 firmas necesa-
rias para su reconocimiento como partido, éste le fue negado por la Corte
Electoral, que adujo dobles registros. El problema se solucionó apelando a
una sigla ya reconocida. Al rechazo de la Corte se sumó la resistencia de las
elites. Dado que la vanguardia campesina está compuesta por el sector más
luchador, el de los cultivadores de coca, puede afirmarse que, salvo algunas
organizaciones no gubernamentales europeas, ningún sector importante den-
tro de las elites respaldó al MAS. Estigmatizado por las políticas antidrogas,
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el partido de Evo Morales no solo no aprovechó la división de las elites, sino
que consiguió unificarlas.

Estos datos nos permiten sacar conclusiones interesantes con respecto a la
teoría de Tarrow. En el caso de Bolivia, no había una división de las elites ni
se produjeron alineamientos inestables
en el poder que pudieran ser aprove-
chados por los movimientos sociales.
El MAS no contaba con aliados influ-
yentes que lo respaldaran. Ello, sin em-
bargo, no impidió que irrumpiera en el
escenario. Al contrario, lo alentó a ha-
cer uso de la única oportunidad que le
quedaba: acceder al poder político. Es-
tamos, entonces, ante un primer esque-
ma de explicación para la conversión
de los movimientos sociales en partidos
políticos. A la condición fundamental
de poder sortear los obstáculos del siste-
ma electoral, se agrega otra: la ausencia
de oportunidades para la movilización.
En efecto, la imposibilidad de negociar
con el gobierno un cambio en la política
de erradicación de la coca, por tratarse de un elemento central en la geopolítica
estadounidense, obligó a los productores a recurrir a la senda electoral. Otros sin-
dicatos con mejores posibilidades de negociación, con aliados dentro de las elites,
hubiesen quedado satisfechos con poder influir en las políticas públicas, con lo
que el salto hacia la arena política seguramente no se hubiera producido. 

En ese sentido, en el caso de Bolivia la conversión de movimientos sociales en
partidos políticos no se daría por una apertura del sistema de participación,
como se sostiene en muchos análisis, sino más bien por su cerrazón. En otras
palabras, se elige esta opción porque el sistema social no ofrece otras alterna-
tivas de negociación y porque las elites se han mantenido unidas para blo-
quear cualquier concesión por parte del Estado. Esta constatación permitiría
matizar el esquema de Tarrow: a veces no son tan importantes las oportuni-
dades como la falta de ellas.

La represión fue parte importante de este proceso. Al verse agredido, el MAS
alcanzó una cohesión impensable. El manejo policial de la crisis, leído según
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las claves aportadas por Donatella Della Porta (1999), fue un factor importan-
te para garantizar su consolidación: mientras más recrudeció la represión,
mayor fue la necesidad de pegar el salto hacia la política. 

La movilización de recursos 

Revisemos ahora cómo puede mejorarse nuestro análisis bajo la luz de la teo-
ría de la movilización de recursos. En principio, la existencia de los movi-
mientos sociales en Bolivia se debe al hecho de que se postularon como los
continuadores de una tradición comunal de origen andino. Maguire diría que
éste es un típico recurso cultural, porque se asienta en la capacidad de repre-
sentar valores que forman parte de una creencia generalizada (Smelser). Es lo
que ocurre con el MAS: la enunciación legítima descansa en la defensa de la
hoja de coca como parte sustancial de la cultura andina por sus condiciones
medicinales y religiosas. El otro pilar de su discurso es el repudio a los planes
de erradicación del arbusto y a la represión violenta. Al haber sido un asunto
de interés estratégico de EEUU, la confrontación se tornó más clara y les per-
mitió a los campesinos enarbolar un discurso antiimperialista y vinculado con
un nacionalismo indígena. El MAS, entonces, puso en movimiento los valores
tradicionales de la cultura indígena regional: ésos son sus recursos culturales.

En el mismo sentido, pero desde otro enfoque, Bruce Fireman y William Gam-
son (1979) buscan explicar el surgimiento de los movimientos sociales desde
un punto de vista que no sea meramente utilitarista, enfatizando elementos
subjetivos que constituyen la base de la pertenencia de una persona a un gru-
po, como el lazo de amistad o parentesco, el estilo de vida, las relaciones su-
bordinadas al liderazgo o el hecho de compartir una situación sin salida. El
caso del MAS confirma la pertinencia de estas afirmaciones. En efecto, el ne-
xo fundacional entre los militantes del MAS, además del estilo de vida cam-
pesino, parece ser un sentido fuerte de solidaridad, derivada del hecho de es-
tar rodeados por un cerco represivo organizado por los factores de poder, lo
que los llevó a una cohesión extraordinaria.

Esto nos muestra cuán certeras son las críticas de Myra Marx Ferree (1994) a
las tendencias teóricas que reducen las motivaciones humanas a meros cálcu-
los racionales orientados a un balance óptimo de costos y beneficios. Si en el
MAS hubiera primado solo un comportamiento estratégico, el camino más
sencillo hubiese sido aceptar las ofertas de los otros partidos para sumarse
a sus filas a cambio de influir en las políticas públicas. Sin embargo, el prin-
cipio de autonomía de los sindicatos fue más fuerte que aquella conducta
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«racional» ya que, como afirma Marx Ferree, «a mayor riesgo de la situación,
más dependen los actores de las reglas sociales y de la promoción de la con-
fianza». Esta racionalidad valorativa y estos compromisos morales deben ser
incluidos en el análisis.

En cuanto a otros recursos, como las bases de apoyo o los instrumentos orga-
nizacionales, elementos muy relacionados entre sí, la experiencia del MAS
también marca una diferencia con las teorías clásicas. Lejos de los planteos
tradicionales sobre la acción colectiva (Kornhauser), quienes participaron en
la formación del movimiento social cocalero no eran individuos aislados o de-
sarraigados. Su inserción en asociaciones de diverso tipo –deportivas, vecina-
les, gremiales o culturales– permitió
su rápida movilización. En ese senti-
do, el MAS empleó todo el aparato
sindical campesino que lo había incu-
bado, recurriendo así a una tradición
y a una experiencia organizativa de
varias décadas. Cada dirigente sindi-
cal de base era un activista electoral y
cada asamblea o ampliado, un impul-
so al instrumento político. Así, el sindicato solo había extendido sus funcio-
nes, para lo cual no requería crear nuevas estructuras de organización. A di-
ferencia de los demás partidos políticos, el MAS nació al amparo de un tejido
organizacional ya constituido. Eso explica la rapidez con que se propagó.

Siguiendo con el tema de los recursos, agreguemos a los culturales y organizacio-
nales un elemento que resulta de mucha importancia: como sostienen John
McCarthy y Mayer Zald (1977), los movimientos sociales también se relacionan
con actores externos a su propia organización para alcanzar sus fines. En el caso
de las estructuras políticas, Anthony Giddens (1995) afirma que habilitan, como
cuando permiten la participación de los movimientos sociales, pero también
constriñen. En ese sentido, cada nuevo miembro del sistema de partidos no solo
lo modifica al participar, sino que también es transformado por el contexto que
«invade». Al adaptarse a los requisitos parlamentarios y gubernamentales, el
MAS podría estar desviándose de su objetivo original. 

Esto, sin embargo, no sucedió en los pasos iniciales del MAS. Los actores ex-
ternos no fueron más allá del papel de asesores, lo cual tiene una explicación
muy sencilla: el partido campesino emergió como reacción al supuesto uso de
los agricultores como simple «escalera política» por las fuerzas tradicionales
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y, por lo tanto, decidió enviar representantes «genuinos» al sistema político.
Sobre la base de un consenso valorativo muy fuerte, el MAS definió como uno
de sus rasgos de identidad la prescindencia de sectores externos. Sin embar-
go, la situación cambió radicalmente a partir del triunfo presidencial de Evo
Morales. Sectores sociales e intelectuales ajenos al sindicalismo campesino,
cuyo representante más visible es el actual vicepresidente, Álvaro García Li-
nera, forman parte de la nueva militancia del MAS. 

Estos debates en torno del rol de los nuevos integrantes del MAS fortalecen la
idea de que la conversión de los movimientos sociales en partidos políticos
llevaría a una rápida institucionalización. Y, según McAdam (1999), el uso de
tácticas institucionalizadas y la definición de metas ordenadas contribuyen a
que un movimiento social reduzca su carácter opositor, al tiempo que atenúa
su impacto y su arraigo social. En otras palabras, mientras más concesiones
haga al sistema político, más se alejará de sus metas originales. Éste sería, de
acuerdo con esta teoría, el precio a pagar por un ingreso al universo de las
normas. Al mismo tiempo, la supervivencia del movimiento social depende-
rá de la posibilidad de mantener y utilizar exitosamente la nueva influencia
política. Esto puede derivar en la necesidad de garantizar un flujo constan-
te de recursos, lo que a su vez puede hacer que la organización se oligarqui-

ce. En síntesis, así como el movimiento so-
cial alcanza a transformar las normas y las
instituciones vigentes, también es capaz de
sufrir cambios profundos al ingresar en el
sistema político. 

En el caso del MAS, dado que los sindicatos
campesinos tienen una estructura orgánica
efectiva y antigua, y en vista de que fueron
ellos los que decidieron formalmente crear
un partido, su presencia se mantuvo como la
fuerza dominante. Los sindicatos realmente
subordinaron la actividad parlamentaria y

municipal a sus objetivos sectoriales, aunque parece difícil que lo puedan se-
guir haciendo una vez que el MAS accedió al gobierno nacional. 

Conclusiones

Hasta aquí hemos conjugado las teorías de los movimientos sociales con un
caso particular extraído de la realidad boliviana, en el que las fronteras que
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distinguen a la sociedad civil de la sociedad política se tornan difusas. La ex-
ploración transcurrió como un contrapunto entre las afirmaciones teóricas y
lo ocurrido en Bolivia, lo que nos ha permitido esbozar un modelo de expli-
cación general que debería servirnos, ahora sí, para anticipar si el MAS se
transformará o no en un partido hegemónico. 

Los pilares de este modelo son los siguientes:

1. Cuando un movimiento social decide competir con los partidos políticos
por el voto ciudadano pueden darse dos opciones: el movimiento social se
transforma en un partido y construye un brazo partidario que actúa bajo su
control; o el movimiento social pacta con un partido ya existente a fin de otor-
garle los votos de sus adherentes, a cambio de medidas que los favorezcan.
En Bolivia ha ocurrido lo primero.

2. Si el movimiento social diluye lentamente sus estructuras en el partido po-
lítico que ha fundado, tiende a sacrificar la representación de su sector a cam-
bio de una adaptación gradual a las exigencias internas del sistema político.
Ello implica la inclusión de operadores externos en sus listas de candidatos,
carentes de representatividad en el movimiento social, pero provistos de cier-
tas habilidades necesarias en el terreno político. Esta opción lleva a que el par-
tido tienda a romper con cualquier tipo de control de las organizaciones de
base y empiece a definir sus metas con autonomía. Aunque el movimiento
social todavía se sienta representado por el partido, es evidente que la sepa-
ración va alejando gradualmente a ambos sectores. Si esta identificación se
sostiene, en general es gracias a la acción de un líder carismático que relacio-
na al partido con el movimiento, porque goza de la credibilidad de ambos. 

3. En el caso de Bolivia, el MAS ha intentado sistemáticamente mantener el
nexo entre los movimientos sociales y el partido en el gobierno. Para ello ha
incluido a dirigentes sociales en el gabinete ministerial, en los escaños parla-
mentarios, en su bancada en la Asamblea Constituyente y en los municipios.
Al mismo tiempo, organiza reuniones periódicas con los sindicatos para que
éstos evalúen las labores de las autoridades. El gobierno se plantea a sí mis-
mo como una creación de los movimientos sociales.

4. Si, por el contrario, el movimiento social establece desde el principio una
separación funcional clara con el partido que ha gestado, la tendencia hacia
una institucionalización complementaria se fortalece. Si las estructuras orgá-
nicas del movimiento social adquieren desde el inicio un papel muy definido



NUEVA SOCIEDAD 209
Rafael Archondo

96

en relación con su brazo partidario, éste no podrá alcanzar la autonomía y se
mantendrá subordinado a los fines originales. La designación de candidatos
en asambleas sindicales –y no en un círculo selecto de dirigentes– parece mar-
car una diferencia muy clara en este sentido. Cuando esto ocurre, los repre-
sentantes elegidos y enviados al sistema político podrían adquirir un com-
promiso más firme con sus electores y participarían más activamente de la
cristalización de sus demandas.

5. En ambos casos, el contacto de los movimientos sociales con la política for-
mal e institucionalizada produce un cambio de doble vía: el sistema político
se «contagia» de los recién llegados y, por cálculo estratégico, tiende a adop-
tar, o a absorber, aunque sea solo superficialmente, sus demandas. Por otro
lado, los movimientos sociales también tienden a acoplarse, parcial o comple-
tamente, a las exigencias partidarias y pagan un precio por su incorporación.
Esto hace que dentro del movimiento social convivan resabios del pasado be-
ligerante y antiestatal con núcleos nuevos que encarnan las necesidades del
presente y pueden ser los primeros indicios de la oligarquización del conjun-
to. La pugna entre ambas fuerzas –como sucede hoy en el MAS– terminará
definiendo el futuro del movimiento social.

6. En Bolivia se verificó la idea de Maguire de que los movimientos sociales
tienden a convertirse en partidos políticos cuando las barreras para la partici-
pación electoral son pequeñas. Adicionalmente, puede decirse, también para
el caso boliviano, que este fenómeno, es decir, la conversión de los movimien-
tos sociales en partidos, no es atribuible a una división de las elites, a la ines-
tabilidad en las coaliciones de gobierno o a la vinculación de los movimientos
sociales con aliados influyentes, como enumera Tarrow. Al contrario, es jus-
tamente la ausencia de estos componentes lo que llevó a que los movimientos
sociales se vieran obligados a escoger la única oportunidad accesible: su in-
greso a la lucha electoral. Quizás de haber habido, por ejemplo, una división
de las elites, con el consiguiente desprendimiento de algunos de sus miem-
bros en calidad de aliados de los movimientos sociales, sus demandas hubie-
sen sido resueltas, al menos parcialmente, y no se hubiera producido la trans-
formación en un partido político. En síntesis, el salto a la arena electoral es un
recurso extremo de los sectores excluidos, que deciden ampliar su influencia
prescindiendo de las mediaciones existentes y creando una nueva.

7. Aunque en Bolivia los movimientos sociales no pudieron aprovechar una
división de las elites, porque éstas estaban claramente unidas en su contra, el
salto exitoso a la vida política generó una fisura en ellas y posibilitó su derrota
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en 2005 y 2006. Estaría consolidándose ahora una nueva elite, de origen indí-
gena y popular, orientada a gobernar el país durante los próximos años.

8. Finalmente, puede decirse que la conversión de los movimientos sociales
en partidos revela las restricciones del sistema de oportunidades políticas de
Bolivia, ya que los sindicatos se ven obligados a competir electoralmente pa-
ra canalizar sus demandas. Sin embargo, esto genera una pregunta: el copa-
miento del Estado por parte de los movimientos sindicales ¿no hará que dejen
vacante su antiguo rol de catalizadores de demandas sociales insatisfechas? En
ese caso, la tendencia hacia la cooptación o la oligarquización podría hacerse
presente. La alternativa a ello es sin duda la hegemonía, es decir, la consolida-
ción de una alianza duradera entre sociedad y Estado, lo cual vendría a ser un
rasgo inédito en su larga historia de distanciamientos y refriegas. 

9. En tal sentido, el MAS está en condiciones de reordenar por completo el
universo político boliviano en la medida en que mantenga su actual rol de
fuerza nacional articuladora de diversas tendencias étnicas y regionales. Has-
ta ahora, cuando combina acciones que fortalecen el Estado, redistribuyen
la riqueza y respetan la legalidad democrática, su pulsión hegemónica se
consolida. En esta perspectiva, todo indica que el MAS producirá muchos
cambios en el país, pero sin apartarse demasiado de las pautas instituciona-
les, desde donde ha surgido como movimiento social y partido político casi
al mismo tiempo.
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El caudillismo
fragmentado

Roberto Laserna

En el gobierno de Evo Morales 
conviven tres tendencias: 
el indigenismo, el estatismo 
y el populismo, articuladas por 
el nacionalismo como referencia 
común y por el liderazgo unificador
del presidente. El artículo sostiene
que, en última instancia, la 
orientación populista prevalece 
sobre las demás. Como se trata de
una tendencia políticamente poco
clara, que se define más por su 
método que por sus objetivos, 
no ha permitido que el gobierno 
consolide un rumbo definido. Hoy,
Evo Morales se encuentra sometido 
a las presiones contradictorias de
sectores y grupos sociales cada 
vez más fragmentados y dispersos,
y corre el riesgo de buscar refugio 
afirmando su caudillismo, lo cual
crearía una gobernabilidad frágil 
y poco democrática.

Las tres tendencias del MAS

¿Cómo se puede caracterizar el gobierno de Evo Morales? ¿Hacia dónde va?
¿Qué tipo de cambios propone y cuál es la imagen de futuro que orienta su
accionar? En base al análisis de discursos, propuestas y decisiones, propongo
la hipótesis de que dentro del Movimiento al Socialismo (MAS) coexisten al
menos tres facciones, cuya interrelación permitiría explicar la naturaleza y la
orientación del gobierno que lidera Evo Morales.

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 209, 
mayo-junio de 2007, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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En efecto, si se plantearan las preguntas iniciales a los propios dirigentes del
MAS y a las autoridades del gobierno, seguramente podrían obtenerse varias
respuestas, no necesariamente convergentes o compatibles entre sí. 

Un grupo importante, cuya cabeza más visible es el canciller David Choque-
huanca y al que probablemente pertenece la mayor parte de los dirigentes ay-
maras, hará referencia a la «revolución democrática y cultural» y al proceso
de descolonización. Este grupo tiene sus raíces en el movimiento indígena ka-
tarista que emergió en los años 70 en medio de la lucha por sacudir al campe-
sinado aymara de la tutela militar en el altiplano. 

Otro grupo, cuyo mejor representante quizás sea el vicepresidente Álvaro Gar-
cía Linera, definirá el proceso como una transición al socialismo y pondrá
énfasis en la necesidad de ampliar y fortalecer la intervención del Estado en la
economía, recuperando los recursos naturales como base de acumulación para
llevar adelante una industrialización soberana. Este grupo se nutre de militantes
de la vieja izquierda estatista y abarca desde ideólogos marxistas hasta tecnócra-
tas dispuestos a reeditar la industrialización por sustitución de importaciones
que alentó la Comisión Económica para América Latina (Cepal) en los 50 y 60. 

Finalmente, el tercer grupo, representado sobre todo por el propio Evo Mora-
les, seguramente no vacilaría en definir la gestión como «un gobierno de los
movimientos sociales», para enfatizar el rol protagónico que cumplen las or-
ganizaciones sociales populares, especialmente los sindicatos campesinos y
las juntas vecinales de los barrios, y la sensibilidad que desea demostrar el
presidente hacia las demandas provenientes de las bases.

Las tres tendencias, que para fines expositivos podemos denominar indige-
nista, estatista y populista, conviven bajo un paraguas común, que es el nacio-
nalismo, referencia tradicional de la izquierda latinoamericana y sustento
fundamental de los lazos de amistad y simpatía política con el venezolano
Hugo Chávez. El nacionalismo es el paraguas que cobija a las tres tendencias,
pero lo que de verdad las une y articula es el liderazgo de Evo Morales, cuya
fuerza simbólica ha aumentado al mismo tiempo que se fueron debilitando
sus adversarios, a los que él llama «políticos tradicionales», algo que ha suce-
dido con mucha más rapidez desde su ascenso al poder1. 

1. Varios analistas han señalado el carácter caudillista del gobierno de Morales, cuya política comuni-
cacional tiende a promover un culto a la personalidad del primer mandatario. Bastaría recordar que
mediante Decreto Supremo 28.807 del 21 de julio de 2006, el presidente Evo Morales declaró Patrimo-
nio Histórico Nacional a la localidad de Orinoca y Monumento Histórico la vivienda donde nació. 
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Hasta ahora, estas tres tendencias han convivido sin grandes dificultades
porque sus ámbitos de acción, sus propuestas y sus actividades no se han
interferido. 

La corriente indigenista se mueve sobre todo en los espacios simbólicos y ocu-
pa un lugar importante en el discurso del presidente y en la imagen interna-
cional que proyecta el gobierno. No es casual que David Choquehuanca se
haya hecho cargo de la cancillería y que Evo Morales, que nunca formó par-
te de los movimientos de reivindicación indígena, al punto que recibió re-
proches por ello cuando concentraba su acción en la reivindicación sindical
del cultivo de coca, se haya prestado a una posesión simbólica en Tiwana-
ku, cuidadosamente montada para consumo de los medios internacionales
de comunicación. 

En términos prácticos, esta tendencia parece haber concentrado su actividad
en la Asamblea Constituyente y en los medios de comunicación, guberna-
mentales y comunitarios. No debe olvidarse que el gobierno ha estado pro-
moviendo activamente y orientando recursos para la formación de una red de
radios «comunitarias» en el área rural2. Se puede decir, entonces, que el lugar
de la tendencia indigenista es el del discurso y la gestión simbólica y cultural. 

La tendencia estatista, por su parte, se mueve en los espacios de la gestión y
el diseño de políticas públicas. De hecho, podría decirse que prácticamente to-
dos los ministros del área económica pertenecen a esta tendencia. Son los que
promueven la «recuperación» de las empresas estatales. Han dado muestras
de pragmatismo, como en el manejo de la política monetaria o incluso en el
caso de los hidrocarburos, donde la nacionalización ha consistido básicamen-
te en la imposición de nuevos contratos a las empresas petroleras que ya ope-
raban en Bolivia. Sin embargo, con frecuencia su acción tiende a estar domi-
nada por objetivos ideológicos, como se comprueba con el plan de sustitución
de importaciones de acero, el control estatal de las telecomunicaciones o el
manejo de centros económicos «estratégicos», como la fundición de estaño.
Esta tendencia ocupa un lugar privilegiado en el gabinete, pero también cuen-
ta con espacios relevantes en el Congreso, especialmente en el Senado. 

Si la tendencia indigenista maneja el discurso y administra los símbolos y la
estatista gestiona la economía y diseña las políticas, la populista ocupa las

2. Hasta ahora son 25 estaciones de FM y AM, instaladas con donaciones venezolanas, que estarán
enlazadas a la radio estatal Illimani y sus tres repetidoras, formando la red Patria Nueva.
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calles y es, en definitiva, la que define los
alcances y la viabilidad tanto de políticas
como de discursos. La tendencia populis-
ta aglutina a las organizaciones de base,
ocupa los mayores espacios dentro del
partido de gobierno y tiene una fuerte
presencia en el Congreso, en la Asamblea
Constituyente y en el gabinete. 

Pero esta tercera tendencia no se define
por su orientación política o ideológica,
sino por su método: el basismo. Su prin-
cipio fundamental, que el presidente repite con frecuencia, es la consigna
«la voz del pueblo es la voz de dios». El pueblo, por supuesto, son las or-
ganizaciones sociales que se movilizan y se definen como tales, y su voz se-
rá más escuchada cuanto mayor sea la fuerza que le impriman a su acción.
El predominio de la tendencia populista sobre el conjunto ayuda a explicar
los rumbos vacilantes, y a veces contradictorios, que ha tenido el gobierno
de Morales en sus primeros quince meses de gestión. 

Rumbos de gestión

A pocos meses de iniciado el gobierno del MAS, se aprobó y se difundió el
Plan Nacional de Desarrollo denominado «Para Vivir Bien». El principio filo-
sófico del «vivir bien», se explicó en aquel momento, es distinto al del desa-
rrollo y es indiferente al crecimiento económico. «No queremos vivir mejor,
simplemente queremos vivir bien», decía una de las autoridades al explicar la
iniciativa, criticando el mercantilismo y la obsesión materialista de las teorías
del desarrollo. Y, sin embargo, las proyecciones económicas del plan contem-
plaban elevadas tasas de crecimiento y niveles de inversión extranjera que no
se han registrado jamás en Bolivia. No es de extrañar que del plan haya que-
dado, apenas, la consigna «vivir bien», que ya forma parte del discurso y la
propaganda oficial. 

Otro ejemplo de oscilaciones, sin duda más dramático, es el de Huanuni, la
tradicional zona minera. El máximo dirigente de los cooperativistas mine-
ros fue incorporado como ministro en el primer gabinete de Morales, con la
promesa de consolidar la organización cooperativa del sector. Pero luego
de que se produjeran violentos enfrentamientos entre cooperativistas y mi-
neros asalariados por el control de las vetas del cerro Posokoni, en octubre

Si la tendencia indigenista
maneja el discurso y
administra los símbolos 
y la estatista gestiona 
la economía y diseña las
políticas, la populista
ocupa las calles y es, en
definitiva, la que define los
alcances y la viabilidad
tanto de políticas como 
de discursos
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de 20063, el ministro fue reemplazado por un dirigente proveniente del ban-
do contrario, es decir, de las filas sindicales. Éste declaró que su intención era
eliminar totalmente la presencia de cooperativas en la zona y estableció un
programa para la incorporación de todos los trabajadores mineros como asa-
lariados de la empresa estatal Comibol. 

Pero la «voz del pueblo» no es solamente la que viene de los sectores populares.
También puede ser la de ciertas elites locales, como en el caso del Mutún, una gi-
gantesca reserva de hierro ubicada al sudeste de Bolivia, en la frontera con Brasil.
El gobierno de Morales anuló una licitación y dispuso la expulsión de una empre-
sa brasileña que había comenzado la instalación de hornos en la zona franca de
Puerto Suárez, y convocó a un nuevo proceso de adjudicación4. Ante la falta de
proponentes, el gobierno inició negociaciones con una corporación de la India, Jin-
dal Steel & Power, a la cual ha prometido subsidios implícitos a través de precios
diferenciales de gas que se acercan a la totalidad del dinero que podría obtener el
Estado por regalías, impuestos y utilidades5. En este caso, la presión de las organi-
zaciones cívicas de la zona coincide con la presión ideológica de la tendencia esta-
tista del gobierno, que sostiene que la industrialización nacional comenzará con la
siderurgia del Mutún, por lo que el cálculo económico les resulta irrelevante. 

El discurso contrario a la presencia de empresas extranjeras, justificación de
las nacionalizaciones que el gobierno ha emprendido, fue sustituido, en este

3. Más de 16 personas murieron víctimas de explosiones provocadas por dinamita y disparos de
armas de fuego y unas 70 debieron ser hospitalizadas con heridas de gravedad. El gobierno inhi-
bió la intervención de las fuerzas del orden por varias horas.
4. La empresa brasileña EBX, que fue expulsada, instaló hornos en la zona franca de Puerto Suá-
rez con el objetivo de beneficiarse de las condiciones impositivas. Su intención era procesar allí el
mineral de hierro proveniente de Brasil y destinarlo a dicho mercado. Al mismo tiempo, participó en
la licitación del Mutún, confiando seguramente en que su presencia en la zona demostraría la viabili-
dad de su propuesta. Pero sus cálculos fueron equivocados. En lugar de generar confianza, su plan
motivó las suspicacias de los funcionarios del gobierno que, aprovechando que la empresa aún no ha-
bía obtenido la autorización ambiental para los hornos ya instalados, ordenó su expulsión inmediata,
acusándola de haber intentado aprovechar los recursos naturales del Mutún. En cuanto al proyecto
mismo de explotación de hierro en la zona, una interesante relación se encuentra en Rolando Mora-
les: El proyecto del Mutún ¿sueño inconcluso?, Fundación Milenio, La Paz, 2006. 
5. Aunque aún no se cuenta con un contrato aprobado por el Congreso, en los acuerdos prelimi-
nares el gobierno de Bolivia ofrece abastecer a Jindal con 2,7 millones de metros cúbicos diarios de
gas a US$ 1,955 por millón de BTU (Unidad Térmica Británica, unidad de medida energética) y 5,4
millones de metros cúbicos a US$ 3,91 el millón de BTU, cuando el precio de venta de ese mismo
gas a la Argentina se acerca a los 5 dólares y Chile está comprando incluso a un precio mayor. Pue-
de estimarse que esto representa un costo para Bolivia de 2.815 millones de dólares en los prime-
ros 20 años de la concesión. A ello habría que añadir las inversiones en infraestructura que el país
se compromete a realizar y que pueden alcanzar fácilmente un sacrificio adicional de 500 millones
de dólares. El trato a esta empresa contrasta totalmente con el otorgado a otras, como Glencore en
la fundición de Vinto, a la cual se ha intervenido con intención de expropiarla, o Telecom, que ca-
pitalizó la estatal Entel, a la cual se está obligando a negociar la venta de sus acciones al Estado.



NUEVA SOCIEDAD 209
El caudillismo fragmentado

105

caso, por el de la cooperación Sur-Sur, aludiendo al origen «tercermundista»
de Jindal (algo que de nada le sirvió a la compañía brasileña expulsada). Atri-
buimos a la tendencia estatista este trato especial a la compañía india porque
es dicha tendencia la que justifica los subsidios como inversiones estatales en
pos de un objetivo supuestamente superior, en este caso, la industrialización
del acero que, como se recordará, fue el símbolo fundamental de la moderni-
zación socialista de comienzos del siglo XX. 

Las vacilaciones más flagrantes se dieron, sin embargo, en la nacionaliza-
ción de los hidrocarburos, la política estrella del gobierno de Morales. Dis-
puesta mediante un decreto supremo, la nacionalización consistió en la ex-
propiación de las acciones que fueron entregadas en fideicomiso por el Estado
a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) para el pago del Bono-
sol6 y la modificación sustancial del régimen impositivo mediante nuevos
contratos que debían negociarse directamente con las empresas. Para nego-
ciar los nuevos contratos, se esperaba contar con auditorías que permitieran
determinar si las empresas habían cumplido sus compromisos. El plazo, sin
embargo, fue insuficiente y la negociación se precipitó: el 28 de octubre de
2006, cuando se produjo un acto televisado de firma de nuevos contratos en
la fecha límite establecida en el decreto, lo que se firmó fueron papeles sin ma-
yor valor legal. Los contratos se terminaron suscribiendo después, y algunos
continuaron negociándose mucho más allá del plazo original. Aún así, las em-
presas dieron como válidos los nuevos contratos y esperaron su aprobación
por el Congreso y la protocolización notarial que les diera vigencia. 

Pero no resultó tan fácil. Cuando la oposición intentó eludir presiones del
«movimiento sin tierra» dejando sin quórum el tratamiento de modificacio-
nes al régimen agrario en el Senado, el oficialismo, que carece de mayoría pro-
pia en esa Cámara, aprovechó la oportunidad y habilitó a dos senadores
suplentes: con ellos no solo modificó la ley de tierras; también aprobó los con-
tratos petroleros, además de varios convenios con Venezuela. 

Sin embargo, al poco tiempo se supo que, pese a la aprobación del Senado, los
contratos no podían ser protocolizados, pues entre los textos originales firma-
dos por las empresas y los que habían sido sancionados en el Congreso se

6. El Bonosol es una pensión de vejez, no contributiva y de carácter universal, que se paga a todos
los mayores de 65 años en una cuota anual de 1.800 bolivianos (unos 225 dólares). Se estableció en
1997 y se paga con los rendimientos y la venta de acciones de las empresas capitalizadas (petró-
leo, ferrocarriles, energía, telecomunicaciones y aviación). Ver una colección de estudios sobre el
tema en Guillermo Aponte et al.: La inversión prudente, Fundación Milenio, La Paz, 2006. 
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habían deslizado muchos errores, no solamente en los nombres de los campos
y de las empresas, sino incluso en el contenido de algunos anexos, lo que pu-
so en evidencia la falta de cuidado con que se había manejado el tema7. 

La oposición aprovechó la circunstancia para abrir una investigación sobre los
contratos y su proceso de negociación. Se descubrió que fueron preparados por
una empresa estadounidense cuyos honorarios habrían sido pagados con fon-
dos venezolanos y que en todo el proceso no intervinieron ni el ministro de Hi-
drocarburos, Carlos Villegas, ni el presidente de Yacimientos Petrolíferos Fisca-
les Bolivianos (YPFB), Juan Carlos Ortiz, y tampoco el directorio de esta empre-
sa, que solamente tuvo conocimiento y aprobó un modelo general de contrato8. 

En cuanto al contenido de los contratos, la preocupación del gobierno estuvo
centrada en la captación de una mayor proporción de los ingresos, lo que, al pa-
recer, se ha logrado, ya que en proyecciones a 10 años se ha estimado que la par-
ticipación estatal estará entre 68% y 73% de los ingresos en boca de pozo9. Sin
embargo, a cambio de este aumento el sector ha sido colocado en una situación
más vulnerable a las variaciones en los precios y carece de incentivos para inver-
tir en la exploración o en la ampliación de las capacidades productivas de los
campos existentes, a pesar de que en la práctica las empresas han sido liberadas
de todos los riesgos y pueden amortizar sus inversiones en plazos muy cortos10. 

Adicionalmente, en el proceso de nacionalización –o redefinición de contra-
tos–, el gobierno ha generado fuertes tensiones con Brasil, debido a que este
país es el mayor comprador de gas boliviano y el principal accionista de Pe-
trobrás, la operadora e inversionista más importante en Bolivia. Los conflic-
tos, finalmente, fueron superados. Sin embargo, Brasil ha dado señales muy
claras de que no confía ni está dispuesto a depender del abastecimiento

7. En el caso de Petrobrás, por ejemplo, se acordó el contenido con la empresa en uno de los anexos.
Después, ante reclamos de la compañía, se cambió el contenido. Sin embargo, al enviar al Congreso
la documentación se mandó la primera versión y se sancionó lo que no se había convenido. 
8. La negociación fue encomendada por el presidente a un hombre de su confianza, Manuel Mo-
rales Olivera, por entonces asesor de YPFB. Poco después, éste asumiría la presidencia de YPFB a
pesar de carecer de formación académica en el rubro, lo cual fue justificado por Álvaro García Li-
nera recordando sus antecedentes familiares de probado nacionalismo. Cuando se conocieron los
detalles de su gestión, el presidente se vio obligado a removerlo del cargo. 
9. Proyecciones elaboradas por el ex-ministro de Hidrocarburos Mauricio Medinaceli, no publicadas.
10. Un interesante estudio de M. Medinaceli muestra que, al haberse establecido proporciones ele-
vadas de «impuestos a la producción», la explotación de los campos resulta económicamente fac-
tible solamente con precios altos. También señala que la participación de YPFB se reduce a medi-
da que se intensifica la explotación de los campos. Ver M. Medinaceli: La nacionalización del nuevo
milenio (cuando el precio fue un aliado), Fundemos, La Paz, 2007. Sobre los contratos he consultado
un estudio minucioso hecho por el ex-superintendente Carlos Miranda: «Los contratos petroleros
presentados al Legislativo», Fundación Milenio, La Paz, 2007, manuscrito.
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boliviano, por lo cual ha concentrado sus inversiones dentro de su propio te-
rritorio, apostando a otras fuentes de provisión de gas y a la utilización de
biocombustibles. En respuesta, el gobierno boliviano ha buscado mejorar sus
relaciones con Argentina mediante un compromiso de ampliación de la ven-
ta de gas, privilegiando el trato con la empresa petrolera Chaco, en la cual tie-
ne una fuerte presencia el conglomerado argentino Bridas a través de Pan
American Energy, un joint-venture con la British Petroleum. 

Los primeros resultados

Tal vez el futuro de la industria de hidrocarburos sea incierto, pero no lo es su
relevancia actual para la economía boliviana, relevancia que seguramente se
proyectará en los próximos 20 años, a pesar incluso de la caída en inversiones
de exploración que ya se observa. 

Durante muchos años, las exportaciones bolivianas se habían estancado en
torno de los mil millones de dólares y parecía muy difícil que lograran su-
perar esa barrera. Sin embargo, entre 2003 y 2006 se han triplicado, llegan-
do a más de 4.200 millones de dólares. Esa cifra se explica por el auge de los
precios de los minerales y de otros bienes primarios, así como por el aumen-
to de los volúmenes de exportación, especialmente de gas natural. Este pro-
ducto representó casi 44% del valor total de las exportaciones bolivianas en
2006 (v. gráfico 1). 

Fuente: Fundación Milenio: Informe Económico 2006, La Paz, 2007.
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Dada la nueva política de captación de las rentas petroleras, los ingresos fiscales
aumentaron también en forma más que proporcional, como puede observarse
en el gráfico 2. 

Este nivel de ingresos ha permitido superar el crónico déficit fiscal de Bolivia,
que se había tornado muy difícil de manejar debido al costo generado por la
reforma del sistema de pensiones. Así, por primera vez en muchos años, el ba-
lance fiscal de 2006 arrojó un superávit mayor a 5% del PIB. En estas condi-
ciones, el gobierno pudo realizar el gesto político de rechazar la firma de un
crédito stand-by con el Fondo Monetario Internacional, sin el cual antes era casi
imposible cerrar la brecha. 

El éxito de esta política, sin embargo, se ve ensombrecido por el hecho de que, da-
do que la mayor parte de los ingresos públicos dependen de las rentas de expor-
taciones, el riesgo fiscal ha aumentado. Además, los organismos de recaudación
tienen menos incentivos para cumplir su labor y los contribuyentes tienen pocos
incentivos para pagar sus impuestos. Solo 16 de los 42,7 puntos porcentuales de
ingresos fiscales respecto del PIB en 2006 provinieron de la renta interna. 

La pugna rentista

Las complicaciones que provoca esta suerte de bonanza fiscal en una socie-
dad altamente rentista como la boliviana son importantes11. La convicción,
compartida por amplios sectores de la población, de que la naturaleza es la

11. V. para un estudio más amplio de este tema, R. Laserna, José Gordillo y Jorge Komadina: La
trampa del rentismo, Fundación Milenio, La Paz, 2006.

Fuente: Fundación Milenio: Informe Económico 2006, La Paz, 2007.

Ingresos fiscales en Bolivia (como porcentaje del PIB)
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fuente primordial de la riqueza, sumada al hecho de que el Estado ha fun-
cionado casi siempre como un intermediario en la distribución de las rentas,
justificando así su ya larga tradición de «nacionalizaciones», provoca una
intensificación de la acción corporativa orientada a la captura de una parte
de esos recursos mediante la presión sobre los organismos públicos. 

Por supuesto, ésta no es la única explicación del comportamiento colectivo.
En el gráfico 3 se observa el promedio mensual de eventos conflictivos duran-
te los gobiernos de la era democrática actual12. Como se ve, la tendencia fue
declinante en los primeros cuatro gobiernos, que además se caracterizaron
por transferir el mando a la oposición. Después, durante el gobierno de Hu-
go Banzer, la tendencia se revirtió y la conflictividad comenzó a ascender, has-
ta alcanzar un punto culminante durante la gestión de Carlos Mesa, cuya ca-
pacidad de acción quedó a tal punto limitada que tuvo que renunciar. Luego
de una leve declinación de conflictos durante el gobierno de Eduardo Rodrí-
guez Veltzé, quien tenía básicamente la misión de convocar a nuevas elecciones,
se registró una recuperación de la tendencia ascendente a partir de la llegada
al poder de Evo Morales. De hecho, el promedio mensual en sus primeros 14
meses de gobierno supera a casi todos los anteriores –a excepción de Siles
Zuazo y de Mesa–, con 38,5 eventos conflictivos mensuales. 

12. Los datos provienen de la prensa escrita de circulación nacional, de la cual el Observatorio de Conflic-
tos del Ceres ficha todos los eventos que implican una movilización colectiva, cualquiera sea su objeto.

Fuente: Observatorio de Conflictos del Ceres.

El conflicto social y su probabilidad de éxito
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El gráfico también muestra, en una línea continua, la evolución de la pro-
babilidad de éxito de las acciones conflictivas. Es decir, la probabilidad de
obtener lo que buscan quienes protagonizan dichas acciones. Esto, por su-
puesto, incide en el comportamiento global, pues la probabilidad de éxito
refleja el nivel de incentivos que tienen los grupos para demandar la aten-
ción de sus adversarios y plantear sus reivindicaciones13. Como puede ver-
se, la probabilidad de éxito fue declinando desde el gobierno de Siles Zuazo
hasta el de Sánchez de Lozada, para aumentar súbitamente en el de Ban-
zer y mantener, desde entonces, una tendencia claramente ascendente. En
sintonía con la tendencia populista que prevalece en el gobierno de Mora-
les, durante su gestión la probabilidad de éxito de los movimientos con-
flictivos alcanza casi 45%, similar a la que se registró en el periodo de Si-
les Zuazo. Si se comparan los dos gobiernos, la diferencia más importante
está en la desigual capacidad de cada uno para satisfacer las demandas so-
ciales. El de Siles carecía de recursos y soportaba una profunda crisis eco-
nómica como consecuencia del aumento de las tasas de interés de la deu-
da externa y los desastres naturales. El de Morales, en cambio, dispone de
abundantes recursos –debido sobre todo a las exportaciones de gas y los
perdones de deuda– y así lo comunica a sus seguidores, por lo que pue-
de esperarse que el ritmo y la intensidad de los conflictos sociales sigan
aumentando. 

Los grupos organizados tienen un fuerte sentido de identificación con Evo
Morales y consideran que su gobierno les pertenece. El discurso del presiden-
te ratifica esta percepción, por lo que no puede sorprender la intensa conflic-
tividad. Por supuesto, no se trata de movimientos en contra del gobierno,
sino de presiones competitivas entre grupos para llamar la atención del pre-
sidente, para penetrar su gobierno. De todos modos, aunque no sean contra
el gobierno, esas movilizaciones sí afectan severamente su capacidad de ges-
tión, ya que restringen sus decisiones en los campos en los que la presión so-
cial es ejercida. 

El poder fragmentado

Al comenzar este ensayo señalamos que, mientras la tendencia indigenista
administra los símbolos y la estatista la política económica, la que en realidad

13. La probabilidad de éxito, en nuestro caso, proviene de la proporción de eventos que consi-
guen lo que se proponen con respecto al total de eventos sobre cuyos resultados se ha registra-
do información.
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define los rumbos del gobierno es la
populista. Es necesario decir «rum-
bos», en plural, pues efectivamente hay
muchos, tal como demostramos cuan-
do analizamos las contradicciones que
se han dado en algunas decisiones po-
líticas claves. Esta pluralidad de rum-
bos se debe a que la tendencia populista
no representa una orientación precisa,
sino que se define por el método de ab-
sorber y recibir las múltiples orientaciones que plantean los movimientos
de base. Y si hay algo que caracteriza a los movimientos de base en los úl-
timos años es la ausencia de una orientación política o ideológica defini-
da. En el pasado por lo menos se disfrazaba el rentismo corporativo con
un discurso nacionalista y revolucionario que era administrado por la
Central Obrera Boliviana.

La fragmentación de la acción colectiva es perceptible en la multiplicación
de actores que se lanzan espontáneamente a las calles en demanda de los
asuntos más variados, desde temas elementales como el abastecimiento de
gas licuado para cocinar, hasta reivindicaciones tan amplias y complejas co-
mo el calentamiento global y el cambio climático. Al desagregar los diferen-
tes sectores que protagonizan los conflictos, se nota un predominio de los
grupos medios14. Como es frecuente, ellos son «el pueblo» que más se escu-
cha y que más se ve. Tienen los recursos, la experiencia y la capacidad de
manejar el discurso que hace creíbles sus reivindicaciones. Su presencia re-
lativa había tendido a disminuir hasta el último periodo, incluido el inicio
del gobierno de Morales pero, poco a poco, han vuelto a ocupar el centro
del escenario social. Al mismo tiempo, se registra una pérdida de presencia
relativa de los sectores proletarios. La categoría de obreros, que en el pasa-
do marcaba con su impronta el escenario político, ha declinado continua-
mente en su accionar. En contraste, y se podría decir que ocupando su lu-
gar, aparecen los sectores populares urbanos y lo que hemos denominado
la «ciudadanía en general», categorías en las que se incluye a una gran va-
riedad de grupos, muchas veces organizados en torno de una demanda
momentánea y sin vinculación orgánica entre sí, como comités de barrio,
juntas de vecinos, comités cívicos, etc. 

14. Estas afirmaciones también surgen del análisis de los datos del Observatorio de Conflictos
del Ceres.

La pluralidad de rumbos 
se debe a que la tendencia
populista no representa
una orientación precisa,
sino que se define por 
el método de absorber y
recibir las múltiples 
orientaciones que plantean
los movimientos de base
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En una mirada de conjunto, lo central es que se ha producido un cambio im-
portante: en lugar del predominio de un par de grupos, hoy existe un abanico
más amplio de protagonistas, lo que indica la fragmentación a la que se alu-
día anteriormente15. 

De manera convergente, los datos sobre las formas de adhesión de los par-
ticipantes al conflicto muestran el creciente predominio de eventos que re-
quieren la adhesión activa de los protagonistas. Esta noción es importan-
te. Los conflictos de adhesión pasiva requieren que el participante apoye el
evento dejando de hacer lo que habitualmente hace, como típicamente
ocurre en una huelga. Se trata de un acto que, si bien tiene alcances públicos,
puede tener lugar en un ámbito privado, como la fábrica o la oficina. En con-
traste, los conflictos de adhesión activa requieren que el participante haga algo
distinto a lo habitual, como bloquear una calle, ocuparla con una marcha, to-
mar un local, etc. Son, pues, actos públicos que tienen lugar preferentemente en
ambientes públicos y casi siempre involucran una acción que afecta a terceros
y no solo a los adversarios o interlocutores directos. Así, los conflictos de adhe-
sión activa representan una mayor tensión y son más proclives a la violencia.
De hecho, contienen ya algo de violencia puesto que tratan de afectar a terce-
ros para conseguir la atención de su interlocutor o adversario explícito.

El gráfico 4 muestra claramente que las tendencias se han revertido y que en
los últimos años predominan los eventos de adhesión activa. Esto también es
consistente con la condición de los actores sociales que se movilizan. Como
en su mayor parte son grupos formados por pequeños productores indepen-
dientes, urbanos o rurales, vecinos y ciudadanos en general, no pueden ex-
presar sus reivindicaciones o ejercer su protesta en el ámbito relativamente
aislado y familiar de su actividad diaria y por eso tienden a salir de él y ex-
presarse en ambientes públicos. 

En general, las tendencias a la fragmentación social y a la acción directa no se
han originado con el actual gobierno, sino que lo preceden y –podría decirse–

15. La fragmentación de la acción social y su carácter predominantemente rentista matiza la
afirmación de que en Bolivia hay una sociedad civil fuerte. Estos grupos no son autónomos
con respecto del Estado y no pretenden serlo, tampoco limitan su acción a un conjunto de nor-
mas compartidas ni construyen instituciones que restrinjan o limiten los poderes que de hecho
ejercen, de manera tal que la forma en que unos y otros se relacionan entre sí pasa rápidamen-
te de la competencia a la confrontación, al punto que suele emplearse la palabra «tribaliza-
ción» para referirse a este proceso. En realidad, por la misma razón que no hay un Estado fuer-
te en Bolivia, tampoco hay una sociedad civil fuerte, y esa razón es la debilidad de la noción de
ciudadanía.
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son las que le han dado origen16. Precisamente por eso, una proporción tan al-
ta de la población se siente representada en forma fidedigna por Evo Morales
y, hoy por hoy, no parece dispuesta ni siquiera a pensar en otras alternativas.
El enorme apoyo que lo llevó a la Presidencia ha disminuido levemente, pero
su fuerza relativa es mayor hoy que cuando se realizaron las elecciones, en di-
ciembre de 2005, porque los sectores de la sociedad que no comparten las
orientaciones del actual gobierno y podrían definirse como de oposición han
perdido la confianza en otros líderes políticos. En esta dinámica, la polariza-
ción es muy alta y se percibe a veces con tanta tensión que incluso preocupa
a los propios partidarios de Morales17. 

El refugio caudillista

Al comenzar este ensayo propusimos reconocer la coexistencia de tres tenden-
cias no necesariamente compatibles entre sí pero unidas por su referencia

16. Tanto Banzer como Mesa intentaron colocarse en la cresta de la ola populista, el primero para la-
var su imagen de dictador, el segundo para consolidar su accidental presencia en el gobierno. Pero
su predisposición abierta a las demandas de base, reflejada en los aumentos de la probabilidad de
éxito de los conflictos, no alcanzó, pues ambos terminaron sobrepasados por la acción corporativa. 
17. En una encuesta libre por internet, de 60.871 votos registrados, 45% calificó la gestión de Mo-
rales como pésima y 34,6% como excelente (<www.bolivia.com>, 15 de abril de 2007). La muestra
no es representativa pero sí es ilustrativa respecto de cómo los espacios de centro están hoy rela-
tivamente vacíos. Las encuestas más representativas revelan, sin embargo, un alto nivel de apro-
bación al presidente, pero también a todas las demás autoridades e instituciones, pese a que la ma-
yor parte de ellas, antes calificadas negativamente, no ha cambiado mucho. Esto quiere decir que
el estado de ánimo de la gente es mucho más optimista y tolerante con los políticos de lo que fue
a principios de esta década. Los datos de las encuestas recogen también ese estado de ánimo.

Fuente: Observatorio de Conflictos del Ceres.

Bolivia: conflictos según formas de adhesión
Gráfico 4
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común al nacionalismo y sobre todo por la creciente importancia que tiene el
liderazgo de Evo Morales. Más allá del carisma personal, la personalización
del liderazgo no puede explicarse solamente por los atributos del líder, sino
que es, también, un producto sociopolítico. En este caso, es un resultado de la
relación mutuamente destructiva de los ahora denominados «partidos tradi-
cionales» y de las dificultades de institucionalización del MAS, un partido
formado a horcajadas de las movilizaciones estimuladas por el descontento
social y las crecientes expectativas rentistas. 

El debilitamiento institucional, agudizado por una Asamblea Constituyen-
te que supuestamente ha de reinventar el país y desandar su historia, de-
ja vacíos que requieren ser llenados por el liderazgo personal. Pero ese
debilitamiento, cultivado por los afanes «revolucionarios» del propio go-
bierno, ocurre sobre todo en los órganos centrales del Estado, y por lo tan-
to aparece enfrentado a un proceso novedoso en la historia republicana
de Bolivia: el fortalecimiento de los niveles regionales de gobierno, alcal-
des y prefectos, cuyas cabezas han sido elegidas por primera vez a través
del voto de la población, en la misma oportunidad en que Morales fue vo-
tado presidente.

Nos encontramos así ante la situación compleja de un gobierno elegido con
53% de los votos, pero que en los hechos tiene menos poder que, por ejem-
plo, el de Víctor Paz Estenssoro, quien llegó al gobierno en 1985 tras una
segunda vuelta congresal, luego de haber salido segundo en la votación po-
pular con menos de 27% de los votos. Y es que, pese a esta debilidad, Paz
Estenssoro asumió el pleno control de un Estado que, aun en crisis, centra-
lizaba todos los niveles de gobierno y una parte sustancial de la economía,
las inversiones y el empleo. Morales resultó elegido con 53% de los votos y
sin mediación del Congreso, pero la ley lo obligó a designar como prefectos
a quienes lograron mayor votación en los departamentos, fueran o no de su
agrado. Tampoco pudo designar a ninguno de los 324 alcaldes del país, que
manejan directamente una parte importante de los recursos fiscales. Y, final-
mente, las empresas estatales, que solían controlar las compras y los em-
pleos públicos en los 80, tienen ahora autonomía de gestión, ya que han si-
do transferidas, privatizadas o capitalizadas18. 

18. Ya el presidente Banzer vivió el contraste de haber gobernado de una forma casi absoluta un
Estado centralizado en los 70 y uno descentralizado en el 97. Desde el primer momento se quejó
por cómo se había «desmantelado» el Estado; si bien los recursos fiscales y la capacidad de inver-
sión eran mucho más grandes, se habían ya descentralizado.
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El grado de descentralización alcanzado en
Bolivia exige concertación política y sola-
mente admite cambios graduales. Esto, sin
embargo, contrasta con la impaciencia del
electorado y la del propio equipo guberna-
mental, por lo que apenas tomó posesión
Morales ya empezaron a aflorar tensiones,
especialmente con los prefectos, a quienes
desde el gobierno se percibe –y con razón–
como potenciales rivales en futuras compe-
tencias electorales. Los prefectos, más que
los alcaldes, tienen gran visibilidad política
y mayores posibilidades de trascender el
ámbito local, y algunos de ellos han tenido presencia nacional, de modo
que esas tensiones eran predecibles. 

La oposición ha ido cerrando filas tras la demanda de autonomías regiona-
les. De hecho, varios de los prefectos han formado una Junta Nacional Au-
tonómica con el objetivo de hacer prevalecer los resultados del referéndum
sobre autonomías realizado junto con la elección de delegados a la Consti-
tuyente, e intentan convertirse en referentes de oposición a las políticas gu-
bernamentales. Y, aunque se corre el riesgo de convertir la demanda auto-
nómica en una trinchera defensiva, tiene una dimensión política con alto
potencial conflictivo, como se vivió en Cochabamba en enero de 2007. 

En 2002, el actual prefecto cochabambino, Manfred Reyes, se había postulado
como candidato a presidente y logró una cantidad de votos muy cercana a la de
Evo Morales, que entonces salió segundo. En las elecciones de 2005 obtuvo la
prefectura con una votación muy destacada, considerando que en Cocha-
bamba se encuentra el Chapare, principal bastión de Morales. En diciembre de
2006, Reyes decidió sumarse al movimiento autonomista liderado por los pre-
fectos de Santa Cruz, Beni y Tarija. Al poco tiempo se vio presionado por los
consejeros departamentales, la mayoría de los cuales pertenece al MAS, a quie-
nes poco a poco se fueron sumando grupos de campesinos de la zona del Cha-
pare. Las vigilias y marchas exigiendo la renuncia del prefecto se intensificaron
hasta que, en enero de 2007, condujeron a posiciones más agresivas y confron-
tacionales. Una marcha campesina contra el prefecto derivó en el intento de to-
mar la sede gubernamental, parte de la cual fue incendiada ante la ausencia de
la policía, nuevamente inhibida de actuar por órdenes del gobierno nacional.
Otra marcha, convocada por fuerzas afines al prefecto, debió suspenderse

El grado de 
descentralización
alcanzado en Bolivia 
exige concertación 
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ante amenazas de enfrentamiento con los campesinos movilizados, que ocupa-
ron físicamente el lugar de la concentración para impedirla. Este acto de fuerza
provocó una reacción masiva de repudio y al día siguiente, el 11 de enero, se
realizó un acto multitudinario de apoyo al prefecto con la ocupación de calles,
plazas y avenidas, que derivó en enfrentamientos violentos en los que murie-
ron dos personas y se registraron más de 200 heridos. Una de las muertes, la de
un joven de 17 años, tuvo características de linchamiento, pues el joven fue se-
cuestrado cuando se encontraba herido y al cuidado de un médico y fue asesi-
nado a golpes de palo y machete. 

La primera reacción del gobierno fue intensificar la presión movilizando a un
número creciente de campesinos para amedrentar a la población urbana de
Cochabamba, que había cerrado filas en torno del prefecto. Cuando todo pa-
recía indicar que se desatarían nuevos hechos de violencia, algo convenció a
los líderes del movimiento campesino de que no convenía continuar forzan-
do la situación, por lo que desistieron del ataque a la Prefectura. De todos mo-
dos, lo ocurrido en Cochabamba ha dejado una huella tan profunda en el país
como los cabildos multitudinarios que se reunieron en Santa Cruz. En todos
ellos se habló el lenguaje de las calles, que hasta ahora parecía exclusivo de
las organizaciones favorables al presidente, y se demostró que los sectores ur-
banos no cederán fácilmente.

Ante ese panorama, que debería obligar a reconocer las limitaciones del pro-
yecto refundacional para retomar el curso de un proceso de democratiza-
ción continua, gradual y concertada, el gobierno podría optar por lo contra-
rio. Por un lado, tratar de reconstruir el viejo sistema centralista recuperando
el Estado empresario y debilitando los gobiernos locales y departamentales
y, por otro, afirmar el potencial caudillista de Evo Morales a fin de concen-
trar el poder en su persona, convirtiéndolo en el núcleo de un típico sistema
patrimonialista y clientelar y utilizando para ello los recursos del gas y las
donaciones internacionales19. En ese contexto, la debilidad institucional del
Estado boliviano deja de ser un justificativo para el cambio y se convierte en
una condición necesaria para la gobernabilidad. Pero se trata, por supuesto,
de una gobernabilidad poco democrática y muy vulnerable, que tenderá a
preocuparse cada vez más por su simple permanencia. 

19. No es casual que, al cierre de este texto, en abril de 2007, se haya planteado en Bolivia una con-
troversia por el estilo informal y personalizado de distribución a los alcaldes de cheques prove-
nientes de una donación «no condicional» de Venezuela. La oposición reclama que esos recursos
pasen por los canales institucionales de registro y control del gasto público, pero el presidente ar-
gumenta la necesidad de «desburocratizar» el gasto.



NUEVA SOCIEDAD 209
El caudillismo fragmentado

117

Nada de esto quiere decir que Evo Morales haya desperdiciado completa-
mente la oportunidad de conducir la reconciliación con el pasado y proyec-
tar a Bolivia hacia un futuro de inclusión social e integración económica.
Pero el desaliento de muchos que lo apoyaron con esa esperanza sugiere
que está cada vez más lejos de realizarla. Y es que, por muy poderoso que
sea un caudillo, nunca es totalmente dueño de su poder. Mucho menos si
ese poder está fragmentado.
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El reto 
posneoliberal
de Bolivia

George Gray Molina

La nacionalización de los 
hidrocarburos, la principal decisión
económica del gobierno de Evo 
Morales, fortaleció los ingresos 
públicos y le permitió a Bolivia 
superar los 10.000 millones de 
dólares de PIB. Sin embargo, sería
un error pensar que con eso alcanza.
A lo largo de su historia, Bolivia 
ha cambiado varias veces de modelo
económico, pasando del estatismo
al neoliberalismo, sin alterar 
nunca un patrón de desarrollo 
basado en la extracción de recursos
naturales. El reto posneoliberal de
Bolivia consiste, entonces, en 
construir una economía de base 
ancha que incluya más actores, 
exportaciones más diversificadas 
y una mayor variedad de 
articulaciones internas y externas.

L a economía boliviana, como la sociedad y la política, vive momentos de
profundos cambios. En mayo de 2006, con la nacionalización de los hi-

drocarburos, se abrió un nuevo ciclo económico que se consolidó en abril de
2007, con la aprobación parlamentaria de 44 nuevos contratos con 12 empre-
sas multinacionales. Quedan, sin embargo, algunos problemas pendientes,
tanto dentro como fuera del proceso nacionalizador, que definen el reto pos-
neoliberal de Bolivia: ¿cómo construir un modelo económico que consolide
la economía del gas y siente las bases para la generación de empleo e ingre-
sos más allá del gas? ¿Cómo asegurar que el boom del gas no sufra la misma
suerte que los de la plata, el estaño y otras materias primas que, durante

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 209, 
mayo-junio de 2007, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.
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siglos, generaron ingresos en la cúpula y redistribuyeron pobreza en la base
de la pirámide económica? ¿Cómo reducir la pobreza en una economía que,
pese a que este año crecerá 4%, incrementará en 130.000 el número de perso-
nas que se incluyen entre la población pobre?1 En estas líneas planteamos que
el nuevo modelo económico emergente de la nacionalización debe ayudar a
construir un nuevo patrón de desarrollo2.

El reto posneoliberal significa trascender el debate teórico sobre el futuro del
Consenso de Washington y poner en práctica un esquema que articule inter-
namente a miles de pequeños y medianos actores de la economía popular con
actores competitivos de la nueva economía, y que se articule externamente a
través de exportaciones no tradicionales de alto valor agregado y nichos de
mercado, como el comercio orgánico y el comercio justo. Superar este desafío
implicaría construir un nuevo patrón de desarrollo a la medida de una econo-
mía pequeña pero dinámica como la boliviana. 

Nuevo modelo: nacionalización de los hidrocarburos

Antes de avanzar en la discusión sobre modelos y patrones, es importante
describir la «nacionalización» de los hidrocarburos. El proyecto nacionaliza-
dor fue precisado en dos medidas legales: la Ley 3.058, de julio del 2005, y el
Decreto Supremo 28.701, de mayo de 2006. Es la tercera vez que Bolivia nacio-
naliza los hidrocarburos en el último siglo: en 1937 se nacionalizaron las ope-
raciones de Standard Oil y en 1969 las de Gulf Oil. Pero, a diferencia de las
dos ocasiones anteriores, esta vez la «nacionalización» no implicó una confis-
cación de la propiedad de las compañías multinacionales.

El contenido de los contratos firmados por las empresas y el gobierno y re-
frendados por el Congreso en abril de 2007 es un híbrido entre contratos de
producción compartida y contratos de operación o asociación con la estatal Ya-
cimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB)3. La participación estatal en los

1. Estimado en base a elasticidades crecimiento/reducción de la pobreza presentados en Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD): La economía boliviana más allá del gas,
PNUD, La Paz, 2005.
2. Esta discusión toma como punto de partida los trabajos de Fernanda Wanderley y G. Gray
Molina: «La economía más allá del gas: entre la base estrecha y la base ancha», Universidad de
Oxford, 2007 y G. Gray Molina y F. Wanderley: «Pockets of Growth in a Low-Growth Economy»,
Universidad de Harvard, 2007. 
3. Ver Carlos Miranda: «Las repercusiones externas de la nacionalización» y Francesco Zaratti:
«Repercusiones de la nacionalización y el futuro de los hidrocarburos en Bolivia y la región, tras
la firma de los contratos petroleros» en Fundación Boliviana para la Democracia Multipartidaria
(FBDM): El nuevo ciclo de los hidrocarburos, La Paz, FBDM, 2007.
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beneficios se define por una metodología parecida al «factor R» aplicado en
Perú, donde el Estado participa de la renta petrolera una vez que la compañía
privada recupera sus costos de operación y capital4.

De acuerdo con la nueva normativa, la participación estatal tiene cuatro
ejes. Las regalías, equivalentes a 18% del valor de la producción de gas en
el punto de fiscalización; el Impuesto Directo a Hidrocarburos (IDH), equi-
valente a 32% del valor de producción de gas en el punto de fiscalización;
el pago al titular (el operador del campo) de los costos recuperables me-
diante un porcentaje a convenir del valor de la producción de gas en el
punto de fiscalización; y la distribución del remanente en calidad de utili-
dad compartida entre YPFB y el titular, en base a una fórmula que toma en
cuenta las inversiones hechas y depreciadas, el precio de venta del gas y los
volúmenes de producción5. Así, la participación estatal tras la firma de los
nuevos contratos petroleros varía entre 67% del valor bruto de producción
en boca de pozo a un dólar por millón de BTU y 75% cuando el precio lle-

ga a 4,5 dólares por millón de BTU.
Esto significa una participación esta-
tal un poco mayor al 50% estipulado
en la Ley 3.058 y un poco menor al
82% establecido en el decreto de na-
cionalización6. 

El modelo nacionalizador boliviano
muestra, a un año de su inicio, dos as-
pectos positivos. El primero es que la

economía boliviana logró cruzar el umbral de 10.000 millones de dólares de
Producto Interno Bruto en 2006, de los cuales 2.000 millones provienen de las
exportaciones del sector hidrocarburífero. El segundo es que los ingresos
fiscales por impuestos y ventas directas de gas superaron los 1.600 millo-
nes de dólares en 2006, lo que ha hecho que, por primera vez en 20 años,
los ingresos tributarios del país hayan triplicado los aportes de la coopera-
ción internacional. Bolivia, perteneciente al grupo de naciones de la Inicia-
tiva para Países Altamente Endeudados (HIPC, por sus siglas en inglés),
tiene ahora la posibilidad histórica de sustituir gradualmente su dependen-
cia de la ayuda externa.

4. Ver Mauricio Medinaceli: «Aspectos económicos de los nuevos contratos» en FBDM: ob. cit.
5. Ver F. Zaratti: cit.
6. Ver M. Medinaceli: cit. 
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Las desventajas del modelo nacionalizador se concentran en tres aspectos. En
primer lugar, actualmente el «efecto precio» prima sobre el efecto producción
o productividad en el dinamismo de la economía del gas. En 2006, los precios
promedio de exportación del gas fueron 5,4 veces mayores que ocho años an-
tes y tres veces mayores que tres años antes7. Y, si bien hoy los precios se man-
tienen altos, la bonanza está expuesta a un bajón o una desaceleración de los
valores regionales y mundiales del gas. En segundo lugar, hay una fuerte in-
certidumbre en la expansión de inversiones en exploración y explotación en
los próximos años. Los nuevos contratos que prevén un aumento de las ex-
portaciones a Argentina y Brasil requieren de un horizonte de certidumbre
en la expansión de la inversión al que no se han comprometido ni Petrobrás
ni Repsol. Finalmente, en la medida en que el mercado energético mundial
siga en tensión permanente, Bolivia requerirá ampliar su horizonte hacia los
mercados de ultramar8. Esto implicaría diseñar una estrategia de integración
energética en el Cono Sur, pero también un vínculo más certero con puertos
de gasificación y regasificación en los océanos Pacífico y Atlántico. 

En suma, el balance del proceso nacionalizador es positivo en el corto pla-
zo, ya que permite consolidar un motor que sustituye al estaño, que dina-
mizó gran parte de la economía en el siglo XX. El problema es que la actual
estrategia repite muchos de los errores de una trayectoria de desarrollo ba-
sada en un solo motor, es decir, un patrón de desarrollo de base estrecha.
Para dar el paso de un viejo a un nuevo patrón será necesario diversificar
los mercados y multiplicar los actores con el objetivo de construir una eco-
nomía de base ancha.

Viejo patrón: economía de base estrecha

¿Por qué no es suficiente apostar por el gas nacionalizado? ¿En qué consiste
un patrón de desarrollo de base estrecha y en qué afecta el desarrollo econó-
mico boliviano? Las respuestas a esta pregunta nos llevan, primero, a un
repaso de la historia económica boliviana y, después, a una enumeración de
las consecuencias actuales de la concentración de la economía. Sostenemos
que si el patrón de desarrollo no cambia, más allá de las variantes liberales,
mixtas o nacionalistas del modelo, Bolivia seguirá siendo uno de los países
más pobres y desiguales de América Latina.

7. Ibíd.
8. V. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD): El estado del Estado, Informe Na-
cional de Desarrollo Humano, PNUD, La Paz, 2007.
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¿Qué distingue un modelo económico de un patrón de desarrollo?9 ¿Por qué
es más importante cambiar el segundo que seguir debatiendo sobre el sello
ideológico del primero? Entendemos por patrón de desarrollo la manera en
que se vinculan, funcionan, cooperan u obstruyen los factores de producción
de una economía, en un contexto de ventajas o desventajas competitivas, que
dinamizan o no dicho entramado productivo. El modelo es el «cómo» de la eco-
nomía; el patrón es el «qué». El patrón de desarrollo describe tanto la dotación
de factores (¿somos un país rico en capital?; ¿en tecnología?; ¿en mano de obra?;
¿en recursos naturales?) como la modalidad de inserción internacional (¿nos ce-
rramos al comercio?; ¿nos abrimos de par en par?; ¿buscamos nichos en los cua-
les podemos competir?). El modelo económico, en cambio, es simplemente la
manera en la cual se administra el patrón de desarrollo. Se lo puede hacer con
un Estado fuerte e interventor, desde una visión que les dé más poder a las fuer-
zas del mercado o desde una visión mixta que combine Estado y mercado. El
modelo es la forma, mientras que el patrón es el contenido, la sustancia.

Bolivia ha cambiado varias veces de modelo, pero nunca ha intentado trans-
formar su patrón de desarrollo. Entre 1900 y 1920, bajo el signo del liberalis-
mo, el patrón de desarrollo se hizo «estaño-dependiente», como antes había
girado en torno de la plata, la goma o la castaña. En 1937, la nacionalización
de la Standard Oil y la creación de YPFB movieron el péndulo hacia la nacio-
nalización, pero no alteraron el patrón extractivo. La segunda parte llegó en
1952, con la nacionalización del sector estañífero y el nacimiento de la Corpo-
ración Minera de Bolivia (Comibol). En los 60, el péndulo volvió a inclinarse
hacia el liberalismo, con nuevas inversiones privadas en minería e hidrocar-
buros, hasta la nacionalización de la Gulf Oil, en octubre de 1969, cuando se
evaporó el último recuerdo estatista del patrón monoproductor. Entre 1985 y
2005 se abrió una ventana de oportunidad perdida para diversificar la econo-
mía y multiplicar los actores que intervienen en los sectores competitivos. El na-
cimiento del «patrón gas» a partir de la promulgación de la Ley de Hidrocarbu-
ros de 2005 generó un nuevo cambio de modelo, pero siempre sobre el mismo
patrón de desarrollo extractivo.

Ya sea desde Comibol o desde YPFB, con nuevas leyes de inversiones e inten-
tos de privatización, la economía boliviana no ha dejado de concentrar la
mayor parte de sus esfuerzos en la explotación y el aprovechamiento de un
núcleo reducido de recursos naturales. Persiste, entonces, un patrón adminis-
trado desde distintos modelos, que se caracteriza por la concentración de la

9. V. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD): La economía boliviana…, cit.
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economía nacional en la exportación de pocos productos, la mayor parte de
ellos entregados a los mercados sin procesamiento o valor agregado.

El resultado más visible de la persistencia de un patrón de desarrollo centra-
do en la dependencia monoproductora es una economía «de base estrecha».
Entendemos por base estrecha una configuración particular de la estructu-
ra productiva. En Bolivia, el sector de industria manufacturera concentra
83% de la fuerza laboral, organizada en unidades familiares, campesinas o
microempresariales de menos de cinco personas. Sin embargo, este mismo
sector produce apenas 25% del ingreso. Inversamente, sólo 7% de los traba-
jadores, agrupados en empresas de más de 50 empleados, genera 65% del
ingreso. Esta doble pirámide separa empleo de ingresos. En el medio se
ubican las medianas empresas, que producen 10% del total y ocupan a 10% de
la masa laboral10.

Este patrón de desarrollo de base estrecha debe ser transformado por tres mo-
tivos. El primero es el bajo nivel histórico de crecimiento (ver gráfico 1). A pe-
sar de un entorno macroeconómico estable y un periodo de apertura favorable,

10. Ibíd.

Fuente: Elaboración propia en base a información de Unidad de Análisis de Políticas Sociales y
Económicas (Udape).

Evolución del Producto Interno Bruto (en miles de bolivianos de 1990)
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Bolivia no ha podido generar el impulso necesario para promover el desarro-
llo y reducir la pobreza. La tasa de crecimiento promedio entre 1950 y 2005 fue
de 2,8%, lo que se traduce en un crecimiento promedio per cápita de 0,5%, un
porcentaje extremadamente bajo para superar las necesidades socioeconómi-
cas. Elementos tales como la acentuada crisis fiscal –traducida en un alto en-
deudamiento público– y el bajo nivel de ahorro interno, que amplió la brecha
ahorro-inversión, combinados con fluctuaciones en los términos de intercam-
bio, la baja productividad y los efectos negativos de la mediterraneidad, han
provocado que en los últimos 20 años Bolivia mantuviera tasas de crecimien-
to menores a las observadas en los 60 y 70.

El segundo motivo es la alta concentración en unos pocos productos ex-
portables. En 2006, 49% de la oferta exportadora se basó en hidrocarburos
y 19% en minería11. Dado el tamaño reducido de Bolivia, su inserción en
mercados externos es fundamental para el crecimiento. Es necesario gene-
rar una inserción internacional que permita que la contribución de las ex-
portaciones al crecimiento sea una constante y no un fenómeno transitorio
derivado de cambios en la coyuntura externa. Históricamente, Bolivia no ha
podido incrementar el valor de sus exportaciones ni diversificar su oferta.
Si bien la evolución de la estructura de las exportaciones muestra cambios
sustanciales desde mediados de la década del 90 –cuando comenzaron a
abrirse paso las exportaciones no tradicionales–, el patrón de fondo no se
ha modificado. 

El tercer motivo para justificar un viraje es la persistencia de la pobreza, la
desigualdad y la baja movilidad social. El crecimiento es incapaz de generar
un efecto de rebalse que le permita a Bolivia abandonar su puesto entre los
países más pobres y desiguales de Latinoamérica. De acuerdo con la En-
cuesta de Mejoramiento de las Condiciones de Vida (Mecovi) de 2005, cerca
de 174.419 personas ingresan en la pobreza cada año. Asimismo, para el pe-
riodo 1999-2002, cuando el crecimiento alcanzó en promedio una tasa de
1,76%, la pobreza (en términos absolutos) pasó de 5 a 5,5 millones de perso-
nas, de las cuales 3,5 millones son indigentes. Se estima que la tasa de cre-
cimiento económico que neutraliza el crecimiento demográfico por debajo
de la línea de pobreza es de 6%. Con niveles de crecimiento muy por de-
bajo de ese porcentaje y un Coeficiente de Gini de 0,614, el patrón de creci-
miento boliviano es claramente empobrecedor12. Un cálculo basado en

11. V. Instituto Nacional de Estadísticas (INE): «Nota de prensa No 21», INE, La Paz, 2007.
12. V. Cepal: Anuario Estadístico 2006 de América Latina y el Caribe, Cepal, Santiago de Chile, 2007.
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proyecciones de población y creci-
miento económico revela que, con una
tasa promedio de crecimiento per cá-
pita de 0,3%, Bolivia tardaría 178 años
en salir de la pobreza, lo cual implica
que nueve generaciones de bolivianos
no mejorarán su condición. Por otro
lado, la movilidad social en Bolivia es
reducida, lo cual desincentiva la lucha
contra la pobreza y no contribuye a
impulsar el crecimiento económico de
largo plazo13.

Nuevo modelo para un nuevo patrón

¿Cómo modificar la dependencia histórica de Bolivia sin desconocer las opor-
tunidades abiertas por el nuevo modelo nacionalizador? Creemos que la res-
puesta se encuentra en la construcción de una economía diversificada que
enfrente los desafíos de articulación externa e interna y que intente resolver las
dificultades de articulación interna de miles de actores productivos. La econo-
mía boliviana requiere un nuevo modelo para un nuevo patrón que ayude a su-
perar el crecimiento empobrecedor. Afortunadamente, el embrión ya existe.

Una investigación reciente tipifica la economía en función de su heterogenei-
dad estructural14. En primer lugar, la economía boliviana ha tenido una tasa
real de crecimiento promedio de 0,5% per cápita en los últimos 50 años. Es
una economía que no creció. En segundo término, entre los motivos habitua-
les del bajo crecimiento se encuentran obstáculos estructurales –como la me-
diterraneidad, la heterogeneidad geográfica, la baja calificación de los recursos
naturales y las trabas burocráticas, entre otros–, lo que incrementa el costo-
país de cualquier exportación y, por lo tanto, de cualquier posibilidad de
mejorar el crecimiento económico. En tercer lugar, a pesar de este panorama
negativo, existen algo así como 156 rubros productivos que ampliaron su po-
sición en el mercado mundial en los últimos 20 años, y 23 rubros que consis-
tentemente mantuvieron su liderazgo en el mercado mundial15. 

13. Ver Verónica Paz Arauco, Milenka Ocampo y Patricia Espinoza: «Desigualdad: esa ‘tensión irre-
suelta’ en Bolivia», documento de trabajo, Informe de Desarrollo Humano, PNUD, La Paz, 2007. 
14. Ver G. Gray Molina y F. Wanderley, cit.
15. Estos rubros reflejan productos estimados a cuatro dígitos del sistema de clasificación interna-
cional de comercio SITC (Standard International Trade Classification, por sus siglas en inglés).
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¿Cómo caracterizar esos bolsones de crecimiento?16 Existen al menos tres ti-
pos de articulaciones alternativas al gas en la economía boliviana. El primer
tipo de articulación está asentado en exportaciones de commodities, materias
primas homogéneas como la soya y otras oleaginosas, que generan eslabona-
mientos hacia la economía popular rural, pero que tienden a concentrar su
competitividad en materia prima y mano de obra baratas, más que en valor
agregado o cambio tecnológico. En 2006, estos sectores generaron cerca de 371
millones de dólares de exportaciones. El segundo tipo de eslabonamiento es
el producido por las exportaciones no tradicionales «basadas en precio»,
como la joyería, el cuero o la madera tropical, que también generan eslabona-
mientos hacia la economía popular –en este caso urbana– y que producen bol-
sones de agregación de valor en algunos eslabones de la cadena de exporta-
ción. Estas exportaciones contabilizaron cerca de 534 millones de dólares en
2006. El tercer tipo de articulación se apoya en las exportaciones no tradicio-
nales «basadas en calidad», como las manufacturas de muebles, la joyería es-
pecializada, los alimentos orgánicos y el comercio justo, que generan valor
agregado y eslabonan hacia adelante y atrás en la economía. Aunque peque-
ños, estos nichos se muestran promisorios para la expansión. En 2006 repre-
sentaron cerca de 174 millones de dólares en exportaciones.

La cuestión, entonces, ya no es cómo hacer crecer la economía boliviana. Así for-
mulada, la pregunta nos puede llevar a una revisita de las recetas ancladas en la
lenta y tortuosa convergencia de factores de competitividad con países vecinos
y desarrollados. La pregunta relevante es: ¿por qué crecen algunos bolsones de
la economía a pesar de que enfrentan los mismos obstáculos estructurales que el
resto de los sectores? Este planteo nos permite tender un puente entre un nuevo
modelo que retiene y transfiere excedentes del gas, y un patrón de desarrollo
que genera empleo e ingresos en la base de la pirámide y en el largo plazo. 

Tres retos de la agenda posneoliberal

El paso de una economía de base estrecha, basada exclusivamente en la ex-
portación del gas natural, a una economía de base ancha, diversificada y con
muchos actores productivos y rubros competitivos, implica instalar una agen-
da de políticas alternativa al estatismo estático de los 50 y 60, pero también al
laissez faire de los 80 y 90. Esta agenda no debe temerle a la inserción interna-
cional, pero tampoco a generar empleo en la base de la pirámide. Bolivia
tiene hoy la oportunidad de avanzar en ambas tareas y superar los obstácu-
los del pasado. Para ello debe superar tres retos.

16. Ver F. Wanderley y G. Gray Molina, cit.
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El primero es trabajar a tres ritmos en la construcción de una economía de ba-
se ancha, que a la vez conserve los recursos naturales y le imprima identidad
a su producción. Bolivia tiene la oportunidad de sacar ventaja de su heteroge-
neidad estructural. Esto significa promover una agenda de políticas públicas
heterogéneas para los diferentes motores de la economía (políticas de indus-
trialización e inserción internacional alternativas) y políticas públicas comunes
para reducir el costo-país derivado de los obstáculos estructurales (transpor-
tes, integración física y desarrollo de capital humano).

La agenda de conservación del ambiente, la de valoración de identidades intercul-
turales en la producción y comercialización y la expansión de las oportunidades
de desarrollo en la base de la economía no tienen por qué estar reñidas entre sí. A
diferencia de nuestros vecinos, Bolivia puede darse el lujo de «saltar etapas» en el
proceso de desarrollo económico. No hace falta esperar 178 años17 para que el go-
teo económico erradique la pobreza de manera inercial, ni esperar 70 años18 para
que los indicadores de competitividad global converjan con el promedio europeo.
Se puede avanzar ya en la construcción de una economía pujante para el siglo XXI.

El segundo reto es multiplicar las articulaciones entre los actores de la economía
popular y los de la economía exportadora, construyendo cadenas entre iguales
donde hoy solo hay eslabones entre desiguales. La masa crítica de la actual «eco-
nomía más allá del gas» suma alrededor de 330.000 trabajadores, uno de cada 10
trabajadores de la población económicamente activa. Esta masa crítica articula al-
tiplano y trópico, norte y sur, proveedores de materias primas e industrializado-
res de cerca de 10 rubros productivos. La generación de más actores productivos
depende del tipo de articulación que privilegie la economía boliviana a futuro.

El desafío de crear nuevas articulaciones entre la economía popular y la econo-
mía exportadora no tiene que ver con la voluntad política, sino con la económi-
ca. Por lo tanto, se requiere avanzar aceleradamente para superar las restricciones
vinculantes de los actores y rubros competitivos identificados. El embrión de la
economía alternativa ya existe. Lo que falta es un entorno institucional favorable
al desarrollo económico en tres ritmos. Persiste aún en la política económica bo-
liviana una excesiva fijación en sectores más que en articulaciones, en actores e in-
sumos (crédito, tecnología) más que en productos (exportaciones alternativas).

El tercer reto es liderar la apertura de nuevos mercados de comercio orgánico y
justo predicando con el ejemplo. La región y el mundo se aprestan a reiniciar

17. Estimación del tiempo de salida de la pobreza citada en PNUD: La economía boliviana..., cit. 
18. Estimación de tiempo de convergencia competitiva citada en Gilberto Hurtado y Andrés To-
rres: «Las culturas creativas: una oportunidad de construir la oferta exportable boliviana para una
demanda mundial creciente», Fundación Nuevo Norte, La Paz, 2007.
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negociaciones de liberalización multilateral en el marco de la Ronda de Doha. Al
mismo tiempo, emergen nuevos mercados en los rubros de comercio orgánico y
de comercio justo que merecen mayor atención desde el Sur. Bolivia tiene la
oportunidad de liderar el comercio alternativo con el ejemplo, planteando una
agenda de reconversión gradual de su economía hacia estándares de protección
del ambiente, de eliminación del trabajo infantil y de implementación de políti-
cas salariales más dignas en su «economía más allá del gas».

En 2012, Bolivia podría convertirse en el primer país en proclamar su economía
de exportaciones no tradicionales como de «comercio justo», lo que implica es-
tándares salariales, ambientales y laborales. Dado el diminuto tamaño de esta
economía en la actualidad, esto significaría atraer más que perder un nuevo mo-
tor para su economía. La capacidad de avanzar en esta agenda alternativa está
en manos del sector privado y del gobierno en rubros tan variados como ecotu-
rismo, biodiversidad, desarrollo artesanal y agricultura orgánica.

Bolivia requiere de un nuevo modelo económico que ayude a transformar su
patrón de inserción internacional y de articulaciones internas entre grandes,
medianos y pequeños empresarios. En ese sentido, el reto posneoliberal no es
teórico y no significa encontrar un nuevo decálogo para el desarrollo. Impli-
ca construir una nueva manera de «hacer economía» desde la experiencia, sin
obviar la importancia de construir competitividad en un mundo globalizado.
La esperanza de una agenda posneoliberal se asienta en que miles de actores
económicos ya producen y generan mercados alternativos.
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Bolivia en 
el péndulo 
de la historia
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Seitenfus

En 1952, tras muchos días de 
batallas entre la población y el
ejército, la Revolución Nacional
Boliviana derrocó al gobierno y 
se convirtió en el experimento de
cambio más radical de América
Latina. Sin embargo, sus iniciativas
de nacionalización del estaño, 
reforma agraria y redistribución 
de la riqueza fracasaron ante la 
presión de las masas y las 
dificultades de gestión. Hoy, Evo
Morales enfrenta desafíos similares.
Para superarlos, debe mirar al 
pasado en busca de lecciones útiles
para el futuro. Solo así Bolivia 
se liberará del péndulo que, a lo
largo de su accidentada historia, 
la ha condenado al ir y venir
entre los extremos.

Consideraciones iniciales

Toda sociedad vive a la sombra de su pasado. Tal vez no haya país al que es-
ta verdad se le aplique mejor que Bolivia. Salvo algunos periodos de insur-
gencia, carga el fardo de una historia de explotación y subordinación política

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 209, 
mayo-junio de 2007, ISSN: 0251-3552, <www.nuso.org>.



NUEVA SOCIEDAD 209
El péndulo de Bolivia

131

y económica que sustenta el mito de la inviabilidad del desarrollo nacional. Si
se suman a estos factores una geografía accidentada, el carácter de monoex-
portador de materias primas y la debilidad de las instituciones características
de las sociedades modernas, el cuadro se termina de definir: «Bolivia es segu-
ramente el país de América donde más intensamente se han combinado una
serie de factores negativos, agudamente opuestos a todo esfuerzo tendiente a
desarrollar una sociedad y una economía equilibradas» (Abadie-Aicardi).

Pero en el mismo territorio marcado por una historia de tantas dificultades y
amarguras se originan, de tanto en tanto, las voces de hombres y mujeres que
toman conciencia de su existencia precaria y se hacen directores de la trama
de la historia de su país. Del mismo modo, tampoco es fácil encontrar otra so-
ciedad en que las clases populares sean tan conscientes de su poder frente al
Estado. En ciertas ocasiones, los sectores insurgentes depositan su fe en gobier-
nos que legitiman la expectativa de ver realizada la promesa de una sociedad
más justa, y el sueño de un futuro mejor parece adquirir nuevamente sentido.

Aun cuando la revolución social emprendida en 1952 no haya producido to-
dos los efectos esperados, el incansable pueblo boliviano no se rindió al mito de
Sísifo1: después de cada caída, volvió a empujar la piedra hasta la cima de la
montaña, con esperanzas renovadas y ahora encarnadas en la figura del actual
presidente y ex-líder cocalero Evo Morales. A semejanza de la Revolución de
1952, este gobierno fue gestado en el lecho de la insurgencia de los movimientos
sociales y es el resultado de circunstancias especiales. Que sea capaz de satisfa-
cer las expectativas de la población y de generar un diálogo que permita cons-
truir políticas más adecuadas para encaminar a Bolivia al siglo XXI dependerá de
las lecciones aprendidas de la experiencia vivida por el país hace medio siglo.

El presente trabajo tiene como marco de análisis los dos momentos citados: la
revolución nacionalista de 1952 y el ascenso de Evo Morales a la Presidencia.
Como en un movimiento pendular, Bolivia ha oscilado, a lo largo de su histo-
ria, entre los extremos, impulsada por los sectores populares insurgentes y el
crecimiento de sus esperanzas frente a cada nuevo jefe de gobierno al que re-
conocen como su legítimo representante. Para superar ese vaivén interminable,
que desgasta a los hombres y las instituciones, es necesario estudiar el pasado
con los ojos de quien busca allí algunas lecciones para proyectar el futuro.

1. En la mitología griega, los dioses habían condenado a Sísifo a hacer rodar una roca hasta el pi-
co de una montaña, de donde ésta volvería a caer debido a su propio peso. Tendría que repetir la
operación hasta el cansancio. Ellos pensaron, con razón, que no habría castigo más terrible que el
de un trabajo inútil y sin esperanza.
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La Revolución Nacional Boliviana

Hace unos cincuenta años, los ojos del mundo se volvieron aterrados hacia el
levantamiento que inflamó a las masas de este país enclavado en las solitarias
altitudes de los Andes. En esa ocasión, los sectores populares se movilizaron
contra el ejército para deponer a un gobernante que manejaba a Bolivia de
acuerdo solo con su voluntad. El momento de la insurgencia y de la imple-
mentación de las reformas por el gobierno que asumió el poder fue conocido
como la «Revolución Nacional Boliviana». Los cambios significativos que hoy
experimentan la economía y la sociedad de Bolivia tienen ciertos elemen-

tos en común con lo ocurrido en aquellos
años, por lo que esta primera sección procu-
ra contextualizar esa revolución e identifi-
car sus éxitos y fracasos.

Los factores desencadenantes de la revolu-
ción popular más importante de América
Latina durante el siglo pasado pueden ras-
trearse hasta la soledad milenaria del alti-
plano. A comienzos de la década del 40,

grupos civiles descontentos, que mantenían aspiraciones de cambio no aten-
didas luego de la Guerra del Chaco, comienzan a organizarse en partidos
opositores. El Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), fundado en
1941, se consolidó como el más importante exponente de ese descontento.
Aunque este partido haya actuado en un primer momento de forma conser-
vadora, verá su destino alterado por el curso de una historia reorientada por
la acción insurgente de las masas populares.

Al principio, en una actuación coherente con la formación de sus cuadros,
provenientes de la clase media urbana y de orientación fascista, el MNR se
alió al grupo militar que llevó a la Presidencia al coronel Gualberto Villarroel.
Poco tiempo después, sin embargo, debido a su orientación fascista, el gobierno
de Villarroel fue depuesto en una sangrienta revolución, a punto tal que fue
retirado a la fuerza del palacio presidencial por una multitud revolucionaria.
En los años siguientes, la inestabilidad continuó y los partidos conservadores
tradicionales fueron incapaces de gobernar. Frente a esta situación, el MNR
buscó el respaldo del partido trotskista y triunfó en las elecciones de 1951
apoyado en un discurso de defensa de mejores condiciones de vida para la
población empobrecida. Disconformes con el ascenso del MNR y amparadas
en los índices significativos de abstención de aquella elección, las viejas
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oligarquías rápidamente organizaron una Junta Militar, presidida por el ge-
neral Hugo Ballivian, que declaró nulas las elecciones y asumió el poder.

Esta situación, característica de la fragilidad de la democracia boliviana y del
ambiente hostil en que tendrían que moverse los gobernantes constituciona-
les, se repetiría luego en varias oportunidades. La débil estructura de las ins-
tituciones del país contribuyó al mantenimiento de un gobierno usurpador
del poder conferido al MNR. Sin embargo, las divisiones internas del gobierno
y las ambiciones de uno de los ministros de Ballivian hicieron que un sector
del oficialismo cooperara con el MNR y buscara el final del gobierno de fac-
to. Una pequeña cantidad de armas fue entregada a los rebeldes, con lo que
se inició el levantamiento. Durante tres días, una lucha encarnizada tomó las
calles de La Paz. El ministro rebelde rápidamente se retiró del combate, pero
la población, tomada por un heroísmo febril y apoyada por los trabajadores
mineros, resistió y venció a los regimientos de la Junta Militar. El MNR ascen-
dió finalmente al poder y el 15 de abril Víctor Paz Estenssoro retornó del exi-
lio en Buenos Aires y asumió la Presidencia.

Nadie esperaba la asombrosa insurgencia del pueblo boliviano. La esperanza,
tanto de los sectores del ejército que iniciaron el movimiento de rebeldía como
de los líderes del MNR, era llegar al poder por la sorpresa del golpe antes que
por la resistencia en el combate contra las Fuerzas Armadas. Éstas, finalmente,
acabaron casi destruidas, mientras que la población permaneció fuertemente
armada. Con todo, el ejercicio del gobierno no podía sustraerse a la realidad de
que las armas estaban en manos del proletariado y que éste, que más tarde se
organizaría en milicias, era el verdadero poder en Bolivia. Así, una vez tomado
el gobierno, apareció la responsabilidad de proponer soluciones y elaborar pro-
gramas, ya que la llegada al poder no es garantía de mejoras estables. Éstas pre-
cisan programas de largo plazo que solo son posibles a partir de la reorganiza-
ción del aparato estatal y de la consideración de los instrumentos democráticos
de participación, sobre todo cuando se trata de combatir situaciones de extre-
ma pobreza. La necesidad más urgente era, entonces, la toma de conciencia de
la población insurgente. Paz Estenssoro enfrentaba el desafío de responder a las
demandas populares a través de medidas de refundación de la sociedad que
permitiesen el acceso efectivo de los grupos rebeldes a las instituciones estatales.
Solo así podría ser superada la relación entre revolución e inestabilidad. 

Bajo la mirada vigilante de las milicias populares, Paz Estenssoro promove-
ría, en los cuatro años de su primer gobierno, una serie de reformas sustan-
ciales para la sociedad boliviana, entre ellas tres especialmente significativas.
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La primera fue la ampliación de los derechos de ciudadanía. En 1956, Paz Es-
tenssoro institucionaliza el sufragio universal y pone fin a un sistema electoral
que excluía a las mujeres y a más de 70% de la población masculina por ser
analfabeta o no poseer lo requisitos mínimos de propiedad agraria exigidos.

La segunda reforma importante fue adoptada el 2 de agosto de 1953 a través
de la promulgación del decreto de institución de la reforma agraria, bajo el le-
ma «la tierra para quien la trabaja». Ésta es considerada la medida de mayor
contenido social implementada durante su primer mandato. El decreto abrió
la posibilidad de redistribución de la tierra de las propiedades consideradas
improductivas a los campesinos que las estuviesen trabajando. Más allá de las
expectativas que en un primer momento generó esta política, los estudiosos
bolivianos han criticado el hecho de que «una vez distribuida la tierra –espe-
cialmente a las familias–, la Reforma Agraria de 1953 deja a los campesinos
abandonados a su suerte, sin ningún apoyo ni políticas públicas explícitas de
desarrollo rural» (Urioste Fernández de Córdova). La desatención y la falta de
políticas de apoyo para generar un cultivo sustentable de la tierra, consecuen-
cia de la inexistencia de redes de comunicaciones y la ausencia de educación
rural, transportes precarios e inversiones en ciencia y tecnología, sumados a
la escasez energética, hicieron que este amplio abanico de posibilidades fuese
ignorado. Esto trajo como consecuencia resultados materiales paupérrimos y
una gran desilusión hacia un Estado que se demostraba incapaz de pensar un
país de manera completa, no segmentada.

De esta forma, los avances sociales se frustraron debido a la falta de un pro-
grama de largo plazo que, partiendo de la demanda puntual de redistribución
de la tierra, fuese capaz de conducir, al final, a la superación del atraso agra-
rio. «(...) El sector agrario permaneció distante, cerrado sobre sí mismo,
manteniéndose como una estructura económica señorial, impermeable a los
progresos técnicos y centrada en niveles de producción tendientes primor-
dialmente a la mera subsistencia» (Abadie-Aicardi).

La tercera medida importante implementada por el gobierno de Paz Estenssoro
constituye un punto esencial para comprender los ciclos de explotación y po-
breza por los que pasó Bolivia en sus cinco siglos de historia. Se trata de la na-
cionalización de las más importantes minas de estaño, mineral que en esa
época representaba la casi totalidad de las exportaciones del país. La gestión
estatal de las grandes fuentes de recursos posibilitaba al gobierno orientar el
curso de la actividad y beneficiarse de los ingresos obtenidos para impulsar
el desarrollo de otros sectores. Es verdad que, por tratarse de una actividad
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localizada, sin grandes vínculos con otros sectores de la economía, la simple
gestión eficiente de la Comisión Minera de Bolivia (Comibol) no sería la solu-
ción para todos los problemas económicos. La buena administración de los
recursos de la Comibol, sin embargo, permitiría mejorar las condiciones de vi-
da de los trabajadores mineros en el corto plazo y, en el largo plazo, las de las
demás clases populares, debido a la inversión en sectores como el agrícola,
responsable de la mayoría de la mano de obra. Pero no se realizó una buena
gestión ni se emplearon de manera eficiente los recursos obtenidos.

En síntesis, durante los cuatro años de su primer mandato (1952-1956), Paz
Estenssoro intentó atender a las múltiples reivindicaciones de una población
armada y consciente de su fuerza ante el gobierno, por lo cual realizó impor-
tantes reformas en la sociedad y en la economía. Muchas de ellas, sin embar-
go, estuvieron lejos de ser eficaces y no lograron mejorar la calidad de vida de
las clases populares. La responsabilidad del
fracaso puede atribuirse tanto al propio Paz
Estenssoro como a los sectores populares, que
en el afán de lograr la satisfacción de sus múl-
tiples aspiraciones presionaron al gobierno y
lo impulsaron a adoptar medidas de efecto in-
mediato pero que no consiguieron dar solu-
ciones sólidas a los problemas estructurales
del país. Lo paradójico es que estas presiones
y estas respuestas, en el marco de un sistema
que relaciona las instituciones estatales con las
fuerzas populares, se retroalimentan y resul-
tan en perjuicio de ambos actores: el gobierno
implementa remedios de efecto instantáneo
pero difíciles de sostener, y los movimientos
populares insinúan una y otra vez su fuerza y ponen en evidencia la inestabi-
lidad política del país. Al final quedan seriamente comprometidas las ins-
tituciones del régimen democrático, lo que perjudica a ambos. En realidad, las
relaciones que se establecen entre el Estado y la población deben ser de coordi-
nación y no de subordinación. Cuando la fuerza de uno prevalece sobre la del
otro, el resultado degrada la democracia y, por lo tanto, es negativo para ambos.
En la difícil solución de este problema se encuentra la clave del desafío que se
imponía –y se impone hoy– a las sociedades posrevolucionarias.

Las lecciones extraídas del periodo iniciado con la Revolución del 52 se refie-
ren, sobre todo, a las relaciones entre el Estado y la población, lo que indica
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que los mayores desafíos de Bolivia pasan por el campo político antes que por
el económico. Estas lecciones subrayan una faceta del sistema político que sal-
dría a la superficie en otros momentos: la sociedad no se ve reflejada en el go-
bierno y éste no se percibe como un instrumento al servicio de ella. El choque
entre uno y otra se repetirá y la oscilación del péndulo de la historia nunca
detendrá su continuo ir y venir, movimiento que impide a la sociedad progresar
y la aprisiona en un presente constante de miseria y revuelta, un tiempo en el
que parece ser imposible aprender del pasado o trabajar para el futuro.

Vientos del pasado soplan sobre la nueva revolución: el ascenso de Evo Morales 

Cincuenta años después de la Revolución Nacional Boliviana, un nuevo al-
zamiento popular volvió a convulsionar las frágiles estructuras instituciona-
les del país. Durante las sangrientas revueltas populares de la década del 40
y la sucesión de gobiernos militares, se vivió un deterioro progresivo de la ca-
lidad de vida de la población indígena –que representaba en aquel momento
más de 85% del total–, perjudicada por la incapacidad de los gobiernos de conci-
liar respuestas rápidas a las demandas colectivas a través de políticas públicas
efectivas. En los 90, el problema persistió y emergió como uno de los principales
desafíos del presidente elegido en 1993, Gonzalo Sánchez de Lozada, quien
impulsó una serie de reformas institucionales que solo encuentran paralelo
–aunque con una dirección ciertamente diferente– con las de 1952. 

Las medidas implementadas por Sánchez
de Lozada sintonizaban con el imperativo
que se difundiría por América Latina luego
de la caída de los gobiernos militares: la ne-
cesidad de modernizar la economía. Dicha
modernización, en países con mercados
internos débiles e importantes riquezas
naturales, se reduciría a la ciega apertura
al mercado mundial. En este contexto, se
destacó la Ley de Capitalización, por la
cual se transfirió la gestión de las empresas
públicas al sector privado. Luego de la san-

ción de esta ley, con el pretexto de promover el ingreso de empresas multina-
cionales, se elaboró y aprobó un marco jurídico orientado a la privatización
de la industria petrolera, en esta época la mayor fuente de divisas del país.
El 30 de abril de 1996 se promulgó la Ley de Hidrocarburos, que promovió
drásticas modificaciones en relación con la propiedad de los recursos naturales.
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Aunque esta ley establecía que el Estado era propietario de las reservas de gas
natural en el subsuelo, legalizaba la transferencia de esta propiedad a las empre-
sas multinacionales que descubriesen una nueva reserva y comenzaran a explo-
tarla. Como si aquello no bastara, la ley otorgaba a estas mismas empresas el
derecho a construir y operar ductos para el transporte de su propia produc-
ción y la de terceros, lo que privaba al Estado de la posibilidad de fiscalizar la
explotación de sus reservas y beneficiarse de ellas de manera razonable. 

En agosto de 1997, dos días antes de dejar la Presidencia, Sánchez de Lozada
formalizó lo que ya venía sucediendo de hecho: transfirió plenamente a las
empresas multinacionales la propiedad de los recursos del suelo boliviano. El
Estado dejaba de tener cualquier injerencia en el proceso que va de la extrac-
ción a la exportación y se limitaba a cobrar los impuestos establecidos por ley,
que no pasaban de 18%. El decreto supremo firmado por el presidente tam-
bién alteraba drásticamente la concepción de excedente hidrocarburífero,
puesto que la ley anterior, promulgada en 1990, afirmaba taxativamente que
el Estado era el propietario de las reservas, de la producción y de la comercia-
lización, y por lo tanto participaba y era beneficiario directo de la generación,
distribución y utilización del excedente. Con la promulgación de estas leyes
y decretos, se abandonaba drásticamente la visión de economía estatal hidro-
carburífera vigente desde hace 60 años para reemplazarla por una concepción
de total privatización (Quiroga).

Lo que se constata con ello es la incapacidad del gobierno de subirse al tren
de la historia y conciliar la fuerte demanda mundial de recursos energéticos
con la posibilidad de obtener fondos para reorientar el rumbo del país a tra-
vés de inversiones sustanciales en áreas aptas para producir modernización y
reordenar el aparato del Estado. 

Este modelo continuó durante los gobiernos siguientes, el de Hugo Banzer y,
luego de la renuncia de éste, el de su vice, Jorge Quiroga. En 2002, la elección
que dio el segundo mandato a Sánchez de Lozada no recordaría en nada la
tranquilidad de la primera: fue elegido con un margen irrisorio de votos, que
aunque le permitió llegar a la Presidencia, se revelaría insuficiente para soste-
nerlo en el poder. 

El contexto mundial también estaba convulsionado: el petróleo alcanzaba
precios cada vez más elevados, lo que había hecho que los Estados importa-
dores buscaran otras alternativas. El gas natural, abundante en el subsuelo
boliviano y regido por un marco jurídico irresponsable, aparecía como la



NUEVA SOCIEDAD 209
Cristine Koehler Zanella / Pâmela Marconatto Marques / Ricardo Antônio Silva Seitenfus

138

opción más atractiva para los inversores extranjeros, sobre todo para los esta-
dounidenses. Éstos, de hecho, iniciaron negociaciones con el gobierno para un
posible acuerdo basado en la exportación de gas natural a Estados Unidos a
través de puertos de Chile –enemigo histórico de Bolivia–, a un precio de 2,5
dólares el barril, lo que representaba la mitad del valor cobrado a otros paí-
ses, como Argentina y Brasil. 

Pero desgraciadamente para Sánchez de Lozada, la población también había
cambiado. Tensionó el ambiente político la conciencia de que el proceso de
transferencia de la propiedad de los hidrocarburos a las empresas multinacio-
nales impulsado en su primer mandato no había sido realizado de manera
transparente y había generado perjuicios para el país. Así, la movilización po-
pular, que desde 1952 giraba en torno de los partidos y las reivindicaciones de
clase, adquirió nuevos contornos. Se produjo, entonces, un proceso de politi-
zación de las identidades étnicas en el que las reivindicaciones actuales apelaban

a ciertos elementos históricos de legitima-
ción. Paralelamente a esta cohesión indíge-
na, el descontento con el modelo económico
neoliberal volvió a ser movilizado por las
organizaciones de izquierda y ganó adep-
tos entre mineros, cocaleros, desempleados
y estudiantes. La población se unió en torno
de tres reivindicaciones: la sanción de una
nueva Ley de Hidrocarburos que devolviera
su propiedad al Estado, la convocatoria a
una Asamblea Constituyente y la renuncia
de Sánchez de Lozada. 

Siguió a ello un periodo de profunda inestabilidad social durante el cual se su-
cedieron huelgas y bloqueos de rutas. El presidente, cuestionado incluso por
miembros de su gobierno, ordenó a los militares contener a la multitud revolto-
sa. Esa reacción produjo más de 300 muertos y la expulsión de Evo Morales
–quien había sido elegido diputado en 1997– del Congreso Nacional, con la ex-
cusa de haber incitado a los campesinos al enfrentamiento con los militares. 

La conmoción popular se aplacaría recién con la renuncia de Lozada, en octu-
bre de 2004. Asumió el poder su vice, Carlos Mesa, quien contaba con el apo-
yo de 80% de la población. Sin embargo, de las medidas anunciadas en su in-
vestidura –convocatoria a un referéndum vinculante acerca de la propiedad
de los hidrocarburos, convocatoria de una Asamblea Constituyente y sanción
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de una nueva Ley de Hidrocarburos– solo la primera fue llevada a cabo, y de
modo incompleto. Mesa quedó a merced de la furia de las mismas masas que
lo habían colocado en la Presidencia y renunció. Lo reemplazó el presidente
de la Suprema Corte de Justicia, quien convocó a nuevas elecciones. El esce-
nario electoral boliviano se dividió entre dos partidos principales: Poder De-
mocrático Social (Podemos), representado por Jorge Quiroga, y el Movimien-
to al Socialismo (MAS), centrado en la figura de Evo Morales. La población
escogería la segunda alternativa. 

Con 54% de los votos válidos, Morales obtuvo un apoyo solo comparable al
de Paz Estenssoro en 1952. Elegido sobre todo debido al cansancio del pueblo
con los grupos políticos tradicionales, las expectativas depositadas en su go-
bierno pueden desempeñar un papel positivo –si, al adoptar la población una
postura fiscalizadora, se crea un canal de comunicación permanente con el go-
bierno– o perjudicial para la democracia –si, frente a los primeros conflictos, los
sectores populares optan por las revueltas en lugar de las negociaciones–. 

Cuatro meses después de asumir la Presidencia, Evo Morales le otorgaba un
carácter vinculante al referéndum realizado por Mesa, en el cual 92% de los
bolivianos se había manifestado a favor de la nacionalización de los yacimien-
tos de petróleo y gas natural. Con el Decreto Supremo 28.071 del 1o de mayo
de 2006, Morales devolvió al Estado la propiedad de los recursos naturales y
retomó la gestión de todas las etapas de producción. Fue un acto cargado de
simbología, que incluyó la toma de las sedes de las empresas multinacionales
por fuerzas militares. 

Aunque la actuación de Morales como canalizador de la voluntad popular tal
vez pueda calificarse de neopopulista, deben dejarse de lado estas definicio-
nes, basadas en preconceptos del pasado, y considerar los desafíos que le im-
pone la sociedad boliviana a su presidente: la razonable exigencia, en un país
con tantas heridas, de que cada uno abdique de sus necesidades inmediatas
en favor de las expectativas de mejoras futuras. Del equilibrio de estas de-
mandas conflictivas, pero no excluyentes, dependerán el futuro y la estabili-
dad de la frágil democracia boliviana. 

Reflexiones finales

«Comienza ahora la nueva historia de Bolivia.» Ésta fue la profecía de Evo
Morales al tomar posesión de un cargo nunca antes ocupado por un indíge-
na. En un país donde ese origen étnico es mayoritario, no resulta extraño el
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deslumbramiento de quienes ven en Evo Morales la encarnación de sus pro-
pias aspiraciones. Al asumir el cargo de acuerdo con los rituales aymaras, tal
como hiciera Simón Bolívar, Morales renueva las promesas de autonomía y li-
bertad formuladas por el padre de la independencia hace más de dos siglos. 

Pero la realización de sus propósitos está ligada a la capacidad de compren-
der las derrotas pasadas como claves para la solución de los problemas pre-
sentes. A partir del legado revolucionario de 1952, la historia ofrece a Morales
la posibilidad de evitar la repetición de los errores pasados. 

En el orden económico, el mayor desafío consiste en administrar eficazmente
los ingresos de la industria extractiva. En 1952, la expectativa del gobierno
era instrumentar políticas distributivas a partir de los recursos de las com-
pañías de estaño nacionalizadas. Hoy la clave es el gas natural. El papel de
éste en el juego estratégico internacional es muy significativo pues represen-
ta, en un escenario de encarecimiento del precio del petróleo, una alternati-
va más barata y menos contaminante. Pero la nacionalización de los hidro-
carburos, que devolvió al Estado la capacidad reguladora, va más allá de la
cuestión económica. Tiene, también, una dimensión política. Si bien es ver-
dad que la simple gestión eficiente de los recursos gasíferos no redundará
automáticamente en el desarrollo económico y social, es cierto que de estos
recursos depende el impulso de las políticas públicas redistributivas prome-
tidas por el gobierno. 

Desde el punto de vista político-social, las cuestiones que requieren una solu-
ción efectiva tienen que ver con la gobernabilidad del país. Uno de los gran-
des desafíos en ese sentido pasa por consensuar los intereses de las diferen-
tes regiones. Retomando la visión histórica, una de las diferencias entre la
insurrección popular que forzó la renuncia de Sánchez de Lozada y aquella
que reclamaba el final del gobierno militar en 1952 es la cohesión popular.
Mientras que en los 50 las clases trabajadoras y los partidos políticos consti-
tuían los principales ejes de la acción revolucionaria, hoy es el elemento étni-
co el que congrega a las masas. Se puede comprender este desplazamiento de
dos formas: la primera de ellas se basa en la volatilidad de los partidos polí-
ticos, incapaces de mantener una coherencia en sus reivindicaciones. El mejor
ejemplo es el MNR, que en 1952 fue el partido del gobierno revolucionario y
en 2004, el del presidente depuesto. La segunda forma de entender este des-
plazamiento del núcleo del cambio de los partidos y las clases al elemento ét-
nico es reconocer a este último como el más apto para la reivindicación de las
deudas históricas. 
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El desafío, entonces, pasa por la toma de conciencia de las masas en relación
con el Estado. La inestabilidad social de los últimos años ha demostrado que
el Estado boliviano ha permanecido alejado de los ciudadanos. En ese contex-
to, dos reacciones son posibles: la apatía política o la revuelta contra el go-
bierno de turno. La segunda, cuando es colectiva, puede acabar banalizando
el importante gesto de descontento que implican las revueltas populares, por-
que a medida que el espacio público es repetidamente utilizado con esta fina-
lidad, se va promoviendo en la conciencia colectiva la idea de que solo a tra-
vés de esta vía se puede expresar el descontento e impulsar la satisfacción de
las demandas. 

Evo Morales tiene, por lo tanto, la necesidad de consolidar una cultura de diá-
logo y negociación entre el gobierno y las clases populares, capaz de revertir
el ciclo descontento-revuelta-debilitamiento del gobierno-toma del poder al
que el pueblo boliviano ha recurrido sin éxito a lo largo de su historia. Solo
con la consolidación de estos hábitos democráticos la república democrática
boliviana será capaz de mantenerse viva. Si se supera este desafío, Bolivia se
liberará del hipnótico movimiento del péndulo que, entre avances y retroce-
sos, ha impedido que las prácticas democráticas se consoliden definitivamen-
te. Solo así la democracia se tornará consistente como un instrumento recono-
cido y respetado para la emancipación de los excluidos. 
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Bolivia: 
¿un futuro 
político 
hipotecado?

Jean-Pierre Lavaud

La llegada de Evo Morales a la 
Presidencia no ha resuelto los 
problemas pendientes de Bolivia: 
las tensiones con los núcleos 
opositores que reclaman autonomía,
sobre todo con el Comité Cívico 
de Santa Cruz, sumadas a los 
conflictos con los prefectos y las 
reivindicaciones de los pueblos 
indígenas, han puesto al gobierno 
en una situación difícil. Fortalecido
económicamente por los mayores 
ingresos consecuencia de la 
nacionalización de los hidrocarburos,
éste ha optado por satisfacer, 
en la medida de lo posible, los 
reclamos de sus bases. Esto 
ha llevado a un copamiento del 
Estado por una nueva cohorte 
de funcionarios, a menudo poco 
calificados, y ha acentuado 
la arraigada costumbre de llevar 
los reclamos a la calle mediante 
paros y bloqueos.

Si existe una constante en la historia de Bolivia, es sin dudas la dificultad
para gobernar, para establecer instituciones que la población considere le-

gítimas y que sean capaces de engendrar modos perdurables de funcionamien-
to para la administración del país. Luego de un agitado periodo militar
(1964-1982), marcado por numerosos golpes de Estado, el gobierno civil hi-
zo nacer la esperanza de que el país saldría, finalmente, de la inestabilidad
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crónica, sobre todo a partir de 1985, cuando el Movimiento Nacionalista Re-
volucionario (MNR) y la Alianza Democrática Nacional (ADN) llegaron a un
acuerdo para gobernar.

La impresión es que, desde el punto de vista político, hasta 1999 el país había
comenzado a construir un conjunto de mecanismos que ofrecían garantías
creíbles para una vida democrática ordenada (cortes electorales independien-
tes, perfeccionamiento del sistema de votación, designación de altos funcio-
narios a través del voto de dos tercios de los miembros del Congreso, creación
del Tribunal Constitucional y de la Defensoría del Pueblo, etc.). 

Pero la calma duró poco. Dos momentos marcan simbólicamente la fragilidad
del proceso. El primero, en 1989, es la alianza que lleva a Jaime Paz Zamora,
del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR), a la Presidencia. En efec-
to, Paz Zamora había quedado tercero en las elecciones, con 19,6% de los vo-
tos, detrás de Gonzalo Sánchez de Lozada y del ex-dictador Hugo Banzer. Pa-
ra convertirse en presidente, Paz Zamora estableció con Banzer el Acuerdo
Patriótico. Así, un candidato que había ganado renombre en la lucha contra la
dictadura con propuestas socialistas inspiradas en el marxismo y que formó
parte de la Unión Democrática y Popular (UDP), coalición de centroizquierda
que gobernó entre 1982 y 1985, se aliaba con quien había sido su principal
enemigo. Este viraje político, en extremo pragmático, demostraba la ausencia
de convicciones profundas por parte de los dirigentes del MIR, y suscitó la
reprobación moral de la población. Desde entonces, las fronteras entre los
principales partidos políticos se mezclaron y ya no existió la posibilidad de
fundar las alianzas electorales en propuestas programáticas claramente deli-
neadas. Además, el juego era mucho más problemático dado que, de acuerdo
con la Constitución boliviana, si ninguno de los candidatos alcanza la mitad
más uno de los votos, el presidente debe ser elegido por el Congreso. Esto
obligaba a negociar alianzas entre partidos con posterioridad a la votación de
los electores, a fin de obtener la mayoría en el parlamento. Luego de la volte-
reta del MIR, resultó evidente que aquel por quien se había votado podía
aliarse después con el candidato por el que no se habría votado por nada del
mundo; este pacto contra natura hizo no solo que los partidos políticos perdie-
ran credibilidad, sino también que el sistema electoral perdiera legitimidad.

La segunda ruptura simbólica ocurrió en 2000, durante la presidencia de Hu-
go Banzer (1997-2000), cuando se produjo en Cochabamba la «guerra del agua»
para lograr la anulación del contrato que atribuía la administración del servicio
a Aguas del Tunari, un consorcio cuyo principal accionista es la empresa
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estadounidense Bechtel. Sobrepasado por la amplitud de la movilización lide-
rada por la Coordinadora del Agua y de la Vida, que reunía a los usuarios y
a la Federación de Fabriles, la Federación de Campesinos Regantes, las fede-
raciones estudiantiles y luego los sindicatos de cocaleros, el gobierno decidió
establecer el estado de sitio. Sin embargo, fue incapaz de hacer respetar la de-
cisión, que debió anular algunos días más tarde. Los problemas continuaron
hasta que el gobierno cedió y anuló el contrato.

Desde 1985, todos los gobiernos habían utilizado con éxito el estado de sitio
para extinguir los incendios desatados por las protestas sociales. Era la pri-
mera vez que este recurso extremo no funcionaba. Por otra parte, el hecho

de que Banzer, ex-presidente de un go-
bierno dictatorial, no lograra ya generar
temor, ni siquiera utilizando al ejército co-
mo fuerza represiva, tuvo, evidentemen-
te, un impacto considerable. Para decirlo
claramente, significó que la puerta queda-
ba abierta a todas las protestas y que nin-
guna fuerza podría detenerlas, aun cuan-
do los sectores que reclaman estuvieran
poco organizados. 

La conjunción de estos dos fenómenos –el
creciente descrédito de la clase política y el

aumento del poder de las organizaciones contestatarias– llevó a la aparición
de una nueva elite política, cuyo mascarón de proa y principal aglutinador
era Evo Morales.

Ahora bien, mientras el debilitamiento de la clase política se acentuaba, los
sucesivos gobiernos creaban nuevos canales de representación política que
aumentaban considerablemente el número de candidatos. La Ley de Participa-
ción Popular, que creó 311 municipios que cubren todo el territorio nacional, no
solo inauguró la elección por voto de la población de alcaldes y consejeros mu-
nicipales, sino también la designación de responsables de los Comités de Vigi-
lancia (organizaciones encargadas de establecer prioridades en los proyectos
de desarrollo e infraestructura y de seguir su ejecución, con facultades para
fiscalizar el trabajo de los funcionarios), que son a su vez delegados de las Or-
ganizaciones Territoriales de Base (OTB). Esta ley, además de abrir un espacio
de deliberación y regulación entre la administración central y el nivel local,
también buscó extender el juego político al mundo rural y crear así una serie
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de escalones en el acceso a la representación nacional. Este nuevo dispositivo
se completó con la creación, mediante la Ley de Descentralización de 1995, de
un consejo departamental que reúne a representantes designados por las mu-
nicipalidades. Finalmente, se introdujeron cambios en el sistema electoral: Bo-
livia se dividió en circunscripciones electorales uninominales que eligen la
mitad de los diputados (el resto se sigue eligiendo de manera proporcional).

Todas estas medidas, que apuntan a acercar a electores y elegidos, han resul-
tado también en el aumento de la capacidad de maniobra del liderazgo local
y en el aumento espectacular de los conflictos por la ocupación de diversos
espacios institucionales. Lo central es que nunca antes en la historia del país
los líderes locales han tenido tantas oportunidades de ascenso social por la vía
política. En consecuencia, en ese contexto de descrédito de la política tradicio-
nal, los apetitos se han agudizado más que nunca, y la carrera por el poder (o
los poderes) se ha vuelto desenfrenada. 

La última modificación importante de apertura y creación de nuevos canales
de participación ocurrió en julio de 2004, cuando el gobierno de Carlos Mesa
puso fin al monopolio de los partidos y habilitó a postulantes presentados por
agrupaciones ciudadanas o pueblos indígenas a presentarse a las elecciones.
Estas nuevas modalidades electorales comenzaron a funcionar a partir de las
elecciones municipales de diciembre de 2004. 

En este nuevo contexto, las elecciones generales de diciembre de 2005 ocasio-
naron una recomposición tal del sistema político, que partidos tradicionales
como el MIR y la ADN desaparecieron. Triunfó el MAS, que pretendía ser un
«instrumento político» de los «movimientos sociales» y que, para muchos, en-
carnaba una nueva forma de representación de los intereses del país.

La brillante victoria de Evo Morales creó la sensación de que Bolivia se enca-
minaba hacia un periodo de paz social, ya que los sectores hasta entonces con-
testatarios se encontraban ampliamente representados, tanto en el seno del
gobierno como en las dos cámaras del Congreso. Sin embargo, a un año de la
llegada del MAS al poder, es evidente que el país no solo no se dirige hacia
un nuevo equilibrio, sino que las fracturas se han profundizado y las amena-
zas de enfrentamientos sociales y políticos se han multiplicado.

La anarquía fragmentada

Desde el punto de vista del gobierno, la oposición que ocupa el centro de la
escena política y mediática es la de los prefectos y los Comités Cívicos de los
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departamentos del Oriente: principalmente Santa Cruz, pero también Beni,
Tarija y Pando. Esta oposición se cristalizó alrededor de la cuestión de la au-
tonomía departamental, un tema recurrente desde el fin del periodo dictato-
rial. Ya antes de que se promulgaran las leyes que habilitaron la elección de
alcaldes, Santa Cruz había elaborado una larga serie de proyectos que condu-
cían a formas más avanzadas de descentralización. Desde el año 2000, en me-
dio de la fiebre de protestas que agitaba al país y frente a las amenazas de
los «movimientos sociales» de nacionalizar los hidrocarburos y radicalizar
la reforma agraria, la demanda cruceña se transformó en un reclamo de au-
tonomía. Diversas movilizaciones impulsadas por el Comité Cívico (cabildo
del 22 de enero de 2004, con 250.000 personas; cabildo del 28 de enero de
2005, con 350.000 personas; 400.000 firmas solicitando el referéndum por la
autonomía del 18 de febrero de 2005) lograron forzar al gobierno de Carlos
Mesa a convocar a la elección de prefectos, que hasta entonces eran desig-
nados por el Poder Ejecutivo.

Las elecciones tuvieron lugar junto con los comicios nacionales de diciembre de
2005, que llevaron a Evo Morales a la Presidencia y aseguraron el predominio
del MAS en el Congreso. A pesar de la contundente victoria del MAS en la
elección presidencial, en solo tres departamentos resultaron elegidos pre-
fectos afines al gobierno: Oruro, Potosí y Chuquisaca. En los otros seis, los
ganadores estaban enrolados en la oposición. Además, Santa Cruz había
obtenido, también de Carlos Mesa, la organización de un referéndum por
la autonomía departamental, que finalmente tuvo lugar en julio de 2006,
durante el gobierno de Evo Morales y en simultáneo a la elección de
miembros para la Asamblea Constituyente. Los resultados del referéndum
revelaron claramente un país dividido en dos bloques: mientras que el
Oriente votó a favor de la autonomía departamental (que obtuvo 71% de
apoyo en Santa Cruz), el Occidente, siguiendo las consignas del gobierno,
se manifestó netamente en contra (73% se opuso en La Paz). En el total na-
cional, el No triunfó con una mayoría de 57,6%.

Resulta claro que se trata de una batalla de fondo, en la que hay mucho en jue-
go, ya que atañe tanto a la cuestión del poder (y las formas de gobierno) como a
la cuestión económica (y las formas de propiedad, en particular de la tierra), y
en consecuencia a la cuestión de las formas de vida en todas sus dimensiones.
Las posturas discursivas que apelan a la etnicidad, e incluso a la raza, avivan
el enfrentamiento: blancos versus indígenas (y viceversa), originarios versus
k´haras, «blancoides», blanco-mestizos… Los extremos están representados
por los discursos inflamados del Movimiento Indio Pachakuti (MIP) y del
Movimiento Nación Camba de Liberación (MNCL).
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Actualmente, las divisiones se reafirman en la batalla por la futura Constitu-
ción y en la cuestión agraria. Respecto al primer punto, se comprende fácil-
mente que Santa Cruz, apoyada en el voto favorable a la autonomía obtenido
en los departamentos orientales, haga lo posible por obstaculizar un proyec-
to de Constitución que, entre otros trastornos, alteraría las divisiones territo-
riales. Por esa razón fue tan encarnizada la batalla por los procedimientos de
votación en la Asamblea Constituyente, que enfrentó a la oposición, que im-
pulsaba la aprobación de los artículos por mayoría de dos tercios, con el MAS,
que cuenta con mayoría absoluta pero no llega a los dos tercios y que defen-
día la aprobación por mitad más uno. 

En cuanto a la cuestión de la tierra, la Ley
de Reconducción Comunitaria de la Refor-
ma Agraria fue aprobada por la Cámara de
Diputados, dominada por el MAS, y fue ra-
tificada por el Senado, donde el oficialismo
no cuenta con la mayoría necesaria, gracias
a la incorporación de dos senadores suplen-
tes, en ausencia de los titulares. Esto ocu-
rrió en la noche del 28 de noviembre de
2006, en la misma sesión en que se aproba-
ron los nuevos contratos con las compañías
petroleras que operan en el país y los acuer-
dos de defensa con Venezuela. El nuevo ré-
gimen de tierras genera preocupación en
Santa Cruz, ya que facilita la reconsidera-
ción de los títulos de propiedad de los agricultores cruceños y el ingreso de nue-
vos colonos, quienes han aumentado cada vez más la presión; algunos de ellos
se han incorporado a las filas del Movimiento Sin Tierra (MST).

Como respuesta, Santa Cruz movilizó sus fuerzas. La acción más espectacular tu-
vo lugar el 15 de diciembre de 2006, cuando, luego de una huelga de hambre de
los representantes del partido de oposición Unidad Nacional en defensa del res-
peto a la regla de los dos tercios para la aprobación de artículos en la Asamblea
Constituyente, pronto secundada por más de 2.000 personas en varias ciudades
del país, se organizó una manifestación cívica que llegó a reunir un millón de per-
sonas en los departamentos orientales. Esto demostró, una vez más, que la pobla-
ción local apoya masivamente a sus portavoces en la lucha por la autonomía.

Pero dejemos este tema de lado por el momento. Evidentemente, sería necesario
profundizar mucho más en esta oposición Oriente-Occidente, que es central para
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el futuro del país. Sin embargo, como se ha escrito ampliamente sobre ella, pre-
fiero detenerme en otras expresiones locales que generan conflictos en la actuali-
dad y que traerán nuevos problemas en el futuro: los particularismos étnicos.

La utilización de temas culturales y étnicos para la movilización política se re-
monta a los años 70, cuando en el altiplano, en el área lingüística aymara, el
sindicalismo campesino comenzó a exaltar las sociedades precoloniales y a
escribir la gesta de las luchas anticoloniales, con Tupaq Katari como héroe
principal. Esto le permitió colocar las luchas sindicales en el marco más am-
plio de una «liberación» a la vez cultural y política. El Manifiesto de Tiwanaku,
difundido en 1973, dio forma a esta nueva concepción, y desde fines de la dé-
cada de 1970, con la creación de partidos políticos «kataristas», se manifestó
claramente la idea de que las «naciones indígenas» debían autogobernarse, al
menos según el discurso del Movimiento Indígena Tupaq Katari (Mitka). 

A partir de la década de 1980, la organización se extendió hacia los «pueblos
originarios» de los llanos. Así se llegó a la creación de la Confederación de
Pueblos Indígenas del Oriente de Chaco y la Amazonia de Bolivia (Cidob), el
más numeroso de los cuales es el grupo reunido en la Asamblea del Pueblo
Guaraní (APG). Más recientemente, la representación étnica del altiplano de
Oruro, Potosí y La Paz se ha modificado por la aparición del Consejo de
Ayllus y Markas del Qullasuyu (Conamaq). En oposición declarada a los sin-
dicatos campesinos –a los que considera organizaciones de tipo occidental, y
por lo tanto colonialistas–, este consejo se construyó gradualmente sobre la
base de organizaciones locales que se amoldan a la forma de antiguos territo-
rios indígenas (ayllus, markas, suyus), reunidas posteriormente en federaciones
étnicas hasta lograr una articulación nacional.

En general, las organizaciones étnicas reivindican no solo el respeto a su cul-
tura (lengua, costumbres, rituales, etc.), sino también la propiedad de un te-
rritorio y de sus recursos, y finalmente la administración de ese territorio se-
gún sus usos específicos (forma de designación de las autoridades, justicia
comunitaria, etc.).

Las asignaciones de tierras a los diversos grupos étnicos comenzaron en 1992
y no han cesado desde entonces. Desde 1996, con la aplicación de la Ley del
Servicio de Reforma Agraria, las tierras han sido entregadas bajo la forma de
Tierras Comunitarias de Origen (TCO), que son «inalienables, indivisibles,
irreversibles, colectivas, inembargables e imprescriptibles». Iniciada en los lla-
nos, la distribución se extendió más tarde a las tierras altas: «En enero de 2004,
se contaban más de 170 demandas de TCO sobre el altiplano, equivalentes a
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la impresionante superficie de 13,8 millones de hectáreas»1; entre ellas, por
ejemplo, casi la totalidad del departamento de Oruro.

«Vamos a ser claros: los pueblos originarios de las tierras altas somos los dueños
legítimos de este territorio y de sus recursos naturales», declaró el apumallku de
Conamaq, Vicente Flores2. Estos recursos pretenden explotarlos según su
voluntad, de manera que es perfectamente lógico que aspiren también a formas
de autonomía «nacionales», más o menos marcadas según el grupo. El mismo
Vicente Flores añade: «Para nosotros el Estado boliviano no tiene sentido, no sir-
ve». De ahí su adhesión a la idea de una Asamblea Constituyente –inicialmente
impulsada por los grupos de las tierras bajas durante la Marcha por la Sobera-
nía Popular, el Territorio y los Recursos Naturales de mayo de 2002– que se en-
cargará de definir el perfil y el contenido de esas autonomías.

Es difícil ver cómo sería posible detener ese movimiento de autonomización
que tiende a hacer de Bolivia una especie de patchwork de etnias. En primer lu-
gar, un amplio espectro de organizaciones (Iglesias, ONG, diversos gobiernos a
través de sus agencias de cooperación, organismos internacionales, grandes
agencias de financiación, redes universitarias) han estimulado estos proyectos
en nombre de la defensa de las lenguas, de la diversidad cultural y del cuidado
del ambiente. De a poco, con la ayuda de especialistas (antropólogos, lingüistas,
historiadores, juristas), se trazaron las fronteras entre los diversos grupos, se
construyeron sus historias y, en el caso de
los grupos más amplios, se sistematizaron
sus lenguas para la enseñanza.

Pero lo fundamental es la posición del
gobierno de Evo Morales y los represen-
tantes del MAS de plasmar esta aspira-
ción autonomista indígena en la nueva
Constitución. Por ahora, el debate es con-
fuso. Las propuestas son numerosas y es
difícil predecir cómo se definirán las nue-
vas divisiones administrativas. Un estu-
dio analiza 23 iniciativas solo para el
área lingüística aymara, iniciativas que
van desde la creación –o recreación– de
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1. Pulso, 23/4/2004.
2. La Razón, 21/7/2005.
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una forma estatal aymara como emanación de esa nación, hasta proyectos de
integración del grupo aymara dentro de la unidad nacional, pasando por for-
mas intermedias de autonomía tales como municipios o mancomunidades
aymaras3. La siguiente observación de la socióloga María Teresa Zegada se
inspira en una síntesis más amplia, que tiene en cuenta en forma conjunta
otros proyectos surgidos en otras regiones del país: «Si bien hay coincidencias
en la crítica a la administración territorial actual, las divergencias aparecen en
el momento de definir las nuevas unidades territoriales, sus competencias, su
capacidad de poder, sus relaciones con los otros niveles de gobierno, así como
la propiedad y administración de los recursos»4. 

Pero lo cierto es que se trata de un aspecto de la reforma constitucional que le
interesa mucho al gobierno actual, ya que le posibilita satisfacer las demandas
de sus bases campesinas y, más ampliamente, rurales, al tiempo que le permi-
te debilitar las propuestas autonomistas de los departamentos orientales, con-
denadas por el Congreso Nacional del MAS de Cochabamba de noviembre de
2006 como propuestas «de las elites dominantes del país para seguir usufruc-
tuando el poder político-económico y social, saqueando y enajenando los re-
cursos naturales y explotando a los recursos humanos convirtiéndoles en
neoesclavos a través de la explotación del hombre por el hombre, dentro de
los departamentos en contubernio con instituciones bajo su control y dominio
[como los]: Comités Cívicos, Cainco, CAO y otros»5.

Pero los reclamos no se limitan a la tierra. Desde hace algunos años, las orga-
nizaciones indígenas reclaman a las empresas que explotan hidrocarburos
compensaciones contantes y sonantes por los daños causados al ambiente.
¿Por qué, entonces, no podrían constituirse en las principales interlocutoras
de esas compañías en nombre de sus derechos ancestrales? En su Título VII, la
Ley de Hidrocarburos aprobada en 2005 prevé, en efecto, procedimientos de
consulta, acuerdos previos y compensaciones por «daños y perjuicios» para to-
da operación de extracción o transporte, e incluso para toda actividad vinculada
a la explotación de hidrocarburos. Una cuestión equivalente se plantea en las
áreas de explotación minera. A fines de agosto de 2006, seis organizaciones indí-
genas y campesinas (entre ellas Conamaq y la Cidob) presentaron en el Senado
una propuesta de modificación del Código de Minería para que los derechos de
las comunidades y los pueblos afectados sean tenidos en cuenta6.

3. La Razón, 6/3/2007.
4. Los Tiempos, 25/3/2007.
5. La Razón, 15/11/2006.
6. Bolpress, 31/8/2007.
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¿Cómo hará el gobierno para conciliar su voluntad de avanzar en esta parcela-
ción con su voluntad centralizadora, puesta de manifiesto en las nacionalizacio-
nes anunciadas o en curso (hidrocarburos, minas, ferrocarriles, telecomunicacio-
nes, electricidad, etc.) y en las declaraciones de Álvaro García Linera, quien dijo:
«Hemos logrado el control del gobierno pero todavía no tenemos el poder políti-

co, no tenemos el poder económico, no tenemos
el poder cultural, ése es el siguiente paso… y el
siguiente paso es: conquistar el poder económi-
co, conquistar el poder cultural, conquistar la
totalidad del poder político»7? Y, finalmente, a
más largo plazo, ¿cómo producir un mínimo de
unidad que permita acordar realmente un con-
junto de reglas comunes que propicien el desa-
rrollo de un territorio tan fragmentado? 

La «bloqueomanía»

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), entre 2000 y 2004
se produjeron en Bolivia 14.153 conflictos, es decir cerca de diez por día. En
un artículo reciente, Roberto Laserna demuestra que luego de un decrecimiento
entre 1985 y 1997 –con un piso de alrededor de diez conflictos por mes duran-
te el primer gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada–, éstos comenzaron nue-
vamente a aumentar durante el gobierno de Hugo Banzer (1997-2000) y alcan-
zaron un máximo histórico durante el de Carlos Mesa (más de 50 por mes). Y
luego, durante la presidencia de Evo Morales y en contra de todos los pronós-
ticos, siguieron siendo muy numerosos (más de 40 por mes)8.

Esta información merece atención, ya que contradice los prejuicios y desalien-
ta las esperanzas de los electores que votaron por el candidato del MAS con
la ilusión de que se restableciera la paz social en forma duradera, considerán-
dolo el único capaz de lograr este objetivo dado su ascendiente sobre los «mo-
vimientos sociales». 

La originalidad del análisis de Laserna radica en la relación esclarecedora que
establece entre la frecuencia de los conflictos y la satisfacción de las reivindi-
caciones de los manifestantes o, en otras palabras, la facilidad para ceder a sus
presiones. La idea es que la debilidad demostrada por las autoridades funciona
como un estímulo, ya que todo sector organizado sabe que tiene chances de

7. Discurso pronunciado en Warisata, 20 de septiembre de 2006.
8. La Razón, 26/9/2006.
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satisfacer sus demandas mediante amenazas. De hecho, el gobierno de Evo
Morales parece muy tolerante, incluso el más tolerante (o el más débil) de
todos los gobiernos del último periodo democrático actual, después del de Si-
les Zuazo (1982-1985), con cerca de 40% de satisfacción de las demandas.

Pero lo central es que, tal como subraya acertadamente el estudio citado, esta
confrontación convulsiva crea una desigualdad importante en el trato hacia
los distintos grupos sociales, ya que las demandas de aquellos que no están
vinculados a asociaciones o agrupaciones –al igual que las de las organizacio-
nes que carecen de poder– tienden a ser olvidadas, a volverse invisibles. En
consecuencia, la proliferación de conflictos, en lugar de disminuir, aumenta
aún más las injusticias y las desigualdades sociales del país.

Si a esto se agrega el hecho de que el gobierno sigue proclamándose como el
defensor-representante de los intereses del pueblo, y si sumamos a ello el in-
cremento de los recursos públicos por la suba de los precios de las materias
primas y el aumento de los impuestos sobre los hidrocarburos, se comprende
mejor la fiebre reivindicativa que aqueja a Bolivia.

Por otro lado, un examen atento de la geografía de los conflictos muestra un da-
to nuevo: un desplazamiento significativo de éstos desde La Paz hacia Santa
Cruz9. La Paz ha sido, al menos desde la Revolución de 1952, el epicentro de la
protesta social. Sin embargo, últimamente se observa un crecimiento brusco de
la conflictividad en Santa Cruz, que pasó de 80 conflictos en 2004 a 1.192 en 2005,
y un estancamiento en La Paz (1.661 en 2004 contra 1.781 en 2005). El salto bru-
tal se explica por la transformación de Santa Cruz en un bastión opositor.

Para los grupos organizados, el bloqueo de carreteras se ha convertido en una
forma habitual de manifestación. Hay que recordar los prolongados y espec-
taculares cortes llevados a cabo por cocaleros y campesinos del altiplano, que
en los últimos años han paralizado en muchas ocasiones el país e interrumpi-
do el abastecimiento de La Paz y Cochabamba. En combinación con otras ma-
nifestaciones, estos bloqueos generaron la huida precipitada de Gonzalo Sán-
chez de Lozada y la dimisión de Carlos Mesa. Lo que no se conoce tanto es
que los bloqueos y paros continúan, y que casi no hay una semana en que al-
guna carretera no sea interrumpida por manifestaciones de oposición a las
autoridades locales, pedidos de exención de tal o cual impuesto, reclamos
por la concesión de cierto equipamiento (la construcción de una escuela o un
puente, el asfaltado de una ruta, la canalización de un río, la atribución de

9. El Deber, 8/1/2007, sobre la base de estadísticas del INE.
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tierras para la colonización, la creación de un fondo de desarrollo, etc.), o con-
tra «la falta de lluvia», como escribió irónicamente Ogneb Gross en una cró-
nica publicada por La Razón el 2 de febrero. El extremo –o, seamos prudentes,
uno de los puntos culminantes– se alcanzó, sin dudas, en Yapacaní, donde
dos sectores del MAS se disputaban el poder local. Allí, durante un periodo
de inundaciones, uno de los grupos cortó la ruta e inició una huelga cívica que
obstaculizó la vida del poblado, para exigir el mismo trato que el otro grupo,
que ya había obtenido ayuda y la había guardado celosamente10. He ahí un
método original: para recibir recursos se bloquea el acceso a un poblado ya
aislado por las inundaciones.

Más allá de la anécdota, este ejemplo subraya no solo la fuerza de la «blo-
queomanía» boliviana, sino también la mentalidad asistencialista que se ha
instalado en el país. Aunque ciertamente no es nueva, tiene buenas perspec-
tivas de prosperar con un gobierno decidido a practicar el clientelismo para
mantenerse en el poder y que, por primera vez en mucho tiempo, cuenta con
los recursos necesarios para llevar adelante esa política.

Con la misma lógica y los mismos pretextos, otro tipo de bloqueo practicado
alegremente consiste en cerrar las válvulas de los oleoductos y gasoductos, y
a veces también las cañerías de agua. En estos casos, se trata de ejercer pre-
sión indistintamente sobre los poderes públicos y las compañías privadas, y
están en juego jugosos financiamientos, compensaciones ya sea por daños
causados al ambiente o por el hecho de explotar una riqueza en un territorio
considerado como indígena u originario. Un ejemplo: en noviembre de 2006, la
APG demandó a Repsol-YPF una compensación de 44 millones de dólares por
la degradación del ambiente, amenazando con bloquear los accesos a los po-
zos y cerrar las válvulas11. Finalmente, obtuvo 13,5 millones por un periodo de
20 años «para desarrollar programas de salud, educación, obras de infraestruc-
tura y proyectos de desarrollo sostenible»12.

Ese tipo de protesta puede realizarse solo donde pasan las tuberías, lo cual li-
mita las áreas de acción. La misma observación vale para los caminos, aunque
hay más que tuberías. ¡Desdichados aquellos que no tienen ni un camino im-
portante ni una tubería a su alcance! Como ya se señaló, la «bloqueomanía»
genera desigualdades.

10. El Nuevo Día, 3/2/2007.
11. Los Tiempos, 6/11/2006.
12. Los Tiempos, 23/11/2006.



NUEVA SOCIEDAD 209
Bolivia: ¿un futuro político hipotecado?

155

El gobierno de Evo Morales no solo es muy tolerante con los conflictos: los
favorece, y hasta los promueve, cuando organiza algunas protestas de este
tipo. De esta manera, el gobierno legitima el conflicto abierto, la oposición
proclamada, como una forma de reclamo normal. Al celebrar el aniversario
de la llegada del MAS al poder, el presidente del Senado, Santos Ramírez,
clamó a viva voz: «Donde la oposición dificulta este cambio es en parte del
Congreso Nacional y aquí tenemos que estar convencidos de que solo nues-
tra fuerza, la fuerza del movimiento social, la fuerza de las calles en la ciu-
dad, la fuerza del movimiento indígena, va a lograr que este Parlamento ca-
mine y ante todo se consolide por el bien de nuestro país»13. A fin de hacer
más eficaz esta política, en ocasión de la reunión del gobierno con los «mo-
vimientos sociales» realizada en Cochabamba en enero de 2007, se decidió
crear «una coordinadora nacional de apoyo al cambio, conformada por
miembros del poder legislativo y ejecutivo, asambleístas y dirigentes de sin-
dicatos afines al MAS»14, cuyo principal objetivo será apoyar al gobierno
con movilizaciones populares. Más claro, imposible. 

Pero el ejemplo más vivo de la utilización
por parte del gobierno de la presión de la
movilización social fueron las protestas en
Cochabamba en enero de 2007 para forzar
la dimisión del prefecto Reyes Villa, impul-
sadas por organizaciones de regantes, cam-
pesinos, cocaleros y gremiales. El 4 de enero
de 2007, los impulsores de la protesta deci-
dieron iniciar una vigilia permanente y se
instalaron en la plaza 14 de Septiembre,
frente a la Prefectura, cuya sede fue parcial-
mente incendiada unos días después, luego de que los manifestantes, que
intentaban ingresar en ella, fueran repelidos por la policía. El 11 de enero,
violentos enfrentamientos entre campesinos cocaleros y grupos organiza-
dos por la Prefectura y el Comité Cívico, a los que se unieron miles de per-
sonas, provocaron dos muertos y 240 heridos. El jefe de policía, que dispo-
nía de 400 efectivos para frenar la violencia de los dos bandos, declaró:
«Había demasiada violencia, demasiado descontrol; felizmente bajó, pero
hemos estado muy cerca, muy cerca de un descontrol general y eso nos hu-
biera llevado solo Dios sabe a qué consecuencias (…) Temía que sea el inicio de

13. La Razón, 23/1/2007.
14. Ibíd.
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una guerra civil (...) estábamos con la ropa manchada de sangre, cansados,
gasificados [afectados por gases lacrimógenos], apedreados, pero nos dimos
cuenta que evitamos algo mucho más grave»15. 

Mientras los consejeros departamentales buscaban una salida legal para
reemplazar al prefecto, los más radicales exigían su destitución e intentaban
imponer un gobierno popular. Algo desbordado, Evo Morales finalmente
ordenó la dispersión de los manifestantes que controlaba. Sin embargo, según
la opinión del presidente, la protesta fue justa: «con justa razón se movilizan
los hermanos en Cochabamba para decir que no haya división en Bolivia, que
no haya corrupción en el departamento de Cochabamba»16.

Spoils system, clientelismo y corrupción

Tras obtener el control de los poderes Ejecutivo y Legislativo, el MAS puso en
caja al ejército al pasar a retiro a dos generaciones de generales, contribuyó a
decapitar a la Justicia al forzar la dimisión de los miembros de las instancias
que la regulan –en particular, la Corte Suprema– y debilitó considerablemen-
te al Consejo Constitucional, además de apoderarse de varios organismos ad-
ministrativos. Esto último generó un problema debido al arribo masivo de
una nueva cohorte de empleados públicos, muchos de los cuales no tienen
otra preparación que los servicios prestados al partido gobernante. Los anun-
cios oficiales relativos a esta cuestión y las medidas tomadas para luchar con-
tra la corrupción (en particular, la creación del Consejo Nacional de Lucha
contra la Corrupción de Fortunas, por decreto del 26 de abril de 2006) solo
han servido para intimidar y sancionar a quienes son considerados, con o sin
razón, enemigos del régimen, o a quienes se busca desacreditar para ocupar
su espacio.

En una encuesta reciente, los empresarios españoles catalogaron a la adminis-
tración boliviana como la peor de América Latina17. Es sabido también que en
los informes de Transparency International (el último fue publicado en no-
viembre de 2006), basados en sondeos locales, Bolivia suele aparecer como
uno de los países de la región con mayores niveles de corrupción.

Por supuesto, los intercambios de favores, las complicidades, los nepotismos
y otras formas de clientelismo no son novedosos en Bolivia. Pero los esfuerzos

15. Los Tiempos, 29/1/2007.
16. Los Tiempos, 28/1/2007.
17. Los Tiempos, 4/2/2007.
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hechos para regular la carrera de los funcionarios y para volver más transpa-
rentes las decisiones administrativas (Programa Nacional de Gobernabilidad,
iniciado en 1997; Ley del Funcionario Público de 1999; Superintendencia del
Servicio Civil, creada en 2000) provocaron que ciertos organismos técnicos (el
Banco Central, la Contraloría, el Servicio Nacional de Caminos e incluso las
aduanas) comenzaran a funcionar de manera más eficaz y honorable. El pro-
blema es que el gobierno actual decidió despedir o incitar a la renuncia a los
funcionarios ingresados en la carrera administrativa en virtud de concursos
de méritos y trayectorias profesionales reconocidas. Las asambleas nacionales
y departamentales del MAS son cajas de resonancia de las bases y presionan

al Estado nacional para que libere o cree la
mayor cantidad posible de puestos y des-
pida a los opositores al gobierno. A fines
de 2005 y comienzos de 2006, la presión
se acentuó, ya que vencían los contratos
temporarios de muchos empleados públi-
cos. Con el pretexto de que pertenecían a
partidos de derecha, las «organizaciones
sociales» demandaron la destitución de
80% de ellos.

Desde que asumió el nuevo gobierno, muchas dependencias fueron desmantela-
das, la mayoría de las veces mediante el procedimiento de designar a un respon-
sable provisorio por decreto (en algunos de esos cargos el funcionario debería ser
designado con apoyo del Congreso). Éste fue el caso del Banco Central, la Adua-
na, el Servicio Nacional de Caminos, el Servicio de Impuestos Nacionales, el
Servicio Nacional de Sanidad Agropecuaria e Inocuidad Alimentaria, etc. El 30 de
diciembre de 2006, aprovechando el receso del Congreso, el mismo procedimien-
to se utilizó para nombrar magistrados afines en los cargos vacantes en la Corte
Suprema de Justicia. Finalmente, las superintendencias (poderes autónomos crea-
dos en 1994 para regular, controlar y supervisar las actividades de un determina-
do sector estratégico) han sido objeto de ataques incesantes con el objetivo de con-
vertirlas en simples direcciones bajo la órbita de los ministerios correspondientes,
y sus titulares han cambiado varias veces en un año, de manera tal que el poder
de regulación y fiscalización de estos organismos se ha visto gravemente afectado.

En ese contexto, todavía falta «tomar» la Corte Nacional Electoral y el Tribu-
nal Constitucional, cuya sede fue cercada por manifestantes que se hacían lla-
mar «ponchos rojos de Achacachi» y acusaban a sus miembros de prevaricación
y exigían su renuncia.

El gobierno actual 
decidió despedir 

o incitar a la renuncia 
a los funcionarios 

ingresados en la carrera
administrativa en virtud 
de concursos de méritos 

y trayectorias 
profesionales reconocidas
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Uno de los casos emblemáticos de esta nueva situación es sin duda el de los
hidrocarburos. Aunque el gobierno puede enorgullecerse de haber negociado
contratos más ventajosos que los precedentes, es muy difícil saber cuál es la
dimensión real de las ganancias logradas (a corto y largo plazo)18. Tampoco es
fácil analizar los contratos aprobados por el Senado ya que, como consecuen-
cia de una serie de torpezas (errores de forma, presentación al Parlamento de
textos diferentes de los que habían sido firmados por las compañías, etc.), és-
tos debieron ser ratificados nuevamente por las dos Cámaras. En esta misma
línea de desorden, desde enero de 2006 el Ministerio de Hidrocarburos cam-
bió tres veces de titular, al tiempo que cuatro presidentes se han sucedido en
Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB), la compañía nacional que
debería estar ahora en el centro del dispositivo de «nacionalización». El pri-
mer presidente de YPFB, Jorge Alvarado Rivas, debió abandonar su cargo ba-
jo el peso de acusaciones de corrupción. El segundo, Juan Carlos Ortiz Banzer,
un ingeniero y reconocido especialista, abandonó sus funciones rápidamente
argumentando que no se le permitía establecer una administración racional
de la empresa y que estaba sometido a exigencias insostenibles. El penúltimo,
Manuel Morales Olivera, no tenía ninguna experiencia en materia de hidro-
carburos, lo que contradice los estatutos de YPFB, según los cuales su titular
debe ser «un profesional de probada experiencia» con un mínimo de diez
años de actividad. Antes de la llegada del MAS al gobierno administraba una
imprenta, y su única experiencia provenía de haber participado en las nego-
ciaciones con las empresas petroleras y contribuido a la elaboración de los
nuevos contratos –los mismos que tenían errores y que fue preciso corregir–.
Además, fue acusado de nepotismo: su hermana fue designada al frente de la
administración de las aduanas nacionales en febrero de 2006, aunque su ex-
periencia era de «comunicadora social» (mientras escribo estas líneas –marzo
de 2007– la prensa revela todos los días casos parecidos).

En cualquier caso, es innegable que, dada la ampliación de espacios en la fun-
ción pública generada por las nacionalizaciones, solo se puede temer un cre-
cimiento progresivo tanto de la ineficiencia como de la corrupción. El caso
del nuevo Ministerio del Agua ilustra perfectamente esta situación. Según
Jim Schultz, representante en Bolivia de la ONG The Democracy Center, «el
ministro del Agua, nueva función creada hace un año con gran expectativa,
sigue expulsando a toda la gente competente que conozco que fue a traba-
jar allí»19.

18. Juan Antonio Morales: «Después de ti no hay nada» en Pulso, 26/2/2007.
19. Fuente: <www.democracyctr.org/blog/>, post del 31/1/2007.
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Pero el escándalo que parece conmover más al partido en el poder y a la opi-
nión pública es el de los «avales» (el otorgamiento de una simple carta de
recomendación a cambio de sumas variables según el caso). Están com-
prometidos cuadros del partido, diputados y el ex-presidente del Senado,
entre otros altos dirigentes. Con la voluntad de demostrar que actúa rá-
pidamente, el presidente Morales anunció que los culpables serán castigados,
expulsados del partido e incluso juzgados. Pero los que han sido señalados
como culpables se defienden argumentando que no han hecho más que se-
guir las indicaciones de la dirección nacional del MAS, que los principales
responsables no han sido molestados y que se los ha utilizado como chivos
expiatorios20.

Conclusión

La expresión «el país tranca», título de una compilación de artículos publica-
da por Mariano Baptista Gumucio en 1976, resume a la vez la ineficiencia, la
pesadez y la corrupción en que se hunde la administración boliviana, donde
se suceden cohortes de parásitos públicos, piratas a la caza de subvenciones
ávidos de enriquecerse –o simplemente de sobrevivir– porque saben que su
oportunidad pasará pronto, y el uso inmoderado de cortes de caminos y de
cierres de válvulas para «exigir», de una dependencia gubernamental o de al-
guien rico o poderoso, alguna prebenda. También permite hacerse una idea
del patchwork de etnias o naciones, cada una de ellas trazando su frontera. Co-
mo subrayaba Walter Montenegro en un artículo de ese libro: «En gran medi-
da Bolivia es un país trancado por trancas de su propia y exclusiva inven-
ción». Y esto continúa así. 

Sin embargo, sería conveniente situar el problema de las continuas «tran-
cas» en una reflexión más amplia sobre el tema de la democracia. Como
subraya acertadamente Laserna, si quienes utilizan la intimidación, la fuer-
za o incluso la violencia consiguen sus objetivos, entonces los intentos de
regulación de la vida social mediante normas, reglamentos y leyes estarán
condenados al fracaso, y la construcción democrática se volverá difícil y
problemática.

20. La Razón, 22/3/2007.
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Un típico departamento de clase media, ubicado en una zona céntrica de La
Paz. Un living ordenado, ni muy chico ni muy grande, con paredes desnu-

das, dos sillones y una mesa baja. Libros, muchos libros, de ciencias sociales, his-
toria, economía y política. Podría ser la casa de un profesional intelectualizado,
pero allí vive el vicepresidente de Bolivia, que llega a la entrevista apurado y con
una escolta mínima: a pesar de ser la segunda autoridad de la República y una
pieza fundamental del gobierno de Evo Morales, lo acompañan solo un edecán,
un chofer y un asistente que, un poco en serio y un poco en broma, le dice que
si siguen con esos horarios nunca va a poder terminar su maestría. Es que Gar-
cía Linera es, además, profesor de sociología, escritor de ensayos y un seguidor
de Pierre Bourdieu. Matemático, sociólogo autodidacta y durante años una de
las voces más escuchadas de la izquierda boliviana, García Linera estuvo cinco
años preso acusado de sublevación y levantamiento armado. Fue, años atrás,
uno de los precursores de la teorización del indigenismo boliviano moderno y
hoy es sobre todo un político, un funcionario que a veces tiene la difícil tarea de
explicar y fundamentar las acciones de su gobierno y que en muchos sentidos
encarna el vínculo del Movimiento al Socialismo (MAS), un partido de fuerte
raigambre indígena y campesina, con las clases medias urbanas. «Solo si me lla-
ma el presidente», dice antes de entregarle el celular a su asistente y disponerse
a la entrevista con NUEVA SOCIEDAD.

Indigenismo a la boliviana

El indigenismo, uno de los ejes de acción del gobierno, supone una conexión con valores tra-
dicionales y con la historia de Bolivia, anterior incluso a la independencia. ¿Cómo se compa-
tibiliza esto con la necesidad de inserción en el orden capitalista? En otras palabras, ¿hay una
tensión entre indigenismo y modernidad?

«Las reformas pactadas»
Entrevista a Álvaro García Linera

José Natanson

Este artículo es copia fiel del publicado en la revista NUEVA SOCIEDAD No 209, 
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La realidad boliviana tiene dos grandes cualidades. Una es su diversidad ét-
nica y cultural o, si se quiere, su diversidad nacional-cultural. El otro compo-
nente, que no es igual aunque parece lo mismo, es la gran diversidad civiliza-
toria de nuestro país, que es una sumatoria de modos de producción, lógicas
de acumulación, construcciones distintas de autoridad política y de esquemas
simbólicos de interpretación del mundo. Estas dos cualidades de la realidad
boliviana no deben confundirse. Cuando uno habla de indígenas, no habla
necesariamente de lo tradicional o lo arcaico. Hay indígenas económicamen-
te muy modernos, muy mercantilizados, profundamente articulados a la glo-
balización y que, en algunos casos, tienen más capacidad que la burguesía tra-
dicional para aprovechar nichos de oportunidad en los mercados. 

¿Entonces hay un indigenismo moderno?

Sí. Hay, por supuesto, un aspecto de tradicionalidad, pero tiene que ver con
una estructura civilizatoria y no con un grupo étnico. En Bolivia hay tres
grandes identidades culturales: la mestiza, la aymara y la quechua, además
de 32 más pequeñas. Cada una tiene su lengua y su identidad. Y los indíge-
nas participan tanto en el mundo tradicional-comunitario como en el mundo
moderno, mercantil e industrial. Es necesario separar ambas cosas. Una parte
del mundo indígena está vinculada a estructuras comunitarias y otra parte a
estructuras productivas. Una parte del mundo mestizo está vinculada a estas es-
tructuras arcaicas y otra parte está articulada con el mundo moderno. En Bo-
livia, evidentemente, hay un renacer de las identidades indígenas, algo que se ha
dado en nuestra historia de manera cíclica y que depende de los procesos de
acumulación y expansión de la economía y de expansión o contracción de dere-
chos. Pero el indianismo, en sus distintas variantes, reemerge con fuerza en la
historia política boliviana desde los 70. Es una consecuencia del fracaso de los
procesos de modernización e igualación emprendidos por la Revolución del 52.

Que no era una revolución indígena.

Claro. Fue una revolución que intentó eludir la cuestión de la igualdad de los
pueblos indígenas. Y justamente en querella contra esta falsa resolución surgió
el movimiento indígena. Y no surgió inicialmente, como muchos piensan, del
mundo campesino, sino del mundo urbano, apoyado en una intelligentzia,
en una intelectualidad frustrada por no encontrar el ascenso social prometido
y enfrentada a los mecanismos persistentes de discriminación por color de
piel, apellido e idioma. Es decir, en la conformación de las clases sociales en
Bolivia se comprobaba la existencia de un capital étnico. Desde entonces, el
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movimiento indígena atravesó diferentes etapas. Una etapa de formación, li-
derada por las elites; más tarde, a fines de los 70, su expansión al mundo de
las asociaciones comunitarias, especialmente en tierras altas. Luego, un rena-
cimiento de la idea indígena en tierras bajas, a fines de los 80, con una lógica
vinculada a la conquista de derechos y la confrontación, y no a la transacción.
Después viene una etapa en la que se intenta traducir ese movimiento en
partidos, pasar del mundo sindical al partidario. Aquí surgen dos vertien-
tes: una que es cooptada por los partidos tradicionales y el proyecto neoli-
beral, y otra que se radicaliza en la confrontación. Y, finalmente, la última
etapa, que le otorga una significación a todo el proceso y permite cohesio-
nar el ciclo de protestas sociales. Esta última etapa está marcada por los
episodios de tensión o contienda política que comienzan en 2000, tienen su
auge en 2004 y luego ingresan en un periodo de descenso. Los múltiples india-
nismos permiten darles un sentido a esos episodios de protesta, construir un
discurso unificador y un liderazgo, y entonces proyectar la toma del poder.
Ésa es la ruta que lleva al ascenso del primer presidente indígena. Es un pro-
ceso largo, que en su última etapa llevó más de 20 años. Su desenlace es lo
que estamos viviendo hoy.

Nacionalismo y anticapitalismo

Otro aspecto importante de la retórica y la acción del gobierno, comprobado especialmente
en el tema hidrocarburos, es el nacionalismo. Pero si el indigenismo marca una diferencia
con otros procesos de cambio en Bolivia, el nacionalismo implica una continuidad, ya que
conecta la coyuntura actual con antecedentes como la Revolución del 52. ¿Es importante
esa conexión?

Es muy importante, pues permite construir un marco de resonancia para el
discurso actual y articularlo con una serie de herencias y percepciones histó-
ricamente construidas desde hace más de 60 años. Es, desde mi punto de vis-
ta, una gran virtud de nuestro movimiento. Pero aquí es importante hacer una
distinción teórico-política: el núcleo nacionalitario construido hoy es muy dis-
tinto al de los 40 o 50, y también al de los 70.

¿Por qué?

Porque en esa época el centro del proceso de cambio estuvo conformado por
el discurso de la clase media letrada y la fuerza de expresión colectiva del mo-
vimiento obrero. El imaginario era el de una nación homogénea, moderniza-
da y castellano-hablante, obrerizada y asalariada.
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¿Era una mirada de clase?

Sí, aunque la etnicidad, que en ese entonces no se tenía en cuenta, es un com-
ponente de las clases sociales en Bolivia. Hoy el núcleo, el eje de la moviliza-
ción, lo constituye el movimiento indígena, de donde emergen los discursos
que ordenan y significan el proceso. Y es
también del movimiento indígena de don-
de surge la fuerza de la organización. En-
tonces, se recupera la idea de nacionalis-
mo, pero con un núcleo distinto: movi-
miento obrero antes, movimiento indíge-
na ahora; clase media letrada antes, intelli-
gentzia indígena-mestiza ahora. Y el resul-
tado también es distinto. Antes se hablaba
de una nación homogénea, ahora habla-
mos de una nación plural. La diferencia
entre nación y patria antes no existía. Eran
la misma cosa. Ahora sí hay una diferencia: se trata de varias naciones que
se autoafirman y conviven bajo un techo común. Esta idea era imposible en
los 40 y 50. También era imposible pensar en indios encabezando la movi-
lización en lugar de las clases medias letradas. O que la fuerza de presión
no sea el movimiento obrero sino el indígena.

Entonces, ¿no hay continuidad con la Revolución del 52?

Sí y no. Algunas cosas entroncan. La idea de soberanía nacional, independen-
cia económica, respeto y dignidad en el contexto planetario, son elementos
del discurso comunes al que había hace 50 años. En suma, hay elementos co-
munes pero núcleos muy diferentes. 

El tercer componente importante del proceso político boliviano es el anticapitalismo. 

A Bolivia se le presenta, hacia el futuro, un espacio, un potencial para el desa-
rrollo de las relaciones de producción capitalistas. Pero la diferencia con los
gobiernos anteriores es que, en ese espacio del capitalismo, ahora buscamos
cambiar ciertas características. La cabeza ya no es la inversión extranjera sino
el Estado productivo. Ya no se trata de un capitalismo de camarilla, endogámi-
co y especulativo, como el que se construyó en los 70, sino de un capitalismo
productivo, que reconoce a una diversidad de actores económicos con capacidad
de acumulación: el sector empresarial tradicional, por supuesto, pero también

«Se recupera la idea 
de nacionalismo, 
pero con un núcleo 
distinto: movimiento
obrero antes, 
movimiento indígena
ahora; clase media 
letrada antes, 
intelligentzia indígena-
mestiza ahora»
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otros sectores, como el empresarial no tradicional, que emerge del mundo
popular indígena y que ha logrado construir, por encima del Estado, por fue-
ra del Estado y a veces contra el Estado, mecanismos de acumulación muy inte-
resantes, aunque obviamente dentro de la informalidad. Este sector, aunque es-
tá menos reconocido, puede ser mucho más eficiente, en términos estrictamente
económicos, que el camarillero que medró del Estado. Pero también hay otro po-
tencial no capitalista, o poscapitalista, dentro de la estructura social y económi-
ca boliviana, que son las fuerzas comunitarias tradicionales. Entonces, nuestra
estructura social tiene, por un lado, un potencial de desarrollo de un capitalismo
productivo más diverso que lo que había hasta ahora, pero también un poten-
cial presente en las comunidades no capitalistas. Se encuentran fragmentadas,
golpeadas y dispersas, fruto de los años de Colonia y República, pero tienen en
su interior la potencialidad poscapitalista. Es una estructura muy amplia: 90%
de la economía campesina es de tipo familiar-comunitaria. 

¿Pero ese potencial no capitalista es, o puede ser, económicamente relevante?

Sí, porque no es meramente tradicional o de autosustentación. Es productivo.
Nuestro gran reto como gobierno es potenciar esas estructuras poscapitalis-
tas, convertir a la comunidad en una fuerza poscapitalista. Entonces, si se mi-
ra este tema desde la sociología, con una visión muy racional, podemos decir
que la estructura económica boliviana tiene un espacio para el desarrollo tan-
to del capitalismo como del poscapitalismo. Esto le da a nuestro proceso una
complejidad especial. No es solo una revolución democrática, en el sentido
decimonónico. Es una revolución democrática y social. ¿Qué de todo esto po-
dremos desarrollar? No sabemos. Pero creemos que lo central es que se están
alumbrando cosas que van más allá de una mera readecuación democrática a
un capitalismo maduro ya existente.

Entre el Estado y los movimientos sociales

¿Cuál es el rol del Estado en este proceso? ¿Debe guiarlo y orientarlo?

No. Los que deben guiar este proceso son los movimientos sociales. Nosotros
hablamos siempre de un gobierno de los movimientos sociales. Parece una
contradicción: todo Estado es por definición un monopolio, mientras que un
movimiento social es por definición una democratización y una socialización.
¿Cómo va a haber, entonces, un Estado de los movimientos sociales? Es una
tensión evidente, pero es lo que sucede en Bolivia hoy.
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¿Es necesariamente una tensión?

Sí. Tiene que ser así y no es, como piensan algunos, un defecto, sino una vir-
tud. A esta coexistencia de fuerzas capitalistas y poscapitalistas en la estruc-
tura económica le corresponde una tensión, dentro del Estado, entre un Esta-
do de derecho moderno, con monopolio de la coerción legítima y la violencia
simbólica legítima, como decía Bourdieu, con una instancia de socialización
de las decisiones a través de los movimientos sociales. Esto va más allá del de-
bate de Negri y Holloway, que hablan de un momento de la resistencia de los
movimientos sociales, pero no de gobierno.

¿Esta tensión se resuelve?

No. Tiene que mantenerse así, viva. Es una contradicción entre socialización
y monopolización, concentración y democratización. Son procesos que tie-
nen que avanzar juntos. Les corresponde a los movimientos sociales dirigir
esto, pero le toca al Estado, a través de la propiedad de los recursos natura-
les, garantizar la base de sostenibilidad de este proceso. Esto se hace am-
pliando la base moderna de nuestra economía en tiempos de globalización,
impulsando procesos de modernización –y no, como antes, de exclusión– de
la economía familiar urbana, y garantizando la transferencia del excedente
económico hacia el sector artesanal y
hacia el sector microempresarial. El Es-
tado juega entonces un papel de poten-
ciador de estos núcleos mediante la
apropiación del excedente económico y
su transferencia. Los que conducen to-
do esto son los movimientos sociales.
El instrumento es el Estado.

Usted sostiene que los movimientos sociales son los que guían el proceso. ¿Cómo se concreta esto
en la práctica? Porque, cuando hay que tomar una decisión, firmar un decreto o emitir una ley,
son las autoridades institucionales clásicas, elegidas según los parámetros de la democracia repre-
sentativa, las que lo hacen, y no los movimientos sociales.

Es posible verificar claramente esta idea de un gobierno de los movimientos
sociales. En primer lugar, los grandes lineamientos de acción de este gobier-
no, en temas como hidrocarburos, agua, tierra o Asamblea Constituyente,
son el resultado del ciclo histórico de movilizaciones sociales. El programa
no fue inventado por cinco personas que se sentaron a una mesa, sino que

«El Estado juega entonces 
un papel mediante la 
apropiación del excedente 
económico y su 
transferencia. Los que 
conducen todo esto son 
los movimientos sociales»
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fue construido por los movimientos sociales en el gran ciclo de movilizacio-
nes de 2000-2005. Nosotros tomamos eso y lo llevamos al gobierno. El parti-
do se apropió de esos grandes lineamientos, no los impuso. En segundo lu-
gar, esta idea de un gobierno de los movimientos sociales se comprueba si se
entiende lo que es el MAS: en el fondo, es una coalición, flexible y negociada,
de movimientos sociales. Fuera de eso, el MAS no tiene una estructura parti-
daria, lo cual no necesariamente es bueno. Pero es así: lo que sostiene al MAS
son los movimientos sociales. En tercer lugar, los cambios importantes, como
la modificación de la Ley INRA [Instituto Nacional de Reforma Agraria] so-
bre la propiedad de la tierra, que según los opositores iba a ser el escenario de
una guerra civil, se hizo a través de la acción de los movimientos sociales. Se
hicieron asambleas, ampliados, se acordó una propuesta y se la llevó al Parlamen-
to. El gobierno, a través de los ministerios y los bloques parlamentarios, actuó su-
peditado a la propuesta de los movimientos sociales. Hay otros ejemplos, como
la Asamblea Constituyente, donde nuestra propuesta fue elaborada de la misma
forma. Otras decisiones menos relevantes, obviamente, quedan a cargo de un
aparato burocrático-político normal. Pero los grandes procesos de reforma pasan
por un proceso de movilización previo que implica deliberación y que genera un
respaldo. Son resultado de la acción de los movimientos sociales. Finalmente, los
propios mecanismos de designación de funcionarios para la administración pa-
san por los movimientos sociales. Antes, si uno quería ser director de algún mi-
nisterio o subsecretario de algo había que ser pariente o amigo del presidente o
del ministro, o miembro del MIR [Movimiento de Izquierda Revolucionaria] o de
ADN [Acción Democrática Nacional]. Ahora, para llegar a la administración pú-
blica es necesario tener el apoyo, por ejemplo, de la confederación campesina. No
es que los mismos militantes estén siempre en los cargos, sino que ellos son los que
procesan y seleccionan: pueden ser funcionarios que no son del partido, que son
de clase media, y de hecho es así en muchos casos. Pero han tenido que pasar ne-
cesariamente por la selección de los movimientos sociales. Estos cuatro niveles
muy prácticos –las líneas estratégicas del gobierno, su estructura interna, la forma
de consensuar los grandes cambios y la selección del personal– están definidos por
los movimientos sociales.

La Asamblea Constituyente y los reclamos de Santa Cruz

¿Cuál sería, desde su punto de vista, un desenlace positivo del proceso constituyente?

Desde que llegamos al gobierno hemos definido una estrategia de distribu-
ción pactada del poder. Lo que Bolivia está atravesando hoy es, en esencia, un
proceso de amplia y generalizada lucha y redistribución del poder. Es algo
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que va más allá de un gobierno. Y la historia nos enseña que la lucha por el
poder puede tener tres desenlaces clásicos. Que el sector emergente desplace
directamente, mediante cualquier medio posible, al bloque anterior. Que este
bloque de poder antiguo logre derrotar, contener, cooptar o aplastar al bloque
emergente. O que entre ambos se logre redistribuir el poder. Como gobierno, he-
mos optado por la tercera opción. Apostamos a un proceso de redistribución
pactada del poder con un nuevo núcleo articulador: el movimiento indígena. 

La oposición, sin embargo, acusa al gobierno de negarse a conciliar. 

Pero no es verdad. Tomemos los temas clave, por ejemplo hidrocarburos. Fue
una decisión que contó con un alto consenso. O el tema de la tierra. Algunos de-
cían que nuestra reforma iba a generar una guerra civil. No es cierto. Hicimos
una buena ley, que favorece al empresario productivo, tanto si tiene una como si
tiene 50.000 hectáreas. Si produce, no hay problema. Se castiga al especulador.
En general, ¿qué medidas hemos tomado contra los empresarios productivos
bolivianos? Ninguna. Entonces, la
Asamblea Constituyente tiene que
ser el lugar donde esta redistribu-
ción pactada del poder, apoyada
en un nuevo núcleo articulador, se
consolide. Estamos apostando a es-
to. No queremos una Constitución
aprobada por el 60 o 70 % del país,
pero rechazada por el resto.

¿La idea no es imponer una reforma?

No. Nuestro objetivo es pactarla. Hemos dado pasos importantes en este senti-
do y estamos dispuestos a dar otros. Lo que pasa es que hay que ver a distancia
lo que está ocurriendo en Bolivia: una ampliación de elites, una ampliación de
derechos y una redistribución de la riqueza. Esto, en Bolivia, es una revolución.

¿Es una ampliación o un recambio de elites?

Una ampliación. Hay pedazos de la anterior que van a mantenerse, pero ya
no van a definir ellos solos el camino. Lo que tienen que entender las viejas
elites es que ahora deben compartir las decisiones con los indios. Nunca más
van a poder tomar decisiones sin consultar a los indígenas. Si lograran enten-
der eso, no habría complicaciones.

«La Asamblea Constituyente
tiene que ser el lugar donde 
esta redistribución pactada 
del poder se consolide. Estamos
apostando a esto. No queremos
una Constitución aprobada 
por el 60 o 70 % del país, 
pero rechazada por el resto»
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¿Y usted cree que lo están entendiendo?

Cuesta. Están muy acostumbrados a mandar solos, por tradición, por heren-
cia, por hábito, por costumbre y por formación. Los indígenas siempre eran
los que atendían la mesa, cocinaban, cuidaban a los niños, eran albañiles. Que
ahora sean presidentes, ministros o cancilleres obviamente golpea esta lógica.
Pero es la lógica de la igualdad y la democracia. En el fondo, estamos ante un
amplio proceso de igualación social y democratización de las decisiones. Hay
sectores que lo entienden y lo aceptan. En rigor de verdad, hay un sector de
nuestro bloque que cree que, ahora que llegó el momento, hay que acaparar-
lo todo. Es un gran error, porque muchas veces genera mayores condiciona-
mientos. Pero creo que gradualmente, por aproximaciones sucesivas, vamos
construyendo un proceso en el cual el bloque desplazado del control absolu-
to y el bloque emergente pero que tampoco va a tener el control absoluto, ar-
ticulan mecanismos para redistribuir el poder. Porque el problema central, co-
mo dije, no es tanto la distribución del poder, sino la aceptación de un nuevo
núcleo articulador, que es el movimiento indígena.

En este contexto, las autoridades de Santa Cruz lucen como el núcleo de resistencia más fuerte.
De hecho, parece casi el único contrapeso potente al gobierno. ¿Es posible avanzar sin un acuer-
do con este sector?

Es necesario llegar a un acuerdo. Lo que ha sucedido con Santa Cruz es fá-
cilmente entendible. Santa Cruz construyó una economía de agricultura mo-
derna en base a una vinculación especial entre su burguesía y sectores del ca-
pital externo. Incluso antes del modelo neoliberal ya había, en Santa Cruz,
una especie de neoliberalismo gestándose al interior del capitalismo de Esta-
do. Esta economía logró captar un conjunto de apoyos, financiamientos y
transferencias del excedente estatal para su potenciamiento. En los 90, esto se
tradujo en una mayor gravitación política de las elites cruceñas en los ámbi-
tos de decisión estatal. Se acoplaron y convivieron con el proyecto económico
neoliberal y, en general, con el sector exportador tradicional minero. Se articu-
laron fácilmente. Y, aunque no lograron conducir el proceso –quizás lo hubie-
ran hecho mejor–, sí lograron imbricar sus intereses. Cuando el proyecto
neoliberal entró en crisis, este sector empresarial que no había nacido con el neo-
liberalismo, que venía de antes pero que había logrado articular sus intereses
con el neoliberalismo, se vio desplazado de la toma de decisiones. Perdió el
control de ministerios, embajadas. La respuesta fue replegarse al ámbito de su
hegemonía territorial, que ya estaba consolidada, a punto tal que había buscado
expandirla al resto del país. Cuando llegamos al gobierno descubrimos algo que
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desde afuera no habíamos logrado percibir: este modelo de desarrollo econó-
mico, de imbricación capital externo-interno y aprovechamiento de ventajas
de comercio, está llegando a un límite preocupante.

¿Por qué?

Por las características de la economía boliviana. En los 90, la soya desplazó a la
hegemonía de la minería y el gas de las exportaciones totales del país. En esa épo-
ca, las exportaciones totales de gas y petróleo eran de entre 400 y 500 millones, las
de soya de entre 600 y 700 y las de minerales de entre 200 y 300. En los últimos
cuatro años, este patrón exportador se modificó. El año pasado exportamos 2.050
millones de dólares de gas y petróleo, 1.070 de minerales y 500 de soya. No solo
es una cuestión de proporción. Hay un proceso de caída de las exportaciones to-
tales de soya: los mercados de Colombia y Perú se van cerrando por el Tratado
de Libre Comercio (TLC) que han firmado con Estados Unidos. Queda el merca-
do de Ecuador, que es más chico, y algo de Venezuela. Buena parte de la produc-
ción de soya de Santa Cruz se sostuvo en el nicho de la Comunidad Andina. Es-
to ahora se ve limitado por los TLC. Y enfrentar la competitividad brasilera o es-
tadounidense es difícil, requiere una modificación de la tecnología. 

¿Cuál es el efecto político de este debilitamiento de la base económica de Santa Cruz?

La consolidación de un sector a la defensiva, la construcción de un liderazgo
político de resistencia, que se ha atrincherado en la región y que busca, en la au-
tonomía, un mecanismo para defender un modo de desarrollar la economía
vinculado al capital externo y las exportaciones. Nosotros al principio no lo en-
tendíamos, pero ahora sí. Está claro, entonces, que lo que tenemos que hacer
desde el gobierno es incorporar a este sector al nuevo modelo de desarrollo que
proponemos. Es necesario incluirlo, porque no somos nosotros los que lo afec-
tamos. Por ejemplo, el gobierno sub-
venciona 150 millones de dólares al
año de diesel, la mitad de los cuales va
a Santa Cruz, a la agroindustria. No lo
vamos a quitar. Pero sí quisiéramos
que no fuera una subvención insoste-
nible, sino que potenciara procesos de
modernización, de mejora de la pro-
ductividad. Tenemos que trabajar jun-
to con el sector empresarial cruceño en
un relanzamiento de un modelo de

«Tenemos que trabajar junto
con el sector empresarial
cruceño en un relanzamiento
de un modelo de desarrollo
agroexportador que se 
acomode a las nuevas 
circunstancias de pérdida 
de los mercados de la
Comunidad Andina y de 
competencia con el Mercosur»
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desarrollo agroexportador que se acomode a las nuevas circunstancias de pér-
dida de los mercados de la Comunidad Andina y de competencia con el Mer-
cosur. Es el desafío de los próximos 20 años. Y nuestra agroindustria, salvo
una parte, no está preparada para eso. La autonomía, entonces, es un meca-
nismo defensivo. Pero a la vez, y ésta es la virtud de la intelligentzia cruceña,
logró sintonizar este interés particular con una vieja demanda histórica de
mayor descentralización. De ahí viene su eficacia, de su capacidad de conec-
tar su interés con una herencia, una memoria, una demanda. Nosotros enten-
demos esto y, por lo tanto, reconocemos, viabilizaremos y conduciremos las
autonomías departamentales. Con dos salvedades: no tienen que ser solo au-
tonomías departamentales, que hay que respetar e impulsar, sino también
autonomías de los pueblos indígenas, que deben incorporarse como un ni-
vel dentro del departamento, o paralelo en aquellos casos en que los pue-
blos indígenas son mayoritarios. El segundo elemento es que tanto las au-
tonomías departamentales como las indígenas no pueden cuestionar la
base material de la unidad general. No se puede cuestionar, como hacen al-
gunos, la base de la unidad: fuerzas armadas y policía nacional, moneda,
relaciones internacionales, y recursos naturales, incluyendo tierra y ener-
gía. Son temas que no deberían entrar en el ámbito de competencia de los
departamentos ni de los pueblos indígenas. En el debate actual no se dis-
cute si va a haber autonomías departamentales, que las va a haber, sino
cuáles son sus competencias y facultades. Hay que evitar que la autonomía
sea una excusa para encerrarse y debilitar el país. Tiene que ser un meca-
nismo de amplia descentralización político-administrativa en el marco de
un sólido techo de unidad.

Bolivia en el mundo

Uno de los temas más debatidos de la política exterior del gobierno es la relación con Venezue-
la. ¿Esta relación especial se basa en lo económico, en lo político o en la afinidad ideológica?

Lo primero que quisiera señalar es que, así como se construye una relación
con Venezuela, también se consolida el vínculo con Brasil, con Argentina.

¿No hay una relación especial con Venezuela?

Cada país tiene su propia particularidad. Son todas fundamentales. En el ca-
so de Venezuela hay una sintonía política en la búsqueda de modelos posneo-
liberales y poscapitalistas, además de una vinculación a través de una ayuda
económica más directa e incondicionada. Con Brasil y con Argentina hay
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un acercamiento en términos de in-
tegración energética, que no existe
con Venezuela.

En este sentido, Bolivia y Venezuela pare-
cen más competidores que complementarios,
pues ambos son exportadores de hidro-
carburos.

Es cierto, aunque estamos explo-
rando la construcción de una
asociación de productores y ex-
portadores de gas para que estas
tensiones, que podrían darse en el
tiempo, se puedan procesar en una acción conjunta. Pero es cierto que, visto
así, en términos realistas, en algún momento Venezuela y Bolivia pueden ser
competidores. No es ésta la situación actual, porque Venezuela tiene mucho
petróleo y por ahora produce poco gas, que además está asociado al petró-
leo. Necesita extraer mucho más petróleo para sacar más gas, pero tampoco
puede hacerlo porque tiene que respetar las cuotas por la OPEP [Organiza-
ción de Países Exportadores de Petróleo]. Pero en algún momento puede ser
un competidor para Bolivia. La asociación que firmaron ambos presidentes
busca evitar estas tensiones. Sin embargo, es evidente que hay una relación
particular con Venezuela, una cercanía, un acompañamiento más cotidiano
a nuestro proceso. Pero eso no cierra los vínculos o los acercamientos con
otros países.

¿Cómo se proyecta la relación con Chile?

Es la más particular. Nuestro gobierno ha sido cauto para no basar su po-
pularidad en la movilización de sentimientos históricos, pero está traba-
jando de manera seria en la resolución del tema que históricamente nos se-
para, que es la salida al mar. Ahora bien, no es un tema que se resuelva en
los medios de comunicación. Hemos sido cuidadosos. Nuestro objetivo
ahora es consolidar vínculos de confianza entre las sociedades, que no sea
solo un tema de presidentes o de cancillerías. La clave de nuestras diferen-
cias, y de nuestra unidad, va a pasar por la consolidación de los lazos en-
tre las sociedades, los movimientos sociales, el sector empresarial, cultu-
ral. Ésa es nuestra estrategia. 

«En el caso de Venezuela hay 
una sintonía política en 
la búsqueda de modelos 
posneoliberales y 
poscapitalistas, además de 
una vinculación a través 
de una ayuda económica más
directa e incondicionada. 
Con Brasil y con Argentina hay 
un acercamiento en términos 
de integración energética, 
que no existe con Venezuela»
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El giro a la izquierda involucra a varios países de América Latina. En este contexto, algunos
analistas distinguen entre dos izquierdas: una institucionalmente prolija, gradual y reformista,
como la de Chile y Uruguay, y otra más radical, como la de Venezuela y Bolivia. ¿Qué opina de
esta tesis?

No creo que sea una definición seria. Está basada en una distinción periodís-
tica vulgar. Es una distinción moral, y un buen sociólogo o politólogo no puede
hacer eso. Yo veo la emergencia de múltiples izquierdas. Por suerte se acabó
el modelo único y ojalá que no regrese nunca. Fue una manera de asfixiar el
debate, de querer ordenar todo bajo un solo esquema. Eso no existe: hay múl-
tiples modelos para la izquierda, muy diferentes. Tomemos por ejemplo Boli-
via, Venezuela y Brasil. En Bolivia tenemos un liderazgo indígena apoyado en
los movimientos sociales, un proceso de descolonización histórica, que no
existe en Venezuela y menos en Brasil, un país altamente modernizado, que
actúa en el G-8. En Venezuela, la transformación radical del sistema político
se dio de modo diferente: no hubo, como en Bolivia, un desplazamiento del
viejo sistema político liderado por los movimientos sociales, principalmente
indígenas. Cada sociedad avanza de manera diferente. 

¿Qué tienen en común?

Las búsquedas plurales de modelos alternativos de desarrollo económico,
redistribución de la riqueza y ampliación de derechos en el marco de la cons-
trucción de una modernidad satisfactoria. Pero a partir de nuestras propias
fuerzas: ya no hay un texto al cual obedecer, un país al que imitar, un politbu-
ró al cual seguir o una Internacional que respetar. Esto no implica caer en un
radicalismo posmoderno. La verdad es que después de tantos años en que
nos dijeron que no había más historia, o que la historia nos conducía a un lu-
gar determinado, ahora vemos que hay muchas historias, que es posible en-
contrar cierta unidad en búsqueda de la ampliación de derechos, la redistri-
bución, dentro de una gran pluralidad en cuanto a las formas: quién conduce,
cómo, a qué velocidad y con qué tipo de liderazgo. Son las características en-
dógenas de cada proceso las que nos dan la explicación, más que los modelos
morales de lo bueno y lo malo. Lo importante es que, cada cual por su lado,
todos buscamos lo mismo.
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